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Ministro Arturo Zaldívar
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
y del Consejo de la Judicatura Federal
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat
Presidenta de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación
Señoras Ministras y Señores Ministros
Señoras Consejeras y Señores Consejeros del Consejo de la Judicatura 
Federal
Magistradas y Magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación 

Hoy, como Ministra Presidenta de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, cumplo con mi deber legal de presentar el informe 
de labores correspondiente al año 2021.

En primer término, agradezco a los Ministros de la Segunda Sala, que 
el cuatro de enero pasado me eligieron como Presidenta de ese órgano 
colegiado. Es una gran responsabilidad, que asumí con compromiso, pero 
también con muchos retos.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, hoy más que nunca se 
encuentra frente a cambios jurídicos y exigencias de la sociedad, que implican 
que se deba atender, no sólo con prontitud, sino con exhaustividad todas las 
peticiones realizadas por los gobernados.

Así, se debe tener en cuenta el clamor social derivado de actos de 
corrupción, impunidad, desvío de recursos, tráfico de influencias y un sinfín 
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de señalamientos de la sociedad, respecto de los cuales se busca imparciali­
dad, transparencia y que los tribunales cumplan con su deber de ser garantes 
en la impartición de justicia.

Los jueces y, en específico, quienes integramos los tribunales constitu­
cionales debemos respetar y hacer respetar los derechos humanos, actuar 
con la necesaria prudencia y equidad en la aplicación de la Constitución y 
los tratados internacionales en Derechos Humanos, y evitar cometer, en 
nombre del derecho, evidentes injusticias que repugnan al correcto sentido 
de la justicia.

El rol del juez constitucional, en el Estado social de derecho plantea un 
cambio de paradigma fundamental en la forma de operar el sistema jurídico; 
puesto que en cada caso se está frente a un desafío, donde el derecho no se 
limita a una cuestión instrumental, sino que adquiere aspectos axiológicos, 
que invitan al juzgador a hacerse partícipe de la realidad social a la que 
pertenece; y a considerar que sus decisiones tendrán un impacto importante 
en la sociedad y la forma en que ésta se conduce.

Al tomarse la decisión en un asunto, no se trata exclusivamente de inda­
gar por la justicia formal, sino también por la justicia social, ésa que el pueblo 
tanto anhela para poder tener confianza en esta rama del poder público, ya 
que en un auténtico Estado democrático donde impera la protección de los 
derechos humanos obliga, además de las valoraciones jurídicas, a realizar 
valoraciones sociales, lo cual como contrapartida, lleva inherente el deber 
de colaboración en la procuración de justicia, la que tiene como fin último 
que el derecho logre la paz social.

Lo anterior no implica que, como juzgador constitucional, pierda su 
imparcialidad u objetividad por ser consciente de la realidad social en la cual 
está juzgando; por el contrario, esto sólo enriquece aún más sus resolucio­
nes, pues incluyen un enfoque más apegado a la realidad, a las necesidades 
de las personas, y en el impacto que las decisiones puedan tener con rela­
ción a los demás poderes del Estado, tomando en cuenta los intereses polí­
ticos o sociales, que puedan traer aparejados. 

Debemos entender que en la relación entre política y derecho, ninguna 
es absoluta y ambas tienen el mismo fin que es la búsqueda del bienes­
tar social.

Nunca debemos olvidar, que el juzgar debe convertirse en un arte 
excesivamente delicado, en el que debe actuarse bajo la inspiración de los 
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más elevados principios humanistas. Debemos conseguir que la justicia 
llegue a los más necesitados.

Este año que se informa, continuó la difícil situación propiciada por el 
virus SARS-CoV-2, que causa la enfermedad COVID-19, lo que implicó que 
en el primer periodo de sesiones de la Segunda Sala se continuaran con 
las sesiones remotas y con el trabajo a distancia. Fue a partir de agosto, 
cuando se retomaron las sesiones presenciales únicamente con los Ministros 
y el personal estrictamente indispensable.

Los Ministros que integramos la Segunda Sala, seguimos siendo 
especialmente sensibles en el tema de la pandemia y tomamos todas las 
medidas para respetar los protocolos sanitarios para el cuidado de la salud 
de las trabajadoras y los trabajadores, para poder regresar al trabajo pre­
sencial de las personas estrictamente indispensables.

El trabajo a distancia y el uso de las herramientas tecnológicas de la 
información y la comunicación (Tic’s), le enseñaron a nuestra Sala que es 
posible seguir siendo eficientes y productivos, pues los diversos acuerdos, 
proyectos, sesiones, resoluciones, engroses y demás actos jurisdiccionales se 
han emitido a través de esos medios. Todo ello, con el apoyo absoluto del 
Ministro Presidente Arturo Zaldívar, quien aceleró el uso de las tecnologías 
de la información para que la impartición de justicia no se detuviera; nuestro 
reconocimiento por ello. Esa forma de trabajo ha llegado para quedarse, 
pues ahora tanto los Ministros como sus equipos de trabajo han ocupado la 
tecnología para el desempeño de sus funciones.

En este año, la Segunda Sala afrontó dos grandes retos que impactan 
en la impartición de justicia en beneficio de la sociedad:

1.	 La reforma en materia de justicia laboral, y
2.	 La reforma judicial con y para el Poder Judicial de la Federación.

Respecto de la primera, es oportuno mencionar que ha significado uno 
de los grandes cambios en el sector laboral, que se siguen analizando en 
esta Segunda Sala, con una visión de justicia social, en la que el punto central 
deben ser los derechos humanos de los trabajadores y la relación con los 
sindicatos y patrones.

En los asuntos que inicialmente nos han llegado, se abordaron temas 
relacionados con la vida interna de los sindicatos, la participación de los 
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trabajadores en éstos, así como los derechos de voto directo, personal, libre 
y secreto en la elección de las directivas y la revisión de los contratos 
colectivos.

Si bien la Sala todavía no analiza otros temas sustantivos de esa reforma 
laboral, ello se debe a que estamos en el inicio de la tercera fase de la 
implementación, por lo que los asuntos relacionados con el nuevo sistema de 
justicia, empezarán a ventilarse apenas en los tribunales de amparo, para 
que una vez que estén en esa etapa, esta Suprema Corte pueda emitir los 
criterios necesarios sobre diversos temas novedosos.

En esta valiosa etapa de implementación y resolución de asuntos, ha 
sido invaluable contar con el apoyo de nuestro extraordinario compañero y 
amigo el Ministro José Fernando Franco González Salas, quien con su gran 
capacidad en la materia laboral, nos guió con sus opiniones y proyectos que 
sometió a nuestra discusión y aprobación. Por ello, quiero dejar constancia 
del agradecimiento que le tenemos los Ministros de la Sala por todo este 
tiempo que nos compartió todas sus experiencias y conocimientos.

Un gran cambio que estamos enfrentando como Segunda Sala, es el 
relativo a la reforma más trascendente desde el año 1994. La reforma judicial 
en la que participó el Poder Judicial Federal, ha significado una serie de 
cambios en nuestra labor jurisdiccional; en principio, ha propiciado que esta 
Suprema Corte se convierta en un auténtico Tribunal Constitucional.

Los aspectos que fueron modificados y que impactan en la competencia 
de la Segunda Sala fueron los siguientes:

a)	 Revisiones administrativas. En virtud de haberse trasladado este 
medio de impugnación al Consejo de la Judicatura Federal.

b)	 Controversias constitucionales. Se aumentaron los supuestos de 
procedencia de las controversias constitucionales, respecto de los 
órganos constitucionales autónomos de las entidades federativas.

c)	 Recurso de reclamación en amparo directo en revisión. En la 
Sala se disminuyeron estos asuntos, toda vez que ya no procede 
contra el acuerdo de presidencia que desecha la revisión.

d)	 Contradicción de criterios. Un cambio que impactará en nuestra 
labor de Sala será precisamente que ahora las contradicciones 
podrán entablarse entre Plenos Regionales, que sustituyen a los 
Plenos de Circuito. 
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e)	 Jurisprudencia por precedentes. Éste es uno de los grandes 
cambios de la reforma judicial, el cual entró en vigor el 1o. de mayo 
de este año, por virtud del Acuerdo General 1/2021 del Tribunal 
Pleno y, además, por el que se inició la Undécima Época del Sema­
nario Judicial de la Federación. Este nuevo sistema de precedentes 
significa un avance en la labor que se realiza en la Sala, porque 
a partir de un asunto resuelto por unanimidad o mayoría de 4 votos, 
se establece su obligatoriedad.

Estos cambios trascendentales impactan de manera fundamental en la 
forma de impartición de justicia en la Segunda Sala.

En este año que se informa, derivado de la situación sanitaria que toda­
vía estamos enfrentando, las acciones que se realizaron en la Secretaría de 
Acuerdos tienen que ver con el uso de las tecnologías de la información, 
para hacer más eficientes y ágiles los procesos en los rubros siguientes:

•	 Revisión y firma de engroses. 
•	 Procesos relativos a votos formulados por los Ministros. 
•	 Dictámenes elaborados en la unidad de solicitudes de ejercicio 

de facultad de atracción y de reasunción de competencia. 

El trabajo constante de la Segunda Sala no se ha detenido, pues en 
este año que se informa ingresaron 1,569 asuntos, que sumados a los 
139 en existencia en el periodo inmediato anterior, generaron un total de 
1,708 expedientes.

Del total de asuntos, egresaron 1,542 asuntos, lo que representa el 
90.28% del total con que se contaba a inicios de año, quedando pendiente 
de resolución 166 expedientes; de los cuales únicamente 44 están sin 
proyecto.

Con el propósito de priorizar la resolución de los asuntos y abatir el 
rezago, se informa que se han llevado a cabo un total de 44 sesiones públi­
cas, de la siguiente manera:

•	 29 correspondieron a sesiones remotas.
•	 15 a sesiones presenciales. 
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En el periodo que se informa, en la Secretaría de Acuerdos se emitieron 
3,151 acuerdos, que en su totalidad fueron firmados electrónicamente, y se 
atendieron 111 solicitudes de acceso a la información.

Así también, se aprobaron 20 tesis aisladas y 72 jurisprudencias. 
De ellas, 39 corresponden a la Undécima Época del Semanario Judicial de 
la Federación.

ASUNTOS RELEVANTES

Con independencia de la frialdad de los números antes referidos, que 
sólo reflejan aspectos estadísticos, quiero referirme a algunos casos rele­
vantes, que resolvimos en la Segunda Sala, los que, en algunas ocasiones, 
fueron producto del debate e intensas discusiones por parte de quienes la 
integramos.

1.	 En materia del respeto al derecho de huelga, en el amparo direc­
to en revisión 118/2020, se estableció que, durante el tiempo que 
dure ésta, no es admisible una acción en demanda de la titula­
ridad del contrato colectivo, porque ello significaría atentar contra 
este derecho social reconocido por la Constitución General, toda vez 
que al cuestionarse la mayoría acreditada por el sindicato huel­
guista, el resultado de esa pretensión podría tener como conse­
cuencia la terminación de la huelga por la vía de la inexistencia.

2.	 En materia del régimen jurídico del financiamiento público que 
reciben los partidos políticos, para el sostenimiento ordinario 
de sus actividades, en el amparo en revisión 75/2021, se estable­
ció que sí resulta embargable para cumplir con un laudo, pues se 
trata de sumas destinadas para gastos que no tienen por finalidad 
conquistar el voto ciudadano, sino solamente proporcionar un con­
tinuo mantenimiento integral a la estructura orgánica del instituto 
político, máxime que dentro de esas actividades ordinarias, se 
encuentra la asignación de sumas vinculadas con el rubro de suel­
dos y salarios de sus trabajadores, por lo que dentro de ellos debe 
contemplarse el pago de las indemnizaciones derivadas de los 
despidos injustificados.
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3.	 En materia de protección del interés superior de la niñez, en el 
amparo directo en revisión 1795/2021, se estableció que cuando 
la terminación de la relación laboral, obedeció a que un trabajador 
de la educación, fue acusado de ejercer violencia, física, emocional 
y sexual contra los alumnos, y posteriormente pretende obtener su 
reinstalación, los órganos jurisdiccionales laborales deben analizar 
la problemática atendiendo a dicho interés superior, a fin de que 
realicen una valoración integral de todas las pruebas que se pre­
senten de las que pueda advertirse, una posible afectación de los 
derechos de los niños o las niñas, para garantizar una educación 
libre de violencia.

4.	 En materia del derecho de acceso a una pensión de viudez, en el 
amparo en revisión 320/2021, se estableció que es inconstitucional 
el artículo 132, fracción II, de la Ley del Seguro Social porque, tra­
tándose de asegurados del Instituto Mexicano del Seguro Social 
que fallezcan con más de 55 años de edad, les exija a las viudas que 
haya transcurrido al menos un año de matrimonio, para poder hacer 
efectivo ese derecho, pues no existe justificación para ese trato 
diferenciado, y es inaceptable presumir que esos matrimonios nece­
sariamente se celebraron en fraude de dicho Instituto, pues ello 
deja en estado de indefensión la cónyuge supérstite, quien no tiene 
posibilidad alguna de destruir dicha presunción porque ni siquiera 
admite prueba en contrario.

5.	 En materia de cumplimiento del mandato constitucional de prote­
ger la organización y el desarrollo de la familia, en el amparo en 
revisión 77/2021, se estableció que resulta inconstitucional que 
el artículo 160 de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las 
Fuerzas Armadas Mexicanas, establezca, para efectos del acceso 
a una pensión de viudez, que la relación de concubinato se acre­
dite única y exclusivamente con la designación que por escrito la 
persona asegurada haya manifestado en vida ante dicho Instituto, 
pues con ello se anula el derecho que pudiera tener quien se 
ostente como concubina o concubinario supérstite, cuando la per­
sona fallecida omitió designarla como tal, o bien, cuando designó 
a una persona distinta.
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6.	 En materia de la regulación del procedimiento especial colectivo 
de pérdida de la titularidad del contrato colectivo de trabajo, 
en el amparo directo en revisión 959/2020, se estableció que en la 
audiencia respectiva, en su fase de demanda y excepciones, es 
razonable exigir al sindicato actor que acredite contar con un por­
centaje de, al menos, el 10% de los trabajadores sindicalizados en 
activo (a la fecha de la presentación de la demanda), pues consti­
tuye el mínimo necesario para evidenciar que el sindicato deman­
dante efectivamente tiene una pretensión real y legítima, y no una 
simulación de representar los intereses de los trabajadores. 

7.	 En materia de protección al medio ambiente, en el amparo en 
revisión 237/2020, se estableció, previa valoración de los perita­
jes respectivos, que un relleno sanitario, ubicado en el Estado de 
México en el que se confinan desechos sólidos no peligrosos, sí 
podría seguir operando, pero a condición de que para respetar 
las distancias mínimas respecto de un arroyo, así como de las 
casas habitación de una población aledaña: 1) presentara un plan 
de regularización; 2) obtuviera su aprobación por parte de las auto­
ridades ambientales; y 3) aplicara en su integridad el plan; todo 
ello dentro de un plazo máximo de 12 meses, quedando vinculadas 
esas autoridades a organizar una reunión pública de información en 
la que se explicara a la comunidad quejosa los aspectos técnicos 
de las obras de ingeniería, tecnologías y sistemas para dar cum­
plimiento a las normatividad aplicable, así como los posibles 
impactos que podrían ocasionarse con las obras y las medidas de 
prevención y, en su caso, de mitigación, que serían implementadas.

8.	 En materia de protección de las trabajadoras de confianza 
durante el embarazo o que gocen de una licencia posnatal, y en 
acatamiento a la obligación de juzgar con perspectiva de género, 
en el amparo directo en revisión 1035/2021, se estableció que 
dichas personas cuentan con una protección constitucional refor­
zada, respecto a su derecho a conservar el trabajo y los demás 
que deriven de la relación laboral, por lo que resulta inconstitu­
cional su despido por el solo hecho de encontrarse en una u otra 
de esas circunstancias, caso en el cual deberá condenarse al 
empleador a que sean reinstaladas, y al consecuente pago de los 
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salarios caídos generados desde que fueron separadas injustifica­
damente de su empleo, pues la propia Constitución General no 
distingue en estos casos la calidad de base o de confianza, sino que 
únicamente importa el hecho de encontrarse en estado de gravi­
dez para que las mujeres tengan el derecho a percibir el salario 
íntegro, conservar su empleo y los demás derechos que hubieren 
adquirido por la relación de trabajo.

9.	 En materia de combate a la corrupción, en la contradicción de 
tesis 253/2020, se estableció que el denunciante sí tiene interés 
jurídico para promover el juicio de amparo indirecto, contra la deter­
minación de no iniciar la investigación de hechos que impliquen la 
posible comisión de faltas administrativas, pues conforme al régi­
men vigente de responsabilidades de los servidores públicos, el 
denunciante ha dejado de ser un simple vigilante, para convertirse 
ahora en un actor central del control de la acción pública y combate 
a la actuación indebida de quienes gobiernan.

10.	 En materia del Sistema Educativo Nacional, en el amparo en 
revisión 62/2021, se establecieron, diversos criterios, de los cuales 
destaco dos: el primero, en el sentido de que las instituciones priva­
das dedicadas a esa tarea ocupan un papel central en el proceso de 
enseñanza-aprendizaje, por lo que deben incluirse en la rectoría 
que ejerce el Estado en esta materia, sin que ello viole el principio 
del interés superior de niñas, niños y adolescentes, porque la reali­
zación de visitas de verificación permite garantizar el derecho de 
participación y de opinión de los menores respecto del proceso 
educativo, todo ello en el marco de las formalidades previstas en 
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
y las normas de protección de datos personales. El segundo cri­
terio, también relevante, se refiere a la constitucionalidad de la 
obligación de los planteles particulares de otorgar becas totales o 
parciales al menos al 5% de sus alumnos, porque ello es acorde 
con el artículo 3o. de la Constitución General, el cual vincula al 
Estado para establecer un sistema de becas para las y los estu­
diantes de todos los niveles escolares del sistema de educación 
pública, con prioridad a las y los pertenecientes a las familias que 
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se encuentren en condición de pobreza, para garantizar con equi­
dad el derecho a la educación.

11.	 En materia de protección del derecho a la salud, en el amparo en 
revisión 81/2021, se estableció, por un lado, que los migrantes 
tienen derecho al seguro popular de una entidad federativa, aun­
que la Ley General de Salud, vigente hasta el 29 de noviembre de 
2019, los excluyera de manera implícita y discriminatoria por no 
tener residencia en el país; y, por otra parte, también se deter­
minó que las autoridades sanitarias no puede exigir la presentación 
de la Clave Única de Registro de Población (CURP) para poder 
prestarles servicios de salud, porque esa constancia es un documen­
to cuya naturaleza atiende solamente a aspectos de política pública 
en materia poblacional, pero no es condición obtenerla para gozar de 
los servicios públicos.

12.	 En materia de respeto del régimen constitucional de los poderes 
judiciales locales, en los amparos en revisión 231/2021, 314/2021 
y 321/2021, se estableció que las disposiciones de la Constitución 
del Estado de Jalisco relativas al sistema de control de confianza 
establecido para los juzgadores del Poder Judicial local, violan los 
principios de independencia judicial que protegen los artículos 17 
y 116, fracción III, de la Constitución General, al imponer medidas 
de control ajenas, como son exámenes psicométricos, psicológicos, 
poligráficos y toxicológicos, entre otros, las cuales son ajenas a la 
normativa de responsabilidades administrativas a la que estos servi­
dores públicos de la judicatura están llamados a respetar.

La labor jurisdiccional fue muy intensa este año, por ello agradezco a 
mis compañeros Ministros el profesionalismo y entrega para que las cosas 
marcharan de la mejor manera; pero también, agradezco a todos los equipos 
de trabajo que nos auxilian, tanto en las Ponencias como en la Secretaría de 
Acuerdos, a ellos, mi reconocimiento pleno.

No es aventurado decir que 2021 fue un año de retos para la humanidad 
y que, por muchas razones, será imposible olvidar. En nuestra historia per­
sonal, vivirá siempre el recuerdo del compromiso que asumimos para impartir 
justicia a distancia, ciertamente con algunos tropiezos, inclusive anecdó­
ticos, pero todavía será más difícil de borrar de nuestra mente, como fue que 
la más moderna biotecnología nos abrió el camino para terminar el confi­
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namiento, y que, gracias a ella, hoy podemos salir a rendir cuentas a la 
sociedad en forma presencial.

Servir a la Nación es el objetivo común que nos propusimos para ven­
cer los obstáculos técnicos que representaba impartir justicia bajo estrictos 
controles sanitarios. Los medios que utilizamos para lograrlo fueron los prin­
cipios constitucionales que rigen el derecho humano de acceso a la justicia 
que, para merecer tan insigne nombre, debe ser pronta, completa e imparcial.

Las cifras que hoy entregamos de los asuntos pendientes de resolución 
dan cuenta de la justicia pronta; la gran variedad de criterios formulados, 
revela la completitud de nuestros fallos; y, finalmente, las numerosas vota­
ciones divididas, a veces a favor de los gobernados y en otras a favor de las 
autoridades, pone al descubierto que cumplimos con el atributo de la impar­
cialidad, que es el tercer elemento que constitucionalmente configura, legitima 
y brinda efectividad a la impartición de justicia.

Ahora, toca consolidar la reforma judicial emprendida en este turbulento 
2021, y para ello estoy segura que quienes integramos la Segunda Sala 
sabremos utilizar con prudencia el nuevo diseño legal que se ha puesto en 
nuestras manos, dentro del más puro equilibrio de los poderes públicos y de 
las estrictas competencias que nos corresponden, una justicia real y cercana 
a un mayor número de personas.

Confío en que, con este sistema jurisprudencial reformado, y a través 
de la renovada Ley Federal de Defensoría Pública, que hoy garantiza en el 
ámbito federal el derecho a la defensa en materia penal, laboral, e inclusive, 
en el amparo en materia familiar u otras disciplinas que determine el Consejo 
de la Judicatura Federal, pueda desterrarse la imagen que tiene la socie­
dad, de que la tutela de los derechos humanos, como expresión jurídica de 
la dignidad humana, es patrimonio exclusivo de unos cuantos.

Así, los retos por venir serán relevantes y complejos, pero el profesio­
nalismo, capacidad y entrega de todos los que integramos la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación nos hará afrontarlos de la mejor manera; sobre todo, 
seremos guardianes de los Derechos Humanos y principios previstos, tanto 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como en los 
tratados internacionales, para que, con cada una de nuestras resoluciones, 
logremos consolidarnos como un auténtico Tribunal Constitucional y que la 
justicia cumpla con el fin principal: la paz social.

Muchas gracias
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CUADRO GENERAL DEL MOVIMIENTO DE EXPEDIENTES POR TIPO DE ASUNTO
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2020 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2021

TIPO DE ASUNTO
EX

IS
TE

N
CI

A 
AN

TE
RI

O
R

INGRESOS EGRESOS

EX
IS

TE
N

CI
A 

AC
TU

AL

EN
 T

RÁ
M

IT
E

PE
N

D
IE

N
TE

S 
D

E 
RE

SO
LU

CI
Ó

N
  

EN
 P

O
N

EN
CI

A

AS
U

N
TO

S 
LI

ST
AD

O
S 

PA
RA

 
VE

RS
E 

EN
 S

ES
IÓ

N

AS
U

N
TO

S 
CO

N
 P

RO
YE

CT
O

  
(S

IN
 L

IS
TA

RS
E)

AS
U

N
TO

S 
SI

N
 P

RO
YE

CT
O

TU
RN

O
S

RE
CI

BI
D

O
S 

D
E 

PL
EN

O
  

Y 
PR

IM
ER

A 
SA

LA

TO
TA

L 
D

E 
IN

G
RE

SO
S

SE
SI

Ó
N

D
IC

TA
M

EN
 O

 A
CU

ER
D

O

EN
VI

AD
O

S 
A 

 
PL

EN
O

 / 
PR

IM
ER

A 
SA

LA

TO
TA

L 
D

E 
EG

RE
SO

S

Acciones de inconstitucionalidad 0 0 76 76 76 0 0 76 0 0 0 0 0 0

Amparos directos 2 0 7 7 6 0 0 6 3 0 3 1 0 2

Amparos directos en revisión 12 0 149 149 125 0 2 127 34 21 13 3 2 8

Amparos en revisión 36 0 187 187 178 6 2 186 37 17 20 7 3 10

Controversia prevista en el artículo 11, fracción 
XVII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación

0 0 1 1 0 0 0 0 1 0 1 0 1 0

Conflictos competenciales 5 0 154 154 149 0 1 150 9 7 2 1 0 1

Contradicciones de tesis 15 0 142 142 126 0 0 126 31 9 22 6 3 13

Controversias constitucionales 0 0 61 61 53 0 1 54 7 1 6 3 1 2

Controversia prevista en el artículo 11, fracción XX, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación

0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0 0 0 0

Impedimentos 0 0 3 3 2 1 0 3 0 0 0 0 0 0

Incidentes de inejecución derivados de denuncias 
fundadas en repetición de ampliación de perjuicio 
de denunciante de una norma general declarada 
inconstitucional con efectos generales

0 0 2 2 2 0 0 2 0 0 0 0 0 0

Incidente de inejecución derivado de incidente 
de cumplimiento sustituto 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0 0 0 0

Incidentes de cumplimiento sustituto 0 0 2 2 2 0 0 2 0 0 0 0 0 0

Incidentes de inejecución de sentencia 3 0 35 35 33 1 2 36 2 0 2 2 0 0

Incidentes de inejecución derivados de denuncias 
de repetición del acto reclamado 1 0 3 3 4 0 0 4 0 0 0 0 0 0

Incidentes derivados de juicios ordinarios federales 0 0 2 2 2 0 0 2 0 0 0 0 0 0

Inconformidad 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0 0 0 0

Juicios ordinarios federales 0 0 4 4 2 0 0 2 2 0 2 2 0 0

Quejas 0 0 6 6 6 0 0 6 0 0 0 0 0 0

Quejas en controversias constitucionales y en 
acciones de inconstitucionalidad 3 0 3 3 5 0 1 6 0 0 0 0 0 0

Recursos de apelación 0 0 2 2 1 0 1 2 0 0 0 0 0 0

Recursos de inconformidad 0 0 6 6 5 0 0 5 1 1 0 0 0 0

Recursos de inconformidad previstos en la frac-
ción IV del artículo 201 de la Ley de Amparo 1 0 20 20 21 0 0 21 0 0 0 0 0 0

Recursos de reclamación 23 5 434 439 412 40 1 453 9 4 5 3 0 2

Recursos de reclamación en controversias consti-
tucionales y en acciones de inconstitucionalidad 10 0 70 70 68 0 0 68 12 6 6 3 3 0

Revisiones administrativas 18 0 89 89 97 0 1 98 9 0 9 4 1 4

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 1 2 46 48 46 0 0 46 3 0 3 3 0 0

Solicitudes de reasunción de competencia 8 0 52 52 55 0 0 55 5 3 2 0 1 1

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 1 0 3 3 3 0 0 3 1 0 1 0 0 1

TOTAL 139 7 1,562 1,569 1,482 48 12 1,542 166 69 97 38 15 44



XXV

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2021
SU

PR
EM

A 
CO

RT
E 

D
E 

JU
ST

IC
IA

 D
E 

LA
 N

AC
IÓ

N
SE

G
U

N
D

A 
SA

LA
CU

AD
RO

 G
EN

ER
AL

 D
EL

 M
O

VI
M

IE
N

TO
 D

E 
EX

PE
D

IE
N

TE
S 

EN
 P

O
N

EN
CI

AS
D

EL
 1

 D
E 

D
IC

IE
M

BR
E 

D
E 

20
20

 A
L 

30
 D

E 
N

O
VI

EM
BR

E 
D

E 
20

21

EXISTENCIA AL 30 DE NOVIEMBRE DE 
2020 (ENTREGADOS A PONENCIA)

ASUNTOS EN TRÁMITE Y ARCHIVO 
PROVISIONAL

IN
G

RE
SO

S
EG

RE
SO

S

PENDIENTES DE RESOLVER

CO
N

 P
RO

YE
CT

O

SI
N

 
PR

O
YE

CT
O

M
IN

IS
TR

A 
Y 

M
IN

IS
TR

O
S

ENTREGADOS A PONENCIA

INGRESOS POR RETURNO

POR RETORNO DE LA SECCIÓN  
DE TRÁMITE

TOTAL DE INGRESO EN PONENCIA

RESUELTOS EN SESIÓN

EGRESOS POR ACUERDO 
PRESIDENCIAL PREVIO DICTAMEN

ENVIADOS AL PLENO O 
 A PRIMERA SALA

ENVIADOS A LA SECCIÓN DE 
TRÁMITE

EGRESOS POR RETURNO

TOTAL DE EGRESOS

LISTADOS

CON PROYECTO SIN LISTAR

JO
SÉ

 F
ER

N
AN

D
O

 F
RA

N
CO

 
GO

N
ZÁ

LE
Z 

SA
LA

S
5

2
28

9
2

19
31

0
27

7
4

1
15

15
31

2
3

2
1

0

LU
IS

 M
AR

ÍA
 A

GU
IL

AR
 M

O
RA

LE
S

29
23

31
1

7
1

31
9

27
4

12
2

3
0

29
1

57
12

5
40

AL
BE

RT
O

 P
ÉR

EZ
 D

AY
ÁN

7
17

29
0

7
5

30
2

28
0

6
0

3
1

29
0

19
12

6
1

JA
VI

ER
 L

AY
N

EZ
 P

O
TI

SE
K

5
15

36
4

7
8

37
9

34
8

6
0

10
7

37
1

13
8

2
3

YA
SM

ÍN
 E

SQ
UI

VE
L 

M
O

SS
A

6
12

31
6

5
3

32
4

30
3

12
1

4
5

32
5

5
4

1
0

TO
TA

LE
S

52
69

1,
57

0
28

36
1,

63
4

1,
48

2
40

4
35

28
1,

58
9

97
38

15
44

SU
PR

EM
A 

CO
RT

E 
D

E 
JU

ST
IC

IA
 D

E 
LA

 N
AC

IÓ
N

SE
G

U
N

D
A 

SA
LA

CU
AD

RO
 G

EN
ER

AL
 D

E 
AS

U
N

TO
S 

EN
 T

RÁ
M

IT
E 

EN
 L

A 
SA

LA
 D

EL
 1

 D
E 

D
IC

IE
M

BR
E 

D
E 

20
20

 A
L 

30
 D

E 
N

O
VI

EM
BR

E 
D

E 
20

21

M
IN

IS
TR

A 
Y 

M
IN

IS
TR

O
S

CO
N

TR
AD

IC
CI

O
N

ES
 

D
E 

TE
SI

S 
PO

R 
IN

TE
G

RA
R

PE
N

D
IE

N
TE

S 
D

E 
IN

TE
G

RA
R 

(E
XC

EP
TO

 
CO

N
TR

AD
IC

CI
O

N
ES

 
D

E 
TE

SI
S)

AR
CH

IV
O

 
PR

O
VI

SI
O

N
AL

RE
LA

CI
O

N
AD

O
S 

(E
N

 T
RÁ

M
IT

E)
TO

TA
L 

EN
 T

RÁ
M

IT
E

JO
SÉ

 F
ER

NA
ND

O
 F

RA
NC

O
 

GO
NZ

ÁL
EZ

 S
AL

AS
0

1
0

1
2

LU
IS

 M
AR

ÍA
 A

GU
IL

AR
 M

O
RA

LE
S

3
19

0
1

23

AL
BE

RT
O

 P
ÉR

EZ
 D

AY
ÁN

1
16

0
0

17

JA
VI

ER
 L

AY
NE

Z 
PO

TI
SE

K
2

13
0

0
15

YA
SM

ÍN
 E

SQ
UI

VE
L 

M
O

SS
A

3
8

0
1

12

TO
TA

LE
S

9
57

0
3

69



XXVI

Suprema Corte de Justicia de la Nación

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

ACUERDOS DE PRESIDENCIA
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2020 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2021

TIPOS DE ASUNTO ADMISIONES AVOCAMIENTOS ACUERDOS DE 
TRÁMITE EGRESOS TOTAL

Acciones de inconstitucionalidad 0 9 0 0 9

Amparos directos 0 6 28 0 34

Amparos directos en revisión 14 101 390 2 507

Amparos en revisión 1 161 269 7 438

Apelaciones 0 2 5 1 8

Conflictos competenciales 0 136 60 0 196

Contradicciones de tesis 4 72 269 0 345

Controversias constitucionales 0 60 2 0 62

Controversias previstas en el artículo 11, fracción XX, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 0 1 2 2 5

Impedimentos 0 2 6 1 9

Incidentes de cumplimiento sustituto 0 2 1 0 3

Incidentes de inejecución de sentencia 0 32 68 3 103

Incidentes de inejecución derivados de denuncias fundadas 
de repetición de la aplicación en perjuicio del denunciante 
de una norma general declarada inconstitucional con efectos 
generales

0 2 1 0 3

Incidentes de inejecución derivados de incidentes de cum-
plimiento sustituto 0 1 2 0 3

Incidentes de inejecución derivados de incidentes de repe-
tición del acto reclamado 0 3 6 0 9

Incidentes derivados de juicios ordinarios civiles federales 0 2 9 0 11

Inconformidades 0 1 6 0 7

Juicios ordinarios civiles federales 0 4 5 0 9

Quejas en la controversia constitucional 0 3 1 0 4

Recursos de inconformidad 0 5 6 0 11

Recursos de inconformidad previstos en la fracción IV del 
artículo 201 de la Ley de Amparo 0 19 5 0 24

Recursos de queja 0 4 5 0 9

Recursos de reclamación 6 452 247 41 746

Recurso de reclamación derivado del juicio sobre el convenio 
de coordinación fiscal 0 1 0 0 1

Recursos de revisión administrativa 0 91 59 0 150

Recurso de revisión en incidente de suspensión 0 0 1 0 1

Revisiones administrativas (Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo) 0 0 3 0 3

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 2 42 81 160 285

Solicitudes de reasunción de competencia 0 46 51 55 152

Solicitudes de sustitución de jurisprudencia 0 3 0 0 3

Varios 0 0 1 0 1

TOTAL 27 1,263 1,589 272 3,151
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DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR BENEFI­
CIO). A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 
17, TERCER PÁRRAFO, CONSTITUCIONAL, TODAS LAS AUTORIDADES 
JUDICIALES Y AQUELLAS CON FUNCIONES MATERIALMENTE JURIS­
DICCIONALES DEBEN PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN DEL CONFLICTO 
SOBRE LOS FORMALISMOS PROCEDIMENTALES, SIEMPRE Y CUANDO 
NO SE AFECTE LA IGUALDAD ENTRE LAS PARTES (DOF DE 15 DE 
SEPTIEMBRE DE 2017).  

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en el cual alegó 
que los artículos 91 y 92 de la Ley Federal de Procedimiento Administra­
tivo que prevén la resolución del recurso de revisión en sede administrativa, 
son contrarios al mandato previsto en el tercer párrafo del artículo 17 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que no 
contemplan que se privilegie la resolución de fondo del asunto sobre los 
formalismos procedimentales. La Jueza de Distrito que conoció del asunto 
consideró que la disposición constitucional de referencia contiene una 
regla que confiere poder a la autoridad legislativa, mas no un derecho sub­
jetivo público a favor de la persona, lo cual implica que hasta en tanto no se 
ejerza esa atribución por parte del Congreso de la Unión, a fin de adecuar 
las normas legales al texto del artículo 17 de la propia Constitución, las situa­
ciones jurídicas imperantes en materia de resolución de recurso de revisión 
en sede administrativa no debían cambiar. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que a la entrada en vigor de la adición al artículo 17, tercer 

Tesis
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párrafo, contenida en el Decreto por el que se reforman y adicionan los 
artículos 16, 17 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, en materia de Justicia Cotidiana (Solución de Fondo del Conflicto y 
Competencia Legislativa sobre Procedimientos Civiles y Familiares), publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, todas las 
autoridades judiciales y aquellas con atribuciones materialmente jurisdic­
cionales del país deben privilegiar la resolución de fondo de los conflictos 
sometidos a su potestad sobre los formalismos procedimentales, siempre y 
cuando no se afecte la igualdad entre las partes. Lo anterior, con indepen­
dencia de que las normas que rigen sus procedimientos no establezcan 
expresamente dicha cuestión.

Justificación: Del análisis de la reforma constitucional mencionada, se 
advierte que el Constituyente Permanente consideró que, para hacer frente a 
la problemática consistente en la "cultura procesalista", la cual genera que 
en el desahogo de una parte importante de asuntos se atiendan cuestiones 
formales y se deje de lado el fondo y, por tanto, sin resolver la controversia 
efectivamente planteada, debía adicionarse al artículo 17 constitucional, el 
deber de las autoridades de privilegiar, por encima de aspectos formales, 
la resolución de fondo del asunto. Se dijo, que este deber exige también 
un cambio en la mentalidad de las autoridades para que en el despacho de 
los asuntos no se opte por la resolución más sencilla o rápida, sino por el 
estudio que clausure efectivamente la controversia y la aplicación del derecho 
sustancial. Además, se precisó que la incorporación explícita de tal prin­
cipio en la Constitución General pretende que éste permee el sistema de 
justicia a nivel nacional, es decir, que todas las autoridades judiciales y con 
atribuciones materialmente jurisdiccionales del país se vean sometidas a 
su imperio, pero más allá de su obligatoriedad, reconozcan la razón y prin­
cipio moral que subyacen a la adición al artículo 17 constitucional. Por lo 
anterior, esta Sala concluye que a la entrada en vigor de la referida adición, 
todas las autoridades jurisdiccionales deben privilegiar la resolución de los 
conflictos sometidos a su potestad, con independencia de que las normas 
que rigen sus procedimientos no establezcan expresamente dicha cuestión, 
puesto que del análisis teleológico de la reforma constitucional, se des­
prende la intención relativa a que este principio adicionado apoyara todo el 
sistema de justicia nacional para que las autoridades privilegiaran una reso­
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lución de fondo sobre la forma, evitando así reenvíos de jurisdicción innece­
sarios y dilatorios de la impartición de justicia.

2a./J. 16/2021 (11a.)

Amparo en revisión 53/2021. Eduardo Becerra Hernández y otros. 30 de junio 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizabal Ferreyro.

Tesis de jurisprudencia 16/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de trece de octubre de dos mil veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVISIÓN EN SEDE ADMINISTRATIVA. LOS ARTÍCULOS 
91 Y 92 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
NO TRANSGREDEN EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRIN­
CIPIO DE MAYOR BENEFICIO) SI SON INTERPRETADOS CONFORME 
AL ARTÍCULO 17, TERCER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL 
DE LA REPÚBLICA. 

Hechos: Un quejoso promovió juicio de amparo indirecto en el cual alegó 
que los artículos 91 y 92 de la Ley Federal de Procedimiento Administra­
tivo que prevén la resolución del recurso de revisión en sede administrativa, 
son contrarios al mandato previsto en el tercer párrafo del artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que no con­
templan que se privilegie la resolución de fondo del asunto sobre los forma­
lismos procedimentales. La Jueza de Distrito que conoció del asunto negó 
el amparo por cuanto hace a la inconstitucionalidad reclamada, pues consi­
deró que la disposición constitucional de referencia contiene una regla que 
confiere poder a la autoridad legislativa, mas no un derecho subjetivo 
público a favor de la persona, lo cual implica que hasta en tanto no se ejerza 
esa atribución por parte del Congreso de la Unión, a fin de adecuar las 
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normas legales al texto del artículo 17 de la propia Constitución, las situa­
ciones jurídicas imperantes en materia de resolución de recurso de revisión 
en sede administrativa no debían cambiar.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que los artículos 91 y 92 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo no transgreden el derecho de acceso a la justicia si se inter­
pretan de conformidad con el artículo 17, tercer párrafo, de la Constitución 
General de la República, en el sentido de que, al resolver el recurso de revi­
sión, la autoridad debe privilegiar la emisión de un pronunciamiento de fondo 
sobre los formalismos procedimentales.

Justificación: El principio de interpretación conforme a la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos exige del órgano jurisdiccional optar 
por aquella interpretación de la ley aplicable que derive en un resultado 
que sea acorde al texto de la Ley Suprema, en caso de que la norma 
secundaria sea oscura y admita dos o más entendimientos posibles. En el 
caso, la interpretación de los artículos 91 y 92 de la Ley Federal de Proce­
dimiento Administrativo, puede hacerse en el sentido literal de que, cuando 
en el estudio del recurso de revisión respectivo, uno de los agravios sea 
suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado (sin importar si se 
trata de cuestiones formales o de fondo), bastará con el examen de dicho 
punto para obviar los restantes agravios, aunque a la postre pudieren otorgar 
un mayor beneficio a la persona; con base en ello, prima facie, se podría 
establecer que son inconstitucionales, pues su texto es insuficiente y oscuro, 
en virtud de que no privilegian la resolución de fondo. Sin embargo, esta 
interpretación conllevaría un resultado no acorde con el artículo 17, tercer 
párrafo, constitucional. Por tanto, para evitar el resultado indicado y armoni­
zar los preceptos cuestionados con la Ley Fundamental del país, se opta por 
su interpretación conforme al precepto constitucional citado, el cual dispone 
que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso 
u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, 
las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los forma­
lismos procedimentales (principio de mayor beneficio). Sin que la falta de 
mención expresa del referido principio en las normas reclamadas sea 
motivo suficiente para considerar que lo transgreden, pues de la exposi­
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ción de motivos relativa se advierte que la intención del Constituyente Per­
manente al adicionar el referido artículo 17, fue que el principio permeara el 
sistema de justicia a nivel nacional, de tal suerte que, por la entrada en vigor 
de la reforma, las autoridades se encuentran obligadas a acatarlo.

2a./J. 17/2021 (11a.)

Amparo en revisión 53/2021. Eduardo Becerra Hernández y otros. 30 de junio 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizabal Ferreyro.

Tesis de jurisprudencia 17/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de trece de octubre de dos mil veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 34, FRACCIONES VIII Y XI, 99, 100, PÁ­
RRAFO SEGUNDO, 101, 103, PÁRRAFOS PRIMERO, SEGUNDO, FRAC­
CIONES I, II, V Y VI, Y TERCERO, 113, FRACCIÓN XX, Y 147, FRACCIÓN 
II, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE 
INTERVENCIÓN MÍNIMA DEL ESTADO EN MATERIA DE EDUCACIÓN, 
PROPIEDAD Y POSESIÓN PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 3 Y 14 DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por 
su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que 
regulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educa­
tivo Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 34, fracciones VIII y XI, 99, 100, párrafo 
segundo, 101, 103, párrafos primero, segundo, fracciones I, II, V y VI, y ter­
cero, 113, fracción XX, y 147, fracción II, de la Ley General de Educación, al 
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establecer que el Sistema Educativo Nacional estará constituido, entre otros 
elementos, por los bienes muebles, inmuebles e instalaciones de los plan­
teles educativos incluyendo los privados, no se oponen al régimen consti­
tucional en la materia, es decir, no contravienen los principios de intervención 
mínima del Estado en materia de educación, propiedad y posesión en per­
juicio de los particulares.

Justificación: Conforme a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 15 de mayo de 2019, el artículo 3 de la Constitución Federal 
otorga la rectoría de la educación al Estado, que rige tanto para la impartida 
por instituciones públicas como para los particulares con autorización o 
reconocimiento de validez oficial; rectoría que debe ejercerse a través del 
nuevo Sistema Educativo Nacional, en el que adquieren especial relevancia 
los planteles educativos como un espacio fundamental para el proceso de 
enseñanza y aprendizaje, por lo que el Estado tiene la carga de garantizar 
que los materiales didácticos, la infraestructura educativa, su mantenimiento 
y las condiciones de su entorno, sean idóneas y contribuyan a los fines de 
la educación. Así, los particulares deben cumplir las cargas que la norma­
tividad les impone tratándose de los planteles educativos –sus bienes inmue­
bles y muebles, servicios e instalaciones–, porque ello no los priva de su 
propiedad, uso, disfrute o disposición, sino que sólo tiene como consecuen­
cia someterlos a la regulación respectiva.

2a./J. 19/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de sep­
tiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 19/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 34, FRACCIONES VIII Y XI, 99, 100, PÁ­
RRAFO SEGUNDO, 101, 103, PÁRRAFOS PRIMERO, SEGUNDO, FRAC­
CIONES I, II, V Y VI, Y TERCERO, 113, FRACCIÓN XX, Y 147, FRACCIÓN 
II, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por 
su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que re­
gulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo 
Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 34, fracciones VIII y XI, 99, 100, párrafo 
segundo, 101, 103, párrafos primero, segundo, fracciones I, II, V y VI, y 
tercero, 113, fracción XX, y 147, fracción II, de la Ley General de Educación, 
en la parte que otorgan a la Secretaría de Educación Pública la facultad 
para emitir los lineamientos que rigen a los planteles e instalaciones educa­
tivas, no violan el principio de legalidad previsto en el artículo 16 de la 
Constitución Federal.

Justificación: La Secretaría de Educación Pública se erige como la autori­
dad educativa a nivel federal en el país y, por ende, en la especializada en 
la materia de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 15 de mayo de 2019, toda vez que es la dependencia encar­
gada de crear las condiciones para asegurar el acceso de todas y todos 
los mexicanos a una educación de calidad y, en ese tenor, quien conoce, de 
manera específica, cuál es la situación que impera en ese ámbito en nuestro 
país y la coyuntura general de los planteles escolares específicamente en 
cuanto a sus recursos materiales. Por tanto, es a esa autoridad a quien razo­
nablemente corresponde definir las características de construcción, man­
tenimiento, remodelación y equipamiento de los planteles a través de la 
expedición de los lineamientos generales respectivos, porque es ella quien 
conoce las condiciones que deben satisfacerse para que se genere un 
adecuado impacto en el aprendizaje de los estudiantes.

2a./J. 20/2021 (11a.)



10

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 20/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 103, PÁRRAFOS PRIMERO, SEGUNDO, FRAC­
CIONES I, II, V Y VI, Y TERCERO, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su 
sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que regu­
lan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo 
Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 103, párrafos primero, segundo, fracciones 
I, II, V y VI, y tercero, de la Ley General de Educación, en la parte que 
encomienda a la autoridad educativa la expedición de los lineamientos rela­
tivos a los procesos de construcción, equipamiento, mantenimiento, rehabi­
litación, reforzamiento, certificación, reconstrucción o habilitación de inmuebles 
destinados a la prestación del servicio educativo, y establece su materia, 
no viola el principio de seguridad jurídica previsto en el artículo 16 de la 
Constitución Federal.

Justificación: La indicada disposición legal sienta de manera suficiente las 
bases para la expedición de esos lineamientos, porque: 1) queda claro que 
serán emitidos por la autoridad educativa federal, esto es, por la Secretaría 
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de Educación Pública a través de la dependencia que se designe como la 
encargada de la gestión de los planteles educativos; y, 2) establece con 
precisión los tópicos que deben abordar los lineamientos (seguridad, higiene, 
asesoría técnica, supervisión estructural en obras mayores, transparencia, 
rendición de cuentas y eficiencia de los recursos asignados a la construcción 
y mantenimiento de las escuelas) e, incluso, los aspectos específicos que 
deben contener (precisiones técnicas, procedimientos de certificación, meca­
nismos económicos, acciones de capacitación, consultoría y asistencia, 
esquemas de seguimiento técnico y administrativo, prevención y atención 
de los daños por desastres naturales). Sobre todo, porque el objeto de la 
Ley General de Educación es regular las competencias en materia edu­
cativa que correspondan a los distintos órganos de gobierno, por lo que la 
definición de la oficina o dependencia encargada de cada tarea corresponde 
a esos órdenes de gobierno, desde luego, mediante su normatividad res­
pectiva y dentro del marco global establecido en la Ley General de 
Educación.

2a./J. 21/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 21/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 158, FRACCIÓN XI, 159 Y 160, FRACCIÓN 
VIII, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN EL DERECHO A LA 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 
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6, APARTADO A, FRACCIÓN II, Y 16, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTI­
TUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por 
su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que 
regulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educa­
tivo Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 158, fracción XI, 159 y 160, fracción VIII, 
de la Ley General de Educación, al permitir que en las visitas de vigilancia 
la autoridad educativa entreviste a directivos y personal de los colegios y, 
sobre todo, les tome fotografías y videograbación, no viola el derecho a la pro­
tección de datos personales previsto en los artículos 6, apartado A, fracción 
II, y 16, segundo párrafo, de la Constitución Federal.

Justificación: Dado que el objetivo de las visitas de inspección es compro­
bar que los planteles educativos particulares cumplan con las exigencias 
para su operatividad en condiciones de seguridad y eficiencia, queda justi­
ficada la posibilidad de realizar entrevistas, fotografías y filmaciones con el 
personal directivo, docente y demás empleados; respecto de los cuales, no 
sólo por disposición expresa del artículo 158 de la Ley General de Educa­
ción, sino también por la aplicación directa del mandato contenido en el 
artículo 6, apartado A, fracción II, de la Constitución Federal, la autoridad, 
al ejercer sus facultades de verificación, está vinculada a proteger sus datos 
personales y aquellos que se refieran a la vida privada en los términos que 
fije la ley, esto es, observando lo que, en relación con esa protección, esta­
blece la legislación aplicable en cada caso en materia de transparencia y 
acceso a la información pública (general, federal y local).

2a./J. 22/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.
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Tesis de jurisprudencia 22/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 158, FRACCIÓN XI, 159 Y 160, FRACCIÓN 
VIII, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DEL 
INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4, 
PÁRRAFO NOVENO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por 
su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que regu­
lan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo 
Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 158, fracción XI, 159 y 160, fracción VIII, 
de la Ley General de Educación, al permitir que en las visitas de vigilancia se 
entreviste a niñas, niños y adolescentes, no viola el principio del interés 
superior de la niñez previsto en el artículo 4, párrafo noveno, de la Consti­
tución Federal.

Justificación: La posibilidad que establecen las indicadas normas legales 
de que los funcionarios que desarrollan las visitas entrevisten a los usuarios del 
servicio de educación –con la finalidad de allegarse de información sobre 
el desempeño del plantel escolar–, constituye uno de los mecanismos 
implementados por el legislador para materializar el derecho de participa­
ción y de opinión de los menores de edad previsto en el artículo 12, numeral 
2, de la Convención sobre los Derechos del Niño. En ese tenor, las entrevis­
tas incluso con menores de edad no resultan violatorias de sus derechos, 
siempre y cuando se respeten las formalidades que resultan aplicables, a 
saber: 1) que en la orden de visita se asiente la necesidad de llevar a cabo 
la audiencia y los datos que pretenden recabarse; y, 2) que se notifique 
esta situación de manera previa al visitado; además de que dicha autoridad 
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necesariamente deberá observar las medidas que, para la sustanciación de 
cualquier acto de la potestad pública en los que estén relacionados menores 
de edad, prevé el artículo 83 de la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, entre las que se encuentra la de garantizar el acom­
pañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tutela, guarda o 
custodia durante las diligencias respectivas.

2a./J. 23/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 23/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de veintisiete de octubre de 
dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 163 Y 164 DE LA LEY GENERAL RELA­
TIVA, NO VIOLAN LOS DERECHOS DE AUDIENCIA Y AL DEBIDO PRO­
CESO PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su 
sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que regu­
lan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo 
Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 163 y 164 de la Ley General de Educa­
ción, al facultar a la autoridad educativa para imponer medidas precautorias 
y correctivas –consistentes en suspensión temporal o definitiva del servicio 
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educativo, suspensión de información o publicidad, y colocación de sellos–, 
no violan los derechos de audiencia y al debido proceso previstos en el 
artículo 14 de la Constitución Federal.

Justificación: Dentro del procedimiento a seguir una vez que se practican 
las visitas de verificación, existe la posibilidad de imponer las indicadas 
medidas precautorias y correctivas, que deben ser aplicadas como previ­
siones protectoras ante las sospechas fundadas de un riesgo en el plantel 
educativo, pero sin que se traduzcan o se constituyan en decisiones defini­
tivas y, por ende, en actos de privación al tenor de la jurisprudencia P./J. 
40/96 de rubro: "ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y 
EFECTOS DE LA DISTINCIÓN.", lo que pone de manifiesto que, respecto 
de ellas, el legislador no estaba obligado a prever una dilación de defensa 
previa en favor de los afectados, sin que ello implique una violación al derecho 
de audiencia. No obstante, los artículos 161 y 162 de la Ley General de 
Educación son expresos al señalar que, una vez hechas constar en el acta 
de visita las posibles irregularidades, los visitados estarán en aptitud de 
argumentar en su favor en la propia acta y, más aún, podrán exhibir documen­
tación complementaria, formular observaciones y ofrecer pruebas mediante 
escrito presentado ante la autoridad educativa dentro de los cinco días hábi­
les siguientes; de ahí que los visitados sí pueden argumentar y probar en 
su favor respecto de las irregularidades advertidas en la visita antes de que 
la autoridad se pronuncie sobre la imposición de medidas precautorias o 
correctivas.

2a./J. 24/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 24/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.
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Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 40/96 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
IV, julio de 1996, página 5, con número de registro digital: 200080.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 163 Y 164 DE LA LEY GENERAL RELA­
TIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su 
sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que regu­
lan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo 
Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos 163 y 164 de la Ley General de Educación, 
al facultar a la autoridad educativa para imponer medidas precautorias y 
correctivas –consistentes en suspensión temporal o definitiva del servicio 
educativo, suspensión de información o publicidad, y colocación de sellos–, 
no violan el principio de seguridad jurídica previsto en el artículo 16 de la 
Constitución Federal.

Justificación: Si bien el legislador no previó para cada una de esas medidas 
precautorias y correctivas un listado de situaciones o conductas específi­
cas que pudieran provocar su imposición, lo cierto es que, dada su natura­
leza y características, se infiere un marco de aplicación definido, ya que la 
medida cautelar consistente en la suspensión de información o publicidad 
que no cumpla con lo previsto en esta ley, evidentemente será aplicable 
cuando la autoridad verificadora considere que en el plantel educativo exista 
información o publicidad que contravenga las disposiciones legales; mientras 
que, en relación con las medidas cautelares consistentes en la suspensión 
temporal o definitiva del servicio educativo y en la colocación de sellos e 
información de advertencia en el plantel educativo, se aprecia que el legis­
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lador consideró pertinente crear dos herramientas para dar a la autoridad la 
oportunidad de valorar la situación o irregularidad, y definir cuál es la perti­
nente dependiendo de la gravedad de la conducta precalificada y/o de las 
consecuencias que genera, tomando siempre en cuenta la finalidad esencial 
que es priorizar a los niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Decisión sobre 
una u otra medida precautoria que, desde luego, tiene que justificarse en el 
acto de molestia.

2a./J. 25/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 25/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 151, PÁRRAFOS SEGUNDO Y TERCERO, 
DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA NI EL DERECHO A LA LIBERTAD DE COMERCIO PREVISTOS 
EN LOS ARTÍCULOS 5 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por 
su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que 
regulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educa­
tivo Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 151, párrafos segundo y tercero, de la Ley 
General de Educación, al prever la posibilidad de ejercer facultades de 



18

Suprema Corte de Justicia de la Nación

comprobación cuando el aumento de costos por el servicio de educación 
se realice sin apego a las disposiciones aplicables en la materia, no viola el 
principio de seguridad jurídica ni el derecho a la libertad de comercio pre­
vistos en los artículos 5 y 16 de la Constitución Federal.

Justificación: El hecho de que el indicado precepto legal permita el ejercicio 
de facultades de comprobación cuando se aumenten esos costos sin atender 
"a las disposiciones legales aplicables", de ninguna manera genera incerti­
dumbre, porque contiene la integración necesaria para implicar límites 
definidos al ejercicio de esas facultades de verificación, pues es claro 
que debe interpretarse sistemáticamente con el resto de los preceptos que, 
sobre el tema de los costos de las colegiaturas y demás contraprestaciones 
por el servicio educativo, contiene la Ley General de Educación que, en su 
artículo 170, fracción XXIV, prohíbe los incrementos que no hayan sido 
anunciados al inicio del ciclo escolar o pactados en el instrumento jurídico 
conforme al cual se haya contratado la prestación de servicios. Además, el 
ejercicio de esas facultades de comprobación –incluso, a petición de los 
usuarios– constituye una medida que: 1) persigue una finalidad constitucio­
nalmente admisible –pugnar por la continuación de la educación de niñas, 
niños, adolescentes y jóvenes–; y, 2) resulta adecuada para su consecución 
–porque permite verificar que los planteles educativos privados no aumenten 
sus costos durante el ciclo escolar–. En cambio, no incide en el aspecto 
mercantil de la prestación de los servicios educativos porque no establece 
límites o directrices para la fijación del monto de las contraprestaciones a 
pagar –sobre lo cual sigue rigiendo la autonomía de la voluntad–, sino que 
lo único que conlleva es que podrá verificarse el cumplimiento de la proscrip­
ción de aumentos que rebasen lo pactado en perjuicio de los educandos.

2a./J. 26/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.
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Tesis de jurisprudencia 26/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 170, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, NO VIOLA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE COMERCIO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 5 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por 
su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que regu­
lan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo 
Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 170, fracción VIII, de la Ley General de 
Educación, al establecer como infracción que los particulares que presten 
servicios educativos realicen o permitan la comercialización de bienes o 
servicios notoriamente ajenos al proceso educativo –con excepción de los 
alimentos–, no viola el derecho a la libertad de comercio previsto en el 
artículo 5 de la Constitución Federal.

Justificación: La restricción para comercializar bienes o servicios que no 
tengan relación alguna con el sistema de enseñanza-aprendizaje, encuentra 
una finalidad constitucionalmente válida y que no es desproporcionada, 
porque la intención del legislador es lograr un ambiente idóneo para el 
aprendizaje y un entorno educativo libre de influencias que pudieran alte­
rarlo, por lo que pugnó para que en las instituciones educativas no haya 
consumo o giros accesorios que pudieran constituirse como distractores o 
distorsionar el alcance del servicio prestado o el destino de las instalacio­
nes. Máxime que la prohibición legislativa, en cuanto hace referencia a 
"bienes o servicios notoriamente ajenos al proceso educativo", debe leerse, 
por una parte, como la posibilidad de los planteles educativos de comer­
cializar elementos propios o relacionados, incluso de manera indirecta, con 
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la adquisición y transmisión de conocimientos o de cualquier elemento que 
se integre a las actividades propias de la educación; y, por otra, como un 
impedimento para comercializar sólo lo que nada tiene que ver con el pro­
ceso educativo, es decir, cualquier bien o servicio respecto del que se advierta 
de forma patente que no se vincula ni tiene injerencia directa o indirecta con 
las actividades, operaciones, planificaciones y experiencias desarrolladas 
por el plantel escolar en relación con los fines de la enseñanza y, sobre lo 
cual, además, exista plena certeza y convicción, sin duda o discusión 
posible.

2a./J. 27/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 27/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 149, FRACCIÓN III, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, NO VIOLA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO PRE­
VISTO EN EL ARTÍCULO 5 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por 
su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que regu­
lan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo 
Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 149, fracción III, de la Ley General de 
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Educación, al imponer a las escuelas particulares la obligación de otorgar 
becas al menos al 5% del total de alumnos inscritos en cada plan y programa 
de estudios, no viola el derecho a la libertad de trabajo previsto en el artículo 
5 de la Constitución Federal.

Justificación: El artículo 3, fracción II, inciso e), de la Constitución General, 
en su texto derivado de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fede­
ración el 15 de mayo de 2019, introdujo a la equidad como un criterio que 
debe regir la política educativa, por lo que faculta al Estado para implementar 
medidas incluyentes y transversales que combatan las desigualdades que 
se reflejan en el ámbito educativo, cerrar las brechas sociales y construir 
una sociedad más incluyente y solidaria favoreciendo la cohesión social. 
Así, la obligación a cargo de las instituciones privadas de otorgar becas 
–totales o parciales– al menos al 5% de sus alumnos, tiene como sustento, 
precisamente, aquella disposición constitucional, pues la intención es lograr 
apoyos económicos que, sin duda, promueven el acceso, la continuación y 
los resultados en la educación; sobre todo porque ese porcentaje de becas 
totales o parciales se aprecia como un mínimo necesario, suficiente y pro­
porcional –y no excesivo–, lo que lleva a considerar que, en realidad, la 
medida legislativa de trato está incluyendo a los planteles escolares particu­
lares –como agentes participantes del Sistema Educativo Nacional–, en la 
política de equidad que rige al proceso educativo, y no les está imponiendo 
una carga abusiva o desmedida.

2a./J. 28/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 28/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 149, FRACCIÓN III, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y 
EQUIDAD TRIBUTARIAS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, 
DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por 
su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que 
regulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educa­
tivo Nacional.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 149, fracción III, de la Ley General de 
Educación, al imponer a las escuelas particulares la obligación de otorgar 
becas al menos al 5% del total de alumnos inscritos en cada plan y programa 
de estudios, no viola los principios de proporcionalidad y equidad tributarias 
previstos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal.

Justificación: La indicada disposición legal no prevé un tributo, en la medida 
en que no establece un deber de pago en favor del Estado y, menos aún, 
está dirigido a financiar el gasto público, ni grava un hecho indicativo de 
capacidad económica o la recepción de algún beneficio, sino que se limita 
a establecer la obligación a cargo de las instituciones educativas privadas 
de conceder un porcentaje mínimo de becas, como una política pública 
implementada por el Estado –en uso de su calidad rectora– para coadyuvar 
en la satisfacción de un fin social previsto por la Constitución General, con­
sistente en la garantía del derecho humano a la educación. Por tanto, dado 
que el deber que el precepto de trato prevé no tiene la naturaleza de un 
tributo –por lo que no contiene una tasa fija ni establece de manera diferen­
ciada e injustificada una carga impositiva–, no se rige por los principios 
propios de la materia fiscal.

2a./J. 29/2021 (11a.)

Amparo en revisión 62/2021. Expresión Base de la Creatividad, S.C. 29 de 
septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
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Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis de jurisprudencia 29/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de octubre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR CONTRADICCIÓN DE TESIS

2020

DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL AR­
TÍCULO 15, FRACCIÓN III, Y PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDE­
RAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, AL PREVER 
LA SANCIÓN CONSISTENTE EN TENERLA POR NO PRESENTADA 
ANTE LA OMISIÓN DEL ACCIONANTE DE ADJUNTAR EL DOCUMENTO 
EN QUE CONSTE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, NO OBSTANTE EL 
REQUERIMIENTO FORMULADO, RESPETA EL DERECHO FUNDAMEN­
TAL A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes interpretaron 
el contenido del artículo 15 de la Ley Federal de Procedimiento Conten­
cioso Administrativo y sostuvieron criterios divergentes, ya que mientras uno 
determinó que exigir que la parte demandante exhiba con su demanda el 
documento en que conste la resolución impugnada, es un requisito de pro­
cedencia válido a la luz del derecho de acceso a la justicia y, en consecuen­
cia, la sanción consistente en tenerla por no interpuesta no vulnera dicho 
derecho fundamental, el otro resolvió que esa sanción es excesiva por no 
guardar equilibrio entre la magnitud del hecho omitido y la obligación formal 
incumplida y, por ende, restringe el derecho de acceso efectivo a la justicia 
y es violatoria del derecho fundamental a la tutela jurisdiccional, pues es 
subsanable durante la secuela procesal a través de la contestación a la 
demanda, o por la conducta procesal de la actora.
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Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la fracción III, en relación con la sanción prevista en 
el penúltimo párrafo, ambos del artículo 15 de la Ley Federal de Proce­
dimiento Contencioso Administrativo respeta el derecho a la tutela judicial 
efectiva, reconocido en los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1, y 25, numeral 1, de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Justificación: Lo anterior, ya que la exigencia de que la accionante adjunte 
a su demanda el documento en el cual conste la resolución impugnada no 
constituye un formalismo sin sentido, ni un obstáculo para el acceso a la 
justicia, ya que la existencia de formas concretas para acceder a ella deriva 
de la facultad del legislador interno para establecer mecanismos que 
proporcionen a las partes todos los elementos para intervenir en el proce­
dimiento, a fin de garantizar el respeto a los derechos de seguridad jurídica, 
legalidad e igualdad procesal, de ahí que es válido que se exija a la parte 
demandante la presentación del referido documento, en la inteligencia de 
que los casos en que manifieste que no lo conoce, que no lo tiene o que cons­
tituya una negativa ficta, se rigen por normas específicas y, por ende, la 
consecuencia de tener por no presentada la demanda no constituye una 
sanción desproporcionada, pues no se da de inmediato, sino que en caso 
de que no se allegue, el Magistrado instructor del órgano contencioso admi­
nistrativo federal se encuentra obligado a requerir a la accionante para que 
en un término razonable de cinco días subsane su omisión y, únicamente 
cuando tal prevención no es desahogada en sus términos se hace acreedora 
a la referida consecuencia, pues lo que se sanciona es la actitud contumaz 
de la parte promovente.

2a./J. 50/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 34/2020. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Primer Tri­
bunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 
residencia en la Ciudad de México. 5 de agosto de 2020. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Liliana Hernán­
dez Paniagua.
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Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en la Ciudad de México, al resolver el amparo 
directo 276/2014 (cuaderno auxiliar 516/2014), el cual dio origen a la 
tesis (I Región)1o.15 A (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE NULI­
DAD. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN III Y PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
AL PREVER LA SANCIÓN CONSISTENTE EN TENERLA POR NO PRESEN­
TADA ANTE LA OMISIÓN DEL ACTOR DE ADJUNTAR EL DOCUMENTO 
EN QUE CONSTE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, NO OBSTANTE EL 
REQUERIMIENTO FORMULADO, CONTRAVIENE EL DERECHO FUNDA­
MENTAL A LA TUTELA JURISDICCIONAL, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 
DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 19 de septiembre de 2014 a las 9:30 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 10, Tomo III, septiembre de 2014, página 2391, con número de 
registro digital: 2007473, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 265/2019.

Tesis de jurisprudencia 50/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dos de septiembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de diciembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO DE PRO­
PORCIONALIDAD TRIBUTARIA, PARA SU DETERMINACIÓN DEBE APLI­
CARSE UNA TASA FIJA A LA BASE GRAVABLE, PARA QUE EL 
CONTRIBUYENTE CONOZCA LA CUOTA TRIBUTARIA QUE DEBE PAGAR 
A LA HACIENDA LOCAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron sobre el principio de proporcionalidad tributaria en relación con el 
impuesto sobre nóminas; uno de ellos arribó al convencimiento de que 
en el caso debe aplicarse una tasa progresiva por ser la herramienta más 
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útil para gravar la riqueza. En cambio, el diverso órgano jurisdiccional advir­
tió que el tributo analizado no grava la riqueza sino las erogaciones, por 
tanto, determinó que debe aplicarse una tasa fija.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que para determinar la cuota tributaria por concepto del 
impuesto sobre nóminas debe aplicarse una tasa fija a la base gravable, 
con lo que se salvaguarda el principio constitucional de proporcionalidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución General.

Justificación: Por mandato constitucional los sujetos pasivos deben contri­
buir al gasto público en función de su respectiva capacidad contributiva, apor­
tando una parte adecuada de sus ingresos, utilidades y rendimientos. Para 
tales efectos, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que 
la tarifa progresiva es una herramienta que indudablemente permite acer­
carse a la capacidad contributiva de los contribuyentes; sin embargo, con­
viene acotar que esa aseveración se vincula con los tributos que gravan la 
riqueza, esto es, los ingresos, el patrimonio o el capital, pues en todos estos 
casos su determinación conlleva un grado de subjetivización en los aspec­
tos particulares del contribuyente. En cambio, el impuesto sobre nóminas es 
un tributo local, indirecto, objetivo, instantáneo y monofásico que grava la 
erogación. Por tanto, con el objeto de salvaguardar el principio de propor­
cionalidad tributaria, en su dimensión jurídica, para la determinación del 
impuesto sobre nóminas a la base gravable debe aplicarse una tasa fija 
para calcular la cuota tributaria a cargo del contribuyente.

2a./J. 59/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 15/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con resi­
dencia en Xalapa, Veracruz, en auxilio del Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Décimo Segundo Circuito. 23 de septiembre de 2020. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; votaron con reservas Alberto Pérez Dayán y José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretario: Javier Eduardo Estrever Ramos.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el 
amparo en revisión 305/2019 (cuaderno auxiliar 984/2019), y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 427/2017.

Tesis de jurisprudencia 59/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del catorce de octubre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

TRABAJADORES DE PETRÓLEOS MEXICANOS (PEMEX) Y ORGANIS­
MOS SUBSIDIARIOS. CUANDO DEMANDAN EL RECONOCIMIENTO DE LA 
ANTIGÜEDAD GENÉRICA PARA OBTENER SU PENSIÓN JUBILATORIA, 
DEBE TOMARSE EN CUENTA LA GENERADA EN LOS PERIODOS QUE 
LA INTEGRAN, AUNQUE SEAN DISCONTINUOS.

Hechos: Los órganos colegiados contendientes llegaron a conclusiones 
distintas sobre un mismo problema jurídico, pues mientras uno consideró 
que el derecho al reconocimiento de la antigüedad no se extingue por falta 
de ejercicio, en tanto subsista la relación laboral, y para efectos de la jubi­
lación debe tomarse en cuenta la generada por los trabajadores de la 
empresa paraestatal y sus organismos subsidiarios en los diferentes 
periodos que la integran, aunque sean discontinuos, porque aun cuando 
tales periodos se hubieran finiquitado, ello se traduce en el pago de una 
indemnización que nada tiene que ver con la antigüedad; el otro estimó que 
el derecho al reconocimiento de la antigüedad genérica termina con motivo 
de la celebración de un convenio de liquidación en virtud del cual se pagó la 
prima de antigüedad, con lo que se extinguieron los derechos por la anti­
güedad generada, por lo que la jubilación no podía prosperar sobre la 
antigüedad que ya había sido previamente liquidada y pagada.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que para el cómputo de la antigüedad genérica o de 
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empresa de los trabajadores de Petróleos Mexicanos (Pemex) y sus orga­
nismos subsidiarios, ya sea de confianza o sindicalizados, se deben tomar 
en cuenta los diferentes periodos que la integran, aunque sean discontinuos, 
para efecto de verificar si se cumple o no con los requisitos para la jubi­
lación, de conformidad con la regulación que rige a una y otra categorías 
de trabajadores, con independencia de que al liquidarse al trabajador en un 
periodo anterior, se le haya pagado la prima de antigüedad.

Justificación: La antigüedad genérica en el empleo y el derecho al pago de 
la prima de antigüedad son prestaciones legales reguladas por la Ley 
Federal del Trabajo, por lo cual, en tanto que los trabajadores petroleros se 
rigen por el apartado A del artículo 123 constitucional, deben otorgarse sin 
perjuicio de que la parte patronal pudiera haberlo hecho en mejores condi­
ciones, por ejemplo, mediante los Reglamentos de Trabajo del Personal 
de Confianza de Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios, para el 
personal de confianza, o por el contrato colectivo, si se trata de trabajadores 
sindicalizados. Ahora bien, de la interpretación de los artículos 156 y 158 
de la Ley Federal del Trabajo, se obtiene que la antigüedad de empresa o 
genérica consiste en aquella que adquieren los trabajadores desde el primer 
día de labores, no obstante sus interrupciones en el servicio; mientras que del 
artículo 162 del mismo ordenamiento, se colige que la prima de antigüedad 
es una prestación otorgada al trabajador al finalizar su vida laboral como un 
reconocimiento a su esfuerzo y colaboración durante sus años de ser­
vicio. Por lo anterior, tanto los trabajadores de confianza (específicamente 
los regidos por los Reglamentos de Trabajo del Personal de Confianza de 
Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios, vigentes hasta el 15 
de diciembre de 2015), como los trabajadores sindicalizados, tienen derecho 
a que se les compute la antigüedad genérica generada en periodos dis­
continuos, con independencia de que en ellos hubiesen sido liquidados y se 
les hubiera pagado la prima de antigüedad, pues esta prestación es sólo 
un reconocimiento a su esfuerzo y colaboración durante sus años de servi­
cio y, consecuentemente, no extingue la antigüedad genérica generada.

2a./J. 62/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 96/2020. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito y el entonces Tribunal Colegiado en 
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Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Circuito. 7 de octubre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: 
Liliana Hernández Paniagua.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 26/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.I.L. 
J/64 L (10a.), de título y subtítulo: "TRABAJADORES DE CONFIANZA DE 
PETRÓLEOS MEXICANOS Y ORGANISMOS SUBSIDIARIOS. CUANDO 
DEMANDAN EL RECONOCIMIENTO DE LA ANTIGÜEDAD GENÉRICA 
PARA OBTENER SU PENSIÓN JUBILATORIA, DEBE TOMARSE EN CUENTA 
LA GENERADA EN LOS PERIODOS QUE LA INTEGRAN AUNQUE SEAN 
DISCONTINUOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 75, Tomo II, 
febrero de 2020, página 1989, con número de registro digital: 2021679; y,

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Circuito, al resolver el amparo directo 724/2017.

Tesis de jurisprudencia 62/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiocho de octubre de dos mil veinte. 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 16 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE 
CUANDO SE DEMANDA EL PAGO DERIVADO DEL INCUMPLIMIENTO DE 
LAS CLÁUSULAS DE UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA, Y NO EXISTA 
ACTO DE AUTORIDAD QUE TENGA EL CARÁCTER DE DEFINITIVO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron sobre la procedencia del juicio contencioso administrativo cuando 
se reclama el pago derivado del cumplimiento de un contrato de obra 
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pública; mientras uno de ellos sostiene que es necesario aplicar el principio 
de interpretación más favorable, de modo que se acepte la procedencia del 
juicio, aun cuando no exista una resolución, acto o procedimiento emitido 
por autoridad, que tenga el carácter de definitivo; el otro sostuvo que se 
requiere una resolución que tenga el carácter de definitiva, o bien, en su 
caso, elevar una solicitud ante la autoridad respecto al pago de las cantidades 
reclamadas para que le recaiga una negativa ficta o expresa, que constituya 
esa última voluntad; sin que el principio de interpretación más favorable 
implique inobservar los diversos principios constitucionales y legales del 
sistema jurídico mexicano, tal como se sostiene en la jurisprudencia de esta 
Segunda Sala 2a./J. 56/2014 (10a.).

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación estima que la sola afirmación sobre el incumplimiento de las 
cláusulas de un contrato de obra pública es insuficiente para hacer proce­
dente el juicio contencioso administrativo federal.

Justificación: Lo anterior, atendiendo a que los artículos 14 de la Ley Orgá­
nica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (abrogada) y 
3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de 
manera expresa establecen que es necesaria la existencia de una reso­
lución definitiva. Entonces, para demandar un tema relacionado con el 
pago derivado del incumplimiento a las cláusulas de un contrato de obra 
pública, es necesario que el gobernado previamente requiera el cumplimiento 
respectivo, para generar el acto donde la autoridad manifieste su voluntad 
de no cumplir con lo pactado, porque será el acto o resolución que le cause 
perjuicio; o bien, en su caso, ante la omisión de respuesta, se actualizará la 
negativa ficta que haga procedente el juicio contencioso administrativo. 
Lo anterior no riñe con el derecho fundamental de acceso a la impartición 
de justicia, porque las condicionantes previstas en la ley para la proceden­
cia del juicio contencioso administrativo no privan a los gobernados de los 
derechos consagrados en la Norma Fundamental, ya que el legislador única­
mente está ejerciendo la facultad conferida constitucionalmente. Además, 
por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional administración 
de justicia y para la efectiva protección de los derechos de las personas, los 
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Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de admisibi­
lidad, de carácter judicial o de cualquier índole, de los recursos internos; de 
manera que si bien es cierto que dichos recursos deben estar disponibles 
para el interesado y resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado y, 
en su caso, proveer la reparación adecuada, también lo es que no siempre 
y en cualquier caso cabría considerar que los órganos y tribunales internos 
deben resolver el fondo del asunto que se les plantea, sin que importe veri­
ficar los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del recurso 
intentado.

2a./J. 63/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 105/2020. Entre las sustentadas por el Primer y el 
Segundo Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Séptimo 
Circuito, el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Cuarto Circuito, y el Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Vigésimo Circuito. 21 de octubre de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 10/2016, y el diverso sustentado 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 612/2018.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 56/2014 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de mayo de 
2014 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 6, Tomo II, mayo de 2014, página 772, con 
número de registro digital: 2006485, con el título y subtítulo: "PRINCIPIO DE 
INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. SU CUMPLIMIENTO 
NO IMPLICA QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIONALES, 
AL EJERCER SU FUNCIÓN, DEJEN DE OBSERVAR LOS DIVERSOS PRIN­
CIPIOS Y RESTRICCIONES QUE PREVÉ LA NORMA FUNDAMENTAL."
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Tesis de jurisprudencia 63/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del once de noviembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 16 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

QUEJA CONTRA EL ACUERDO QUE DESECHA PARCIALMENTE LA 
DEMANDA DE AMPARO O SU AMPLIACIÓN. QUEDA SIN MATERIA 
CUANDO SE DICTA LA SENTENCIA EN EL EXPEDIENTE PRINCIPAL, 
SIN PERJUICIO DE QUE, EXCEPCIONALMENTE, LOS AGRAVIOS ADU­
CIDOS EN ESE RECURSO PUEDAN VOLVERSE A PLANTEAR EN EL 
DE REVISIÓN QUE SE HAGA VALER CONTRA LA SENTENCIA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes disintieron 
sobre si el recurso de queja interpuesto contra el desechamiento parcial de 
la demanda o su ampliación, queda sin materia al dictarse la sentencia 
en el juicio de amparo indirecto del que deriva.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que la queja contra el acuerdo que desecha parcialmente 
la demanda de amparo o su ampliación, queda sin materia cuando se dicta la 
sentencia en el expediente principal; sin perjuicio de que para no dejar en 
estado de indefensión al inconforme en la queja declarada sin materia, 
excepcionalmente, pueda volver a plantear en el recurso de revisión que 
haga valer contra la sentencia, los agravios que adujo en la queja.

Justificación: Lo anterior es así, porque de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 97, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo, el recurso de 
queja no tiene como efecto revocar o dejar insubsistente una sentencia 
dictada en el juicio de amparo, ya que ello implicaría alterar y quebrantar el 
sistema de recursos previsto en dicha ley, trasmutando a la queja lo que 
es propio del recurso de revisión; por lo que la queja interpuesta contra el 
acuerdo que desecha parcialmente la demanda de amparo o su ampliación 
queda sin materia cuando se dicta la sentencia en el expediente principal 
y así debe declararlo el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del 



35

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2021

recurso, en virtud de que la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no contiene 
precepto que establezca que a través de ese medio de impugnación puedan 
revocarse, tanto el proveído impugnado como la sentencia que se hubiese 
emitido en el juicio de amparo; ello, sin perjuicio de que para no dejar en 
estado de indefensión al inconforme en la queja declarada sin materia, excep­
cionalmente, pueda volver a plantear en el recurso de revisión, que haga 
valer contra la sentencia, los agravios que adujo en la queja.

2a./J. 64/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 35/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Quinto en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Quinto del 
Décimo Quinto Circuito. 21 de octubre de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Tesis y criterio contendientes:

El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver la queja 
139/2015, que dio origen a la tesis aislada XV.5o.7 K (10a.), de título y 
subtítulo: "RECURSO DE QUEJA CONTRA EL DESECHAMIENTO DE LA 
AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA. QUEDA SIN MATERIA SI SE DICTA 
SENTENCIA EN EL JUICIO DE AMPARO DE ORIGEN.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 
a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 27, Tomo III, febrero de 2016, página 2126, con 
número de registro digital: 2011097; y,

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver la queja 463/2019.

Tesis de jurisprudencia 64/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del once de noviembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de marzo de 2021 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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MANIFESTACIONES SOBRE EL PROYECTO DE SENTENCIA QUE SE 
PUBLICÓ PARA SER DISCUTIDO EN LA SESIÓN CORRESPONDIENTE, 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 73, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
DE AMPARO. NO EXISTE OBLIGACIÓN DE LOS TRIBUNALES COLE­
GIADOS DE CIRCUITO DE TOMARLAS EN CONSIDERACIÓN, NI DE 
DARLES CONTESTACIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes interpretaron 
el contenido del artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo y sostu­
vieron criterios divergentes, ya que mientras uno determinó que respecto 
del escrito de la parte quejosa por medio del cual formula "alegatos" en 
relación con el proyecto de sentencia que se publicó para ser discutido 
en la sesión correspondiente, y que trata sobre la constitucionalidad de una 
norma general, únicamente se tomará en cuenta su recepción y contenido, 
pero no se hará mayor pronunciamiento en la sentencia, debido a que el 
órgano colegiado no está obligado a dar respuesta expresa a los mismos, 
el otro resolvió que se está en presencia de una figura sui géneris, lo que lo 
obligó a analizar los "alegatos" por tratarse de la inconstitucionalidad de 
una norma general, además de que van encaminados a controvertir las 
consideraciones propuestas en el proyecto con el que se le dio vista, por lo 
que hizo el pronunciamiento respectivo declarándolos inoperantes.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que los Tribunales Colegiados de Circuito no tienen el deber 
de estudiar las manifestaciones formuladas por las partes en relación con el 
proyecto de sentencia que se publicó para ser discutido en la sesión corres­
pondiente, y que trata sobre la constitucionalidad de una norma general, 
en términos del artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo y, por lo 
tanto, no hay obligación de que dichos órganos colegiados den respuesta 
expresa a esas opiniones al momento de emitir sentencia.

Justificación: Lo anterior, porque el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley 
de Amparo, impone una obligación a los Tribunales Colegiados de Circuito de 
que tratándose de resoluciones sobre la constitucionalidad de una norma 
general o sobre la convencionalidad de los tratados internacionales, debe­
rán hacer públicos los proyectos de sentencias que serán discutidos en las 
sesiones correspondientes; lo cual de ninguna manera significa una última 
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oportunidad de defensa para las partes, a fin de que presenten alguna mani­
festación u opinión, aunado a que tal precepto legal, ni siquiera prevé la 
posibilidad de que las partes formulen manifestaciones en contra del pro­
yecto de sentencia que ya fue publicado, por tanto, no existe obligación de 
los Tribunales Colegiados de Circuito de atender dichas manifestaciones y 
menos aún de hacer algún pronunciamiento puntual al emitir la sentencia 
respectiva.

2a./J. 65/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 166/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Tercero en Materia Administrativa del Sexto Circuito y Décimo Sexto 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 4 de noviembre de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Yaremy 
Patricia Penagos Ruiz.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia del Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 1187/2017, que dio origen a la tesis aislada 
I.16o.T.19 K (10a.), de título y subtítulo: "ALEGATOS EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO. DEBEN ATENDERSE CUANDO LA QUEJOSA LOS 
HACE VALER Y ESTÁN ENCAMINADOS A CONTROVERTIR LAS CONSI­
DERACIONES PROPUESTAS EN EL PROYECTO DE SENTENCIA EN EL 
QUE SE ABORDAN TEMAS DE CONTROL CONSTITUCIONAL Y CONVEN­
CIONAL, DERIVADAS DE LA PUBLICIDAD DADA A DICHO PROYECTO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de 
enero de 2020 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 74, Tomo III, enero de 2020, página 
2444, con número de registro digital: 2021321; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 168/2019.

Tesis de jurisprudencia 65/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dos de diciembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de febrero de 2020, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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PRIMA DE ANTIGÜEDAD. AUN CUANDO NO SE DEMANDE EXPRESA­
MENTE, SU PAGO ES PROCEDENTE CUANDO SE DETERMINA LA 
ANTIGÜEDAD DE LA PARTE TRABAJADORA Y SE DEMUESTRA LA EXIS­
TENCIA DEL DESPIDO O LA RESCISIÓN DEL VÍNCULO LABORAL.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a 
conclusiones antagónicas sobre la procedencia del pago de la prima de 
antigüedad prevista en el artículo 162 de Ley Federal del Trabajo, cuando 
tal prestación no se demanda expresamente por la parte trabajadora, pero 
ésta sí reclama el reconocimiento de su antigüedad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que es procedente el pago de la prima de antigüedad si se 
determina la antigüedad de la parte trabajadora, siempre que se demuestre 
la existencia del despido o la rescisión del vínculo laboral.

Justificación: El artículo 162, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo dis­
pone que la prima de antigüedad se pagará a las personas trabajadoras 
que se separen por causa justificada o sean separadas de su empleo, inde­
pendientemente de la justificación o injustificación del despido, sin más 
requisitos, lo que evidencia que se trata de una consecuencia inmediata y 
directa de la mera terminación del vínculo de trabajo. Por lo tanto, si en el 
juicio se determina la antigüedad de la persona trabajadora, así como la con­
clusión del vínculo laboral, la autoridad deberá condenar al pago de la 
prima respectiva aun cuando no se hubiera demandado expresamente, 
siempre y cuando la separación no sea voluntaria, en cuyo supuesto única­
mente procederá su pago si se generó una antigüedad mínima de quince 
años, o de condenarse a la reinstalación, supuesto en el que, al no concluir 
la relación laboral, tampoco es procedente el pago de la prestación 
de mérito.

2a./J. 66/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 178/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Octavo 
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Circuito. 4 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

El Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo directo 13/2014, que dio origen a la tesis 
aislada XIV.T.A.7 L (10a.), de título y subtítulo: "PRIMA DE ANTIGÜEDAD. 
PROCEDE SU PAGO AUN CUANDO NO SE HAYA RECLAMADO EN LA 
DEMANDA NI EN SU AMPLIACIÓN, Y A PESAR DE QUE LA ACCIÓN DE 
NULIDAD DE LA RESCISIÓN LABORAL NO PROSPERE.", publicada en 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de agosto de 2014 a 
las 8:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 9, Tomo III, agosto de 2014, página 1907, con 
número de registro digital: 2007324; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 17/2020.

Tesis de jurisprudencia 66/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dos de diciembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 16 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

REVISIÓN FISCAL ADHESIVA. EL AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ESTÁ LEGITIMADO PARA 
INTERPONERLA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
una misma problemática jurídica arribando a posicionamientos contrarios, 
ya que mientras que para uno de ellos el autorizado de la parte actora en el 
juicio de nulidad, en términos del artículo 5o., párrafo último, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se encuentra legiti­
mado para interponer el recurso de revisión fiscal adhesivo previsto en el 
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artículo 63 del citado ordenamiento, para el otro, el autorizado en esos tér­
minos no tiene legitimación, al considerar que el ejercicio de la acción es un 
acto personalísimo que únicamente corresponde al demandante o a su repre­
sentante legal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que el autorizado en términos del artículo 5o., párrafo 
último, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 
encuentra legitimado para interponer la revisión fiscal adhesiva prevista en el 
artículo 63 del citado ordenamiento, siempre y cuando tenga reconocido su 
carácter ante la autoridad que conoció del juicio contencioso administrativo.

Justificación: Lo anterior, en primer término, porque así lo establece expresa­
mente el párrafo último del referido artículo 5o., al prever la posibilidad de 
que los particulares o sus representantes autoricen por escrito a licenciado 
en derecho, quien además de contar con atribuciones para recibir notifica­
ciones en su nombre, tenga las facultades procesales para hacer promocio­
nes de trámite, rendir pruebas, presentar alegatos e incluso, interponer 
recursos, entre los que se encuentra la revisión fiscal adhesiva que cons­
tituye un medio de defensa en sentido amplio que garantiza, a quien obtuvo 
sentencia favorable, la posibilidad de expresar agravios tendentes a mejorar 
y reforzar la parte considerativa de la sentencia que condujo a la resolución 
favorable a sus intereses. En segundo término, porque la revisión adhesiva es 
accesoria del recurso de revisión fiscal, pues su procedencia depende de la 
del principal, en tanto que este último es un recurso ordinario, sui géneris, 
previsto en la ley especial de la materia, que permite al órgano revisor, en 
este caso, a un Tribunal Colegiado de Circuito, revisar la legalidad de la 
sentencia del juicio contencioso administrativo y, en su caso, confirmar, 
modificar o revocar dicha determinación. De tal suerte que atendiendo a la 
naturaleza del mencionado recurso, la calidad de las partes debe quedar 
incólume mientras no se resuelva el citado recurso, quedando vigentes 
las facultades del autorizado dentro del proceso. Ahora, la revisión fiscal 
adhesiva no es equiparable a la acción de amparo, cuyo ejercicio corres­
ponde de manera exclusiva y personal al titular del derecho subjetivo o a su 
representante, en términos de los artículos 5o., fracción I y 6o. de la Ley de 
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Amparo. Esto es así, porque la revisión adhesiva es accesoria del recurso 
de revisión fiscal y tiene una naturaleza distinta, ya que su objetivo es mejo­
rar o reforzar la parte considerativa de la sentencia impugnada, favorable 
a los intereses de a quien, preliminarmente, le fue reconocido un derecho. 
En tanto que el ejercicio de la acción, como un acto autónomo e indepen­
diente de la jurisdicción ordinaria, tiene como finalidad, precisamente, el 
reconocimiento de una pretensión litigiosa, lo que en materia de amparo se 
traduce en la protección del derecho humano que se estima violado. De ahí 
que, a diferencia de la acción de amparo, la interposición de la revisión 
fiscal adhesiva no requiere llevarse a cabo por el titular del derecho subje­
tivo o por su representante, puesto que el autorizado en términos del artículo 
5o., párrafo último, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi­
nistrativo, es quien pudiera emprender dichos actos en defensa de su auto­
rizante, tomando en consideración la potestad que tiene de interponer 
recursos. Por su parte, cabe señalar que la circunstancia de que los ar­
tículos 104, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 63, párrafo final, de la Ley Federal de Procedimiento Conten­
cioso Administrativo, establezcan que el recurso de revisión deberá "trami­
tarse" en los términos previstos en la Ley de Amparo en cuanto a la regulación 
del recurso de revisión, no significa que se tenga que desconocer la regu­
lación específica de la ley del acto sujeto a revisión, particularmente, en 
tratándose de los aspectos de representación y de autorización procesal y, 
como consecuencia de ello, obligar al autorizado a que justifique su legiti­
mación en términos del artículo 12 de la Ley de Amparo. Lo anterior, porque así 
lo establece el propio artículo 11 de la Ley de Amparo, al prever que: "Cuando 
quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso 
o del tercero interesado afirme tener reconocida su representación ante 
la autoridad responsable, le será admitida siempre que lo acredite con las 
constancias respectivas...". De ahí que si el autorizado en términos del 
artículo 5o., párrafo último, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, demuestra tener reconocido su carácter ante la autoridad 
que conoció del juicio contencioso administrativo, es más que suficiente para 
reconocerle legitimación en la revisión fiscal adhesiva.

2a./J. 67/2020 (10a.)
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Contradicción de tesis 157/2020. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal 
Colegiado del Tercer Circuito, el Pleno del Tercer Circuito y el Noveno 
Tribunal Colegiado del Primer Circuito, todos en Materia Administrativa. 
18 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el recurso de reclamación 20/2017, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.9o.A.102 A (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. EL AUTO­
RIZADO DEL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO FEDERAL, CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA ADHERIRSE A ESE 
RECURSO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo IV, enero 
de 2018, página 2286, con número de registro digital: 2016050, y

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver la revisión fiscal 71/2019.

Tesis de jurisprudencia 67/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de abril de 2021 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de mayo de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO LABORAL. ANTE LA FALTA DE 
FIRMA DEL PRESIDENTE O DEL AUXILIAR DE LA JUNTA DE CONCI­
LIACIÓN Y ARBITRAJE, ASÍ COMO DEL SECRETARIO DE ACUERDOS 
QUE INTERVINIERON EN ALGUNA DE LAS ETAPAS DE LA AUDIENCIA 
TRIFÁSICA, PROCEDE CONCEDER EL AMPARO PARA DEJAR INSUB­
SISTENTE EL LAUDO Y ORDENAR AQUÉLLA PARA SUBSANAR ESA 
IRREGULARIDAD, INCLUYENDO LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones distintas, pues mientras uno sostuvo que ante la falta de firma 
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del presidente o del auxiliar de una Junta de Conciliación y Arbitraje, así 
como del secretario de Acuerdos que intervinieron en alguna de las etapas 
de la audiencia trifásica debía reponerse el procedimiento y dejar sin efecto 
todo lo actuado a partir de la audiencia de demanda y excepciones, pruebas 
y resolución, para ordenar nuevamente el desahogo de la misma y hecho lo 
anterior, se siguiera el cauce legal que correspondiera, el otro aseveró que 
en la reposición del procedimiento se debían subsanar solamente las forma­
lidades omitidas, pero dejando intocado el proceso sustanciado en todo 
aquello donde no hubo pronunciamiento sobre violaciones de derechos.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que ante la falta de firma del presidente o del auxiliar, así 
como del secretario de Acuerdos que intervinieron en alguna de las etapas 
de la audiencia trifásica, la responsable debe dejar insubsistente el laudo 
reclamado y ordenar la reposición del procedimiento a partir de la fase de 
la audiencia trifásica en la que se cometió la violación, incluidas las subse­
cuentes actuaciones, para que posteriormente se continúe el cauce legal 
que corresponda.

Justificación: Ello en atención a que ante la falta de firma necesaria para la 
validez de esa determinación, no podrán constatarse en términos precisos 
la litis sometida a consideración de la responsable, ni las pruebas que se 
desahogaron como producto de tal ilicitud, como tampoco es factible pro­
nunciarse sobre posibles vulneraciones a derechos, que derivan de omisio­
nes o ilegalidades en la apreciación de los escritos y las posturas asumidas 
por las partes, pues de otra forma se convalidaría un acto viciado de origen. 
Ante ello, se estaría soslayando la incorrecta integración y desahogo que la 
ley aplicable dispone para la fijación de la litis; esto es, como dicha violación 
implica que aquella diligencia sea inexistente y no produzca efectos jurídicos, 
por haberse practicado en forma distinta a la prevista en la ley, la concesión 
del amparo debe ser en los términos apuntados.

2a./J. 68/2020 (10a.)

Contradicción de tesis 196/2020. Entre las sustentadas por el entonces Tribunal 
Colegiado del Décimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado del 
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Décimo Circuito y el entonces Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 
Octavo Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Octavo Circuito. 18 de noviembre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Luis Enrique García de la Mora.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 1001/2017, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver los amparos directos 
839/2012, 797/2012 y 575/2011.

Nota: De la sentencia que recayó a los amparos directos 839/2012 y 797/2012, 
así como a los diversos 719/2012, 28/2013 y 116/2013, resueltos por el 
Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, derivó la tesis de 
jurisprudencia XVIII.4o. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "REPOSICIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO LABORAL. SI SE CONCEDE EL AMPARO POR LA 
ILEGAL RECEPCIÓN O DESAHOGO DE UNA PRUEBA, O POR LA INVALI­
DEZ DE ALGUNA CONSTANCIA O ACUERDO DICTADO EN ALGUNA DE 
LAS ETAPAS DE LA AUDIENCIA TRIFÁSICA, LA JUNTA DEBE SUBSA­
NAR LOS ASPECTOS AFECTADOS DE ILEGALIDAD Y PROVEER LO 
CONDUCENTE RESPECTO A LAS ACTUACIONES AFECTADAS EN VÍA 
DE CONSECUENCIA, PERO CONSERVANDO EL PROCESO SUSTANCIADO 
DONDE NO SE VIOLARON DERECHOS.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 1, 
noviembre de 2013, página 912, con número de registro digital: 2004984.

De la sentencia que recayó al amparo directo 575/2011, así como al diverso 
601/2011, resueltos por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo 
Circuito, derivó la tesis aislada XVIII.4o.5 L (10a.), de rubro: "REPOSICIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA LABORAL. SI SE OMITE DESAHOGAR 
LA ETAPA CONCILIATORIA Y LA PROTECCIÓN FEDERAL SE CONCEDE 
PARA EFECTO DE QUE SE LLEVE A CABO, SI DE SU VERIFICACIÓN NO 
SE ADVIERTE ARREGLO ENTRE LAS PARTES, CONFORME A LOS PRIN­
CIPIOS DE ECONOMÍA Y ADQUISICIÓN PROCESAL DEBERÁN SUBSISTIR 
LAS ACTUACIONES POSTERIORES A ELLA.", publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, Tomo 3, 
julio de 2012, página 2047, con número de registro digital: 2001175.
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Tesis de jurisprudencia 68/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de febrero de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

2021

CERTIFICADO DE SELLOS DIGITALES. EL OFICIO EMITIDO CON FUN­
DAMENTO EN EL ARTÍCULO 17-H DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN, A TRAVÉS DEL CUAL LA AUTORIDAD FISCAL LO DEJA SIN 
EFECTOS, NO AFECTA DERECHOS SUSTANTIVOS Y, POR TANTO, NO 
SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
sentencias de los juicios de amparo en los que se reclamó el oficio a través 
del cual la autoridad fiscal dejó sin efectos el certificado de sellos digitales; en 
ambos casos, los Jueces sobreseyeron por estimar actualizada la causa 
de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 
107, fracción III, incisos a) y b), ambos de la Ley de Amparo, y mientras para 
un tribunal el sobreseimiento fue correcto por tratarse de un acto que no 
entraña la afectación material de derechos sustantivos y, por tanto, confirmó 
la sentencia recurrida, para el otro tribunal fue incorrecta la determinación 
adoptada por el Juez, pues el oficio reclamado afecta materialmente los 
derechos a la libertad de comercio y profesión, así como el patrimonio del 
quejoso y, por ende, el juicio de amparo indirecto es procedente.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el oficio por el cual la autoridad fiscal deja sin efectos 
el certificado de sellos digitales no afecta materialmente derechos sustan­
tivos, como la libertad de comercio y profesión, ni tampoco el patrimonio del 
destinatario de ese acto y, por tanto, no se actualiza una excepción al prin­
cipio de definitividad para la procedencia del juicio de amparo indirecto.

Justificación: Lo anterior es así, ya que no se trata de un acto privativo, sino 
de un acto de molestia temporal que puede desaparecer una vez seguido 
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y sustanciado el procedimiento sumario previsto por el artículo 17-H del 
Código Fiscal de la Federación, pues la resolución ahí emitida puede ordenar 
la expedición de un nuevo certificado en sustitución del invalidado, siendo 
así muy breve la duración de los efectos nocivos producidos por el acto 
reclamado, aunado a que el otorgamiento del certificado para el uso de los 
sellos digitales no es un derecho de carácter sustantivo, sino que se trata 
del cumplimiento de un requisito formal para poder realizar actividades, por 
lo que la insubsistencia de tal certificado no entraña en ninguna forma una 
restricción a la libertad de trabajo o profesión, pues una vez aclarada la 
irregularidad detectada por la autoridad fiscal, podrá continuar con el ejer­
cicio de la actividad económica que mejor le acomode, mientras que la 
aparente afectación a derechos patrimoniales únicamente puede entenderse 
como consecuencia de un menoscabo a la libertad de comercio respecto 
de la cual, se insiste, no se actualiza tal lesión jurídica.

2a./J. 1/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 209/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de 
México, en apoyo del Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Primer Circuito. 9 de diciembre de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 218/2019, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con resi­
dencia en la Ciudad de México, al resolver el amparo en revisión 123/2019 
(expediente auxiliar 332/2019).

Tesis de jurisprudencia 1/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinte de enero de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de marzo de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 16 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA FEDERAL. EL RESULTADO TÉCNICO OBTENIDO EN LA ETAPA 
DE LA ENTREVISTA DEL CONCURSO RESPECTIVO PUEDE JUSTIFI­
CAR EL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE VETO DEL PRESIDENTE DEL 
COMITÉ TÉCNICO DE SELECCIÓN, SI SE ENCUENTRA DEBIDAMENTE 
FUNDADO Y MOTIVADO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar 
si el resultado obtenido en la etapa de la entrevista en un concurso para el 
servicio profesional de carrera en la Administración Pública Federal puede 
justificar el veto impuesto por el presidente del Comité Técnico de Selección 
llegaron a soluciones contrarias, puesto que para uno, el resultado obtenido 
en la etapa de la entrevista en la cual el sustentante respondió incorrecta­
mente una pregunta de conocimientos no puede servir como sustento para 
justificar el veto, y para el otro, la respuesta incorrecta a las preguntas formu­
ladas a un concursante en la etapa de la entrevista, sí constituye un elemento 
que permite acreditar o desacreditar la idoneidad del candidato y, por 
tanto, justificar su veto.

Criterio jurídico: El resultado obtenido en la etapa de la entrevista constituye 
un elemento que permite conocer de manera directa si el concursante tiene 
los conocimientos necesarios para acceder al cargo que pretende, por lo 
que puede justificar el ejercicio de la facultad de veto del presidente del 
Comité Técnico de Selección, siempre y cuando se encuentre debidamente 
fundado y motivado el porqué el resultado de la entrevista del caso con­
creto puede poner en peligro la optimización de los principios contenidos 
particularmente en los artículos 109 y 113 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos que rigen a la función pública.

Justificación: Conforme a los artículos 226, primer párrafo y 228 de las Dispo­
siciones en las Materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de 
Carrera, las preguntas que se formulen a los concursantes y sus respuestas 
en la etapa de la entrevista tienen por objeto profundizar en la evaluación 
de los candidatos que llegaron a esa etapa del concurso, es decir, verificar si 
aun cuando acreditaron las etapas previas, reúnen el perfil para ocupar 
el cargo. Por tanto, es válido concluir que si derivado del resultado de dicha 
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entrevista el presidente del Comité Técnico de Selección advierte que el 
concursante no reúne los conocimientos necesarios para ocupar el puesto, 
puede ejercer la facultad de veto, siempre y cuando la determinación res­
pectiva esté debidamente fundada y motivada, pues si el veto implica evitar 
que el vencedor de un concurso acceda al puesto vacante, su utilización 
debe ser el resultado de una motivación objetiva, razonable y suficiente de 
las circunstancias concretas del caso y su vinculación a la manera en que se 
trastocarían los principios constitucionales previstos en los citados artículos 
de la Constitución General de la República que rigen la función pública, en 
caso de que fuera nombrado el concursante vetado.

2a./J. 2/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 197/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Segundo del Cuarto Circuito y Primero del Primer Circuito, 
ambos en Materia Administrativa. 13 de enero de 2021. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizabal Ferreyro.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 451/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.1o.A.195 A (10a.), de título y subtítulo: "SERVICIO PROFESIONAL DE 
CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL CENTRALI­
ZADA. EL RESULTADO OBTENIDO EN LA ETAPA DE ENTREVISTA ES 
UN ELEMENTO OBJETIVO SUFICIENTE PARA JUSTIFICAR EL VETO 
IMPUESTO POR EL PRESIDENTE DEL COMITÉ TÉCNICO DE SELECCIÓN 
AL FINALISTA ELECTO POR LA MAYORÍA.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 51, Tomo III, febrero de 2018, página 1557,con número de 
registro digital: 2016272, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 111/2019.
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Tesis de jurisprudencia 2/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del tres de febrero de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de abril de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

INTERÉS JURÍDICO EN AMPARO. LA DOCUMENTAL PRIVADA CONSIS­
TENTE EN LA CARTA DE BIENVENIDA A UBER COMO USUARIO PASA­
JERO ("RIDER") O SOCIO CONDUCTOR ("DRIVER"), SUSCRITA POR 
EL MÁNAGER DE ESA PLATAFORMA TECNOLÓGICA EN FAVOR DE LA 
PARTE QUEJOSA, AL NO SER OBJETADA POR LA AUTORIDAD RES­
PONSABLE, TIENE PLENA EFICACIA PARA TENERLO POR ACREDITADO 
EN EL JUICIO QUE SE RECLAMAN NORMAS GENERALES QUE REGU­
LAN EL SERVICIO DE TRANSPORTE PROPORCIONADO A TRAVÉS DE 
DISPOSITIVOS MÓVILES. 

Criterios discrepantes: Los Tribunales Colegiados analizaron si con las cartas 
de bienvenida, signadas por el mánager de Uber, expedidas a favor de los 
quejosos como pasajeros o conductores de esa plataforma tecnológica que 
presta el servicio de transporte, no objetadas por las autoridades respon­
sables, acreditaban o no su interés jurídico en el juicio de amparo en el que 
reclamaron normas de carácter general que regulan ese servicio que es 
proporcionado mediante el uso de dispositivos móviles. Llegaron a conclu­
siones distintas, ya que unos estimaron que, con tales documentales no 
objetadas, sí acreditaba el interés jurídico de los solicitantes de amparo, 
mientras que otros consideraron que aun cuando no hayan sido objetadas, 
no demostraban plenamente dicho interés.

Criterio jurídico: La carta de bienvenida a Uber como pasajero o conductor, 
suscrita por el mánager de esa plataforma tecnológica en favor de la parte 
quejosa, si no se objeta por la autoridad responsable, es suficiente para 
acreditar el interés jurídico de aquélla para reclamar en el juicio de amparo 
las normas que regulan el servicio de transporte proporcionado mediante 
dispositivos móviles.
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Justificación: De la interpretación literal del artículo 203 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles se desprende que los documentos privados prove­
nientes de terceros son eficaces para probar en contra del colitigante de 
quien quiere beneficiarse con su presentación, es decir, de quien lo aporta 
al juicio como prueba, siempre y cuando dicho colitigante no lo objete, porque 
de hacerlo, impedirá que pruebe en su contra y la veracidad de su conte­
nido deberá demostrarse mediante otras pruebas, toda vez que el efecto 
de la objeción consiste en evitar que se produzca el reconocimiento tácito, con 
lo cual se logra que el valor probatorio del documento privado permanezca 
imperfecto. En ese sentido, si el colitigante no objeta ese documento, es 
innecesario demostrar la verdad de su contenido mediante otras pruebas, 
dado el reconocimiento tácito que conlleva la falta de objeción, lo cual 
es acorde con el sistema normativo en que se encuentra ubicada tal dispo­
sición, que es el apartado que regula la eficacia de las pruebas. En otras pala­
bras, la intención del legislador relativa a que sólo si se objeta el documento 
privado proveniente de un tercero, entonces la verdad de su contenido se 
deberá acreditar por medio de otras pruebas, permite arribar a la conclu­
sión de que el hecho de que no se objete, provoca que su contenido 
adquiera certeza, la cual operará contra la parte contraria de quien lo aportó 
al juicio y, por ende, que sea eficaz para acreditar la pretensión de su oferente. 
Consecuentemente, la carta de bienvenida en cuestión, al no ser objetada 
por la autoridad responsable, no requiere que la veracidad de su contenido se 
demuestre mediante otras pruebas, toda vez que la falta de objeción se tra­
duce en el reconocimiento de su contenido, lo que provoca que tal documento 
privado se perfeccione y, por ende, que goce de plena eficacia para acre­
ditar la pretensión del solicitante de amparo, esto es, su carácter de usuario 
pasajero o socio conductor de esa plataforma tecnológica denominada 
Uber, lo que a su vez, conlleva que se tenga por demostrado plena y 
fehacientemente su interés jurídico para instar el juicio de amparo en contra 
de las normas de carácter general que regulan el servicio de transporte pro­
porcionado por la mencionada empresa a través de dispositivos móviles.

2a./J. 3/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 149/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados de Circuito Primero y Segundo en Materia Administrativa Especializa­
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dos en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con 
residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, 
y los Tribunales Colegiados Primero, Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto y 
Sexto, todos del Décimo Quinto Circuito. 20 de enero de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo 
Uruchurtu Soberón.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomuni­
caciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República, al resolver el amparo en revisión 60/2018; el diverso sustentado 
por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa 
Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomuni­
caciones, al resolver los amparos en revisión 62/2018 y 63/2018; el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, 
al resolver los amparos en revisión 492/2017 y 2/2019; el diverso susten­
tado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 64/2018; el diverso sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 73/2018; el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 164/2018; el 
diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 135/2018; y el diverso sustentado 
por el Sexto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 13/2018, 57/2018, 77/2018 y 147/2018.

Tesis de jurisprudencia 3/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de febrero de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de abril de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PERMISO PARA OPERAR Y EXPLOTAR EL SERVICIO DE AUTOTRANS­
PORTE FEDERAL DE PASAJEROS. LA OPINIÓN EMITIDA POR LA 
ADMINISTRACIÓN PORTUARIA O DEL AEROPUERTO DE QUE SE TRATE, 
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SOBRE LA SOLICITUD PARA EL OTORGAMIENTO DEL PERMISO 
CORRESPONDIENTE NO ES VINCULANTE PARA LA AUTORIDAD ADMI­
NISTRATIVA COMPETENTE.

Criterios discrepantes: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 
interpretaron el contenido de los artículos 47 de la Ley de Caminos, Puen­
tes y Autotransporte Federal y 28 del Reglamento de Autotransporte Federal 
y Servicios Auxiliares, y sostuvieron criterios divergentes, ya que mientras 
uno de los órganos colegiados determinó que el sentido de la opinión de 
quien tenga a su cargo la administración del puerto marítimo o aeropuerto 
de que se trate, no vincula obligatoriamente a la autoridad (Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes) para emitir o no el permiso para prestar el 
servicio de autotransporte federal de pasajeros y/o transportación terrestre 
de pasajeros de y hacia los puertos marítimos y aeropuertos, pues se trata de 
una mera idea o juicio técnico que, en su caso, orienta la decisión de ésta; 
el otro cuerpo colegiado resolvió que el sentido de la opinión sí reviste el 
carácter de vinculante para la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, 
pues así se desprende de los preceptos legales en comento.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la opinión de quien tenga a su cargo la administración 
portuaria o del aeropuerto de que se trate, es un requisito previo para que 
el Titular de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes esté en aptitud 
de otorgar, en su caso, el permiso solicitado por la parte interesada, cuyo 
sentido no vincula obligatoriamente a dicha Secretaría para emitir o no el 
referido permiso, pues tal opinión es una mera idea o juicio técnico que, en su 
caso, orientará la decisión que tome el titular de dicha dependencia.

Justificación: De los artículos 47 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto­
transporte Federal y 28 del Reglamento de Autotransporte Federal y Ser­
vicios Auxiliares, no se advierte que la opinión emitida, respecto de la 
solicitud para el otorgamiento del permiso para operar y explotar el servicio 
de autotransporte federal de pasajeros en la modalidad de "transportación 
terrestre de pasajeros de y hacia puertos marítimos y aeropuertos", sea 
vinculante para el titular de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes 
al emitir la resolución (permiso) que corresponda. Es decir, al margen del 
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sentido en que se emita dicha opinión –ya sea a favor o en contra de otorgar 
el permiso–, la misma puede ser o no considerada por dicho Secretario al 
momento de resolver lo relativo a la concesión o negativa del permiso soli­
citado; pues sobre este tópico los artículos referidos únicamente condicionan 
al titular de la dependencia a que recabe la opinión del administrador corres­
pondiente, antes del otorgamiento del permiso solicitado por la parte inte­
resada; esto es, tal opinión sólo es orientadora para la determinación que 
se llegase a tomar.

2a./J. 4/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 229/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Décimo Quinto del Primer Circuito y Primero del Sexto Circuito, 
ambos en Materia Administrativa. 20 de enero de 2021. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Yaremy Patricia 
Penagos Ruiz.

Criterios discrepantes:

El sustentado entre el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 539/2017; y el 
diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Adminis­
trativa del Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 347/2018.

Tesis de jurisprudencia 4/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de febrero de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de abril de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

DEMANDA DE AMPARO. PROCEDE DESECHARLA POR ACTUALIZARSE 
UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA, CUANDO 
EL JUEZ DE DISTRITO TIENE A SU ALCANCE MEDIOS PROBATORIOS 
SUFICIENTES PARA CONCLUIR QUE LA PARTE QUEJOSA NO TIENE EL 
CARÁCTER DE TERCERO EXTRAÑO AL JUICIO POR EQUIPARACIÓN. 
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Hechos: Al resolver diversos recursos de queja, los Tribunales Colegiados 
de Circuito contendientes se pronunciaron sobre si procede o no el dese­
chamiento de una demanda de amparo por actualizarse un motivo manifiesto 
e indudable de improcedencia, cuando quien promueve con el carácter de 
tercero extraño a juicio por equiparación no acredita tener tal carácter.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que procede desechar la demanda de amparo por actuali­
zarse un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, cuando el Juez de 
Distrito tiene a su alcance medios probatorios suficientes para concluir que 
el quejoso no tiene el carácter de tercero extraño al juicio por equiparación.

Justificación: De conformidad con los artículos 107, fracciones III, inciso c), 
y VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 
107, fracción VI, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo procede contra 
actos u omisiones, dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas 
al juicio. Por otra parte, se tiene que el tercero extraño por equiparación es el 
sujeto que siendo parte formal de la controversia, por ser el demandado, no 
fue llamado al juicio, o bien, que fue defectuoso el emplazamiento y que, por 
ello, no pudo comparecer al procedimiento en defensa de sus intereses. 
En otro orden, se tiene que el Juez de amparo no podrá admitir a trámite la 
demanda relativa, en caso de existir una causa manifiesta e indudable de 
improcedencia en términos del artículo 113 de la Ley de Amparo. Luego, 
cuando el juzgador de amparo que conoce de la demanda tiene a su alcance 
los elementos probatorios suficientes que le permiten deducir que el promo­
vente no tiene el carácter de tercero extraño al juicio por equiparación, es 
legalmente válido que deseche la demanda de amparo, en tanto que aun 
cuando se tramitara el juicio no se llegaría a una conclusión distinta.

2a./J. 5/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 240/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materias Administrativa y de Trabajo del Vigésimo Segundo Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno 
Circuito. 27 de enero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
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Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Guadalupe de Jesús Hernández Velázquez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito al resolver la queja 72/2020, y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno 
Circuito, al resolver la queja 76/2020.

Tesis de jurisprudencia 5/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de febrero de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de abril de 2021 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de mayo de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

RENUNCIA. CUANDO EL DOCUMENTO RESPECTIVO CONTENGA DOS 
ELEMENTOS DE SUSCRIPCIÓN, COMO SON LA HUELLA DACTILAR 
Y LA FIRMA AUTÓGRAFA, BASTA QUE SE ACREDITE LA VERACIDAD 
DE UNO DE ELLOS PARA DARLE PLENA EFICACIA PROBATORIA 
(ARTÍCULO 802 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO VIGENTE HASTA 
EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012).

Hechos: Los órganos colegiados contendientes llegaron a posturas contra­
dictorias al analizar la eficacia probatoria de los elementos de suscripción 
del escrito de renuncia –huella dactilar y firma autógrafa–; así, el Pleno de 
Circuito concluyó que cuando en un escrito de renuncia coexistan una firma 
y una huella digital, bastará con que se acredite la falsedad de uno de éstos 
para que la documental pierda valor probatorio, ello con independencia de 
que subsista el otro signo distintivo; en contrapartida, el Tribunal Colegiado 
de Circuito determinó que para que se considere a alguien como autor de un 
escrito de renuncia, es suficiente que se demuestre la veracidad de la firma 
o la huella dactilar para que tal documento posea pleno valor probatorio.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que de conformidad con el texto del artículo 802 de la Ley 
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Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de noviembre de 2012, cuando el 
escrito de renuncia contenga dos elementos de suscripción, como son 
la firma o la huella digital, es suficiente que se acredite la veracidad de uno 
de ellos para que le sea atribuida la autoría al suscriptor.

Justificación: El artículo 802 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 
30 de noviembre de 2012, establece que se reputa autor de un documento 
privado al que lo suscribe, entendiendo por suscripción a la colocación al 
pie del escrito de la firma o huella digital que sean idóneas para identificar 
a la persona que suscribe. Así, es jurídicamente válido concluir que cuando 
en una contienda en materia de trabajo se ofrezca como prueba la renuncia 
y dicho documento contenga los dos elementos de suscripción, esto es, la 
huella dactilar y la firma autógrafa, basta que se acredite la veracidad de 
uno de ellos para otorgarle plena eficacia probatoria, pues el texto de la ley 
aplicable en esos casos así lo exige. Ello al margen de que no se acredite 
la autenticidad del otro signo distintivo.

2a./J. 6/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 243/2020. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia 
de Trabajo del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo el Décimo Octavo Circuito. 27 de enero de 2021. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García 
de la Mora.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 2/2019, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.VI.L. J/11 L 
(10a.), de título y subtítulo: "RENUNCIA. CUANDO EN EL ESCRITO RES­
PECTIVO COEXISTAN UNA FIRMA Y UNA HUELLA DIGITAL QUE SE 
ATRIBUYEN AL ACTOR, BASTARÁ CON QUE ÉSTE DEMUESTRE LA FAL­
SEDAD DE UNO DE ESOS ELEMENTOS PARA QUE TODO EL DOCUMENTO 
PIERDA VALOR PROBATORIO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 16 de octubre de 2020 a las 10:26 horas y en 
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la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
79, Tomo II, octubre de 2020, página 1395, con número de registro digital: 
2022249; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 108/2020.

Tesis de jurisprudencia 6/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de febrero de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de abril de 2021 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de mayo de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. NO DEBE ORDENARSE CUANDO 
EL JUEZ DE DISTRITO OMITE REQUERIR EXPRESAMENTE A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE PARA QUE EN SU INFORME JUSTIFICADO 
COMPLEMENTE LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO, TRATÁNDOSE DE LA HIPÓTESIS DEL ARTÍCULO 117, 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si 
el hecho de que el Juez de Distrito omita requerir expresamente a la autoridad 
responsable para que en su informe justificado complemente la fundamen­
tación y motivación del acto reclamado, tratándose de la hipótesis prevista 
en el artículo 117, último párrafo, de la Ley de Amparo, esto es, cuando se 
reclamen actos materialmente administrativos en que se aduzca la falta o 
insuficiencia de fundamentación y motivación, constituye una violación a las 
formalidades esenciales del procedimiento que amerita su reposición, 
llegaron a conclusiones opuestas, pues mientras uno consideró que el Juez 
de Distrito está obligado a requerir expresamente a la autoridad responsable 
para que en su informe justificado complemente la fundamentación y moti­
vación del acto reclamado ya que, de lo contrario, se actualiza una violación 
a las formalidades esenciales del procedimiento que deja en estado de 
indefensión a las partes, el otro sostuvo que el juzgador no está obligado a 
realizar dicho requerimiento, pues con ello se trastoca el principio de paridad 
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procesal y, por ende, esa omisión del a quo no implica una violación a las 
formalidades esenciales del procedimiento ni deja en estado de indefensión 
a las partes.

Criterio Jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que la falta de requerimiento expreso por parte del Juez 
de Distrito para que la autoridad responsable en su informe justificado 
complemente la fundamentación y motivación del acto reclamado, tratán­
dose de la hipótesis prevista en el artículo 117, último párrafo, de la Ley de 
Amparo, no constituye una violación a las formalidades esenciales del proce­
dimiento que amerite su reposición.

Justificación: La omisión del Juez de Distrito de requerir expresamente a 
la autoridad responsable para que en su informe justificado complemente la 
fundamentación y motivación del acto reclamado, tratándose de la hipótesis 
prevista en el artículo 117, último párrafo, de la Ley de Amparo, esto es, 
cuando se reclamen actos materialmente administrativos en que se aduzca 
la falta o insuficiencia de fundamentación y motivación, no constituye una 
violación a las formalidades esenciales del procedimiento que amerite su 
reposición, porque: a) El artículo 117, último párrafo, de la Ley de Amparo 
impone una carga procesal a la autoridad responsable –y no al juzgador– 
de complementar la fundamentación y motivación del acto reclamado en el 
informe justificado, so pena de considerar en la sentencia que se dicte que 
el acto reclamado tiene un vicio de fondo que impide su reiteración, de 
conformidad con el artículo 124 del citado ordenamiento; b) No es obligación 
del Juez de Distrito requerir expresamente que se complemente la fun­
damentación y motivación del acto reclamado, en virtud de que la autoridad 
responsable es la principal interesada en la subsistencia del acto que se 
le reclama y, por ende, es quien está constreñida a defender su constitucio­
nalidad; c) Si bien es cierto que el informe justificado es una formalidad 
esencial del procedimiento, también lo es que el cumplimento de tales 
formalidades, respecto de la autoridad responsable, se colma en la medida 
en que el Juez de Distrito requiere el informe justificado, le remite copia de 
la demanda de amparo y respeta los plazos para su ofrecimiento; d) No se deja 
sin defensas al quejoso, por el contrario, la consecuencia de que la autoridad 
responsable no complemente en el informe justificado la fundamentación y 
motivación del acto reclamado, da lugar a que en la sentencia concesoria 
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se estime que el referido acto presenta un vicio de fondo que impide a 
la autoridad su reiteración; y, e) La reposición del procedimiento no colma­
ría el propósito de la norma en el sentido de hacer del amparo un instrumento 
más eficiente y económico de restauración de violaciones sustantivas a 
derechos humanos, en lugar de postergar dicha reparación ante la existen­
cia probada de violaciones de índole formal.

2a./J. 7/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 241/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero del Tercer Circuito y Cuarto del Segundo Circuito, ambos 
en Materia Administrativa. 17 de febrero de 2021. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Tesis y criterio contendientes:

El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 168/2015, el cual dio origen a la tesis aislada 
II.4o.A.4 K (10a.), de título y subtítulo: "REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
EN EL AMPARO. DEBE ORDENARSE SI AL SOLICITAR A LAS AUTORI­
DADES RESPONSABLES SU INFORME JUSTIFICADO, EL JUEZ DE DIS­
TRITO NO LAS REQUIERE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 117, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE LA MATERIA, NO OBSTANTE QUE EL QUEJOSO 
ADUZCA LA FALTA O INSUFICIENCIA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTI­
VACIÓN DEL ACTO MATERIALMENTE ADMINISTRATIVO RECLAMADO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de 
septiembre de 2016 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 34, Tomo IV, septiembre 
de 2016, página 2952, con número de registro digital: 2012647; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 88/2020.

Tesis de jurisprudencia 7/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de junio de 2021 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de junio de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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TERCERO INTERESADO. ADQUIERE ESE CARÁCTER LA PARTE ACTORA 
DE LOS RESPECTIVOS JUICIOS LABORALES ACUMULADOS, EN 
LOS QUE SE RECLAMA UNA MISMA PRETENSIÓN E INTERESES 
EXCLUYENTES. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes al analizar 
una misma problemática jurídica arribaron a posicionamientos contrarios, 
pues mientras que para uno de ellos los actores en los juicios laborales 
acumulados no pueden tener el carácter de terceros interesados y tampoco 
deben ser llamados a juicio, debido a que la acumulación no tiene ese 
efecto y porque el tercero interesado debe ser entendido como la persona 
ajena o extraña al juicio, que no integra la relación jurídica procesal como 
parte actora o demandada en los juicios acumulados, para el otro órgano 
colegiado los actores en los juicios laborales acumulados sí tienen el carác­
ter de terceros interesados en los juicios que se acumulan y, por tanto, 
deben ser llamados al juicio de su contraria para defender sus derechos 
correspondientes.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, por regla general, en los asuntos laborales acumu­
lados en los que se reclama una misma pretensión e intereses excluyen­
tes, la parte actora del juicio acumulado sí adquiere el carácter de tercero 
interesado en el juicio al que se acumula y viceversa y, por ende, se le debe 
llamar al juicio, con ese carácter, en defensa de sus intereses.

Justificación: El hecho de decretar la acumulación de expedientes no puede 
traer como consecuencia limitar los derechos sustantivos de quien ostenta 
tener un interés jurídico para intervenir en el proceso laboral. Por tanto, con 
la intervención del tercero interesado en dicho juicio se garantiza el mandato 
del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
al otorgarle la posibilidad de oponer excepciones y ofrecer aquellas pruebas 
que se encuentren relacionadas con los hechos en que funde su interés jurí­
dico, las cuales, incluso, pudieran ser distintas de las que ofreció en el asunto 
acumulado en el que figura como parte actora, atendiendo obviamente a la 
pretensión perseguida. De esta forma, al integrarse a la relación jurídica pro­
cesal queda sujeto a lo que resuelva la Junta al pronunciar el laudo, con lo 
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cual también se cumple con el propósito del artículo 690 de la Ley Federal 
del Trabajo, consistente en llamar a juicio a quien pudiera resultar afectado 
por la resolución que se pronuncie en el conflicto. Además, los juicios acumu­
lados no pierden individualidad en cuanto a las acciones intentadas, pues la 
acumulación no equivale a la fusión de los asuntos, sino que, a partir de 
esa individualidad, la Junta está obligada a resolver de acuerdo con la litis 
planteada en cada uno de ellos, atendiendo a las pretensiones y defensas 
opuestas, así como a las pruebas ofrecidas al caudal probatorio. De ahí la 
necesidad de que se les reconozca, simultáneamente, el carácter de terce­
ros interesados a los actores de los respectivos juicios laborales acumulados, 
porque en tanto detentan intereses contrapuestos, con ello se encontrarán 
en posibilidad de oponer excepciones y de ofrecer pruebas diferentes a las 
aportadas para justificar su pretensión.

2a./J. 20/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 224/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia de Trabajo del Décimo Circuito y Segundo en 
Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito. 10 de febrero 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Oscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo 
Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 275/2012, el cual dio origen 
a la tesis aislada XIX.2o.P.T.3 L (10a.), de título y subtítulo: "TERCERO 
LLAMADO A JUICIO. TIENE ESE CARÁCTER CADA UNO DE LOS ACTORES 
EN LOS JUICIOS ACUMULADOS CUANDO AFIRMEN TENER DERECHO 
PREFERENTE A LA MISMA PLAZA OTORGADA AL CODEMANDADO 
FÍSICO PARA QUE SEAN CONSIDERADOS COMO PARTE EN EL PROCE­
DIMIENTO INSTAURADO POR SU CONTRARIO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, 
mayo de 2013, página 2148, con número de registro digital: 2003786; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 1352/2019.
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Tesis de jurisprudencia 20/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de mayo de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de mayo de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL HECHO DE QUE EL "DOCUMENTO 
TÉCNICO" COMPLEMENTARIO AL ANEXO 24 DE LAS RESOLUCIONES 
MISCELÁNEAS FISCALES PARA 2016 Y 2017, NO SE PUBLICARA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS 
DE LEGALIDAD Y DE SEGURIDAD JURÍDICA.

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito estimaron que en obser­
vancia a los principios de legalidad y de seguridad jurídica, era necesario 
publicar en el Diario Oficial de la Federación, el "documento técnico" a que 
hace referencia el Anexo 24 de las Resoluciones Misceláneas Fiscales para 
2016 y 2017; en contrapartida, otro Tribunal Colegiado de Circuito determinó 
que la falta de publicación de dicho documento, no generaba perjuicio 
alguno en la esfera de derechos de los contribuyentes.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el hecho de que el documento técnico complemen­
tario al Anexo 24 de las Resoluciones Misceláneas Fiscales para 2016 y 
2017, no se publicara en el Diario Oficial de la Federación, no vulnera los 
principios de legalidad y de seguridad jurídica, pues de conformidad con 
el texto de los artículos 3o. y 4o. del Código Civil Federal y 2o., 3o. y 4o. de la 
Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamentales, en su 
texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 31 de mayo de 2019, era innecesario publicarlo en dicho medio de difu­
sión oficial.

Justificación: La naturaleza del documento técnico complementario al Anexo 
24 de las Resoluciones Misceláneas Fiscales para 2016 y 2017 no encuadra 
en ninguno de los supuestos establecidos en el artículo 3o. de la Ley del 
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Diario Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamentales, cuya publica­
ción en el medio de difusión sea obligatoria. Además, el Anexo 24 de cada 
una de las Resoluciones Misceláneas Fiscales de que se trata fue publicado 
en el Diario Oficial de la Federación, cuyo texto detalla la información que 
deben contener los archivos de contabilidad electrónica, la cual consiste, 
entre otros, en el catálogo de cuentas; balanza de comprobación; pólizas 
del periodo; auxiliar de folios de comprobantes fiscales, etcétera. Así, el 
hecho de que no se publicara el documento técnico complementario no viola 
los principios de legalidad y de seguridad jurídica, pues basta que éste se 
encuentre en la página del Servicio de Administración Tributaria (SAT), para 
que el contribuyente estuviera en posibilidad de hacer uso de las tecnologías 
implementadas para agilizar el cumplimiento de sus obligaciones tribu­
tarias y los procesos de fiscalización.

2a./J. 21/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 269/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con resi­
dencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, y los Tribunales Colegiados 
Tercero y Décimo Primero, ambos en Materia Administrativa del Primer 
Circuito. 24 de febrero de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa; 
en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver los 
amparos en revisión 236/2018 (cuaderno auxiliar 413/2020) y 714/2018 
(cuaderno auxiliar 565/2020), el sustentado por el Tercer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 
directo 89/2017, y el diverso sustentado por el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 105/2017.
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Tesis de jurisprudencia 21/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de marzo de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de mayo de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. EL SECRETARIO 
ENCARGADO DEL DESPACHO DEL JUZGADO DE DISTRITO POR 
VACACIONES DEL TITULAR, ESTÁ FACULTADO PARA PRONUNCIARSE 
SOBRE EL ACATAMIENTO DE LA EJECUTORIA PROTECTORA, POR SU 
CARÁCTER URGENTE. 

Hechos: Uno de los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al 
analizar si el pronunciamiento sobre el cumplimiento de una sentencia de 
amparo puede estimarse como un auto de trámite o una resolución de carácter 
urgente y, en consecuencia, si el secretario encargado del despacho del 
Juzgado de Distrito por vacaciones de su titular está facultado para decidir 
sobre el particular, sostuvo que de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 43 y 161 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
dicho secretario está facultado para pronunciarse sobre el cumplimiento de 
las sentencias que conceden la protección de la Justicia Federal, habida 
cuenta que de los artículos 192, 193 y 196 de la Ley de Amparo se desprende 
que el juzgador debe dictar las medidas necesarias para que tales ejecu­
torias se cumplimenten a la brevedad para resarcir el quebranto al orden 
público derivado de los actos declarados inconstitucionales, de lo que se 
sigue que el pronunciamiento sobre su debido acatamiento constituye una 
resolución de carácter urgente; en cambio, el otro tribunal contendiente deter­
minó que atendiendo a lo previsto en los preceptos legales en cita, la decla­
ratoria de cumplimiento o incumplimiento de una ejecutoria de amparo no 
puede estimarse como un acuerdo de trámite, dado que puede derivar 
en la imposición de una multa a las autoridades responsables e incluso en su 
destitución y consignación, ni tampoco como una resolución urgente, tan 
es así que es legalmente factible ampliar el plazo concedido inicialmente a 
las responsables para acreditar su acatamiento, de lo que se sigue que el 
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secretario encargado del juzgado por vacaciones del titular carece de atribu­
ciones para resolver al respecto.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el secretario encargado del despacho del Juzgado 
de Distrito por vacaciones del titular está facultado para pronunciarse sobre 
el cumplimiento de las sentencias de amparo, en tanto es menester que al 
concluir el plazo concedido a las autoridades responsables para demostrar 
su acatamiento o al fenecer el plazo de la vista otorgada a la parte quejosa y 
a la parte tercero interesada con las constancias relativas, se determine si 
los deberes impuestos en el fallo protector se encuentran satisfechos para, 
en su caso, dictar las medidas necesarias para conseguirlo, máxime que la 
urgencia de la decisión no radica exclusivamente en los posibles daños 
que se podrían ocasionar al agraviado en caso de que la sentencia no se 
ejecute de inmediato, sino también en lograr el objetivo del juicio de amparo, 
el cual estriba en restituir al quejoso en el goce del derecho fundamental 
violado a la brevedad posible, a fin de evitar que el retraso en la ejecución 
de la decisión torne nugatoria la protección de la Justicia Federal.

Justificación: En el dictamen a la iniciativa de la Ley de Amparo en vigor, se 
precisó que la ejecución de las sentencias que conceden la protección 
de la Justicia Federal constituye una parte toral del juicio de amparo, en 
tanto que su objetivo es restituir al quejoso en el pleno goce del derecho 
vulnerado con el acto declarado inconstitucional; por tal razón se estimó 
necesario implementar medidas que permitan lograr su eficaz y oportuno cum­
plimiento, habida cuenta que las dilaciones o fallas en su ejecución podrían 
anular sus efectos restitutorios. Lo que se corrobora al tener en cuenta que 
el derecho de acceso a la justicia que se tutela en el segundo párrafo del 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
conlleva para los órganos jurisdiccionales el deber de garantizar la efecti­
vidad de los recursos y los medios de defensa, lo que de suyo implica 
asegurar la debida ejecución de sus decisiones sin dilaciones indebidas o 
innecesarias. En efecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
sostiene que de acuerdo con el principio de efectividad de los recursos o 
medios de defensa previsto en el artículo 25, numeral 1, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, no pueden considerarse efectivos 
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aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por 
las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios, lo que 
puede ocurrir, por ejemplo, al verificarse cualquier situación que configure 
un cuadro de denegación de justicia, como sucede cuando se incurre en 
retardo injustificado en la decisión, o en la ejecución de la misma. Incluso, el 
artículo 25, numeral 2, inciso c), de la Convención establece la obligación 
del Estado de garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de 
toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso, lo que signi­
fica que la responsabilidad estatal no termina cuando las autoridades com­
petentes emiten la decisión o sentencia porque se requiere, además, que el 
Estado garantice los medios para ejecutar dichas decisiones definitivas. 
Luego, es claro que en tratándose del juicio de amparo, es indispensable 
que la ejecución de la reparación al derecho violado, esto es, el cumplimiento 
del fallo protector, se realice sin dilaciones indebidas o injustificadas, pues de 
lo contrario se tornaría ilusorio y lo dotaría de ineficacia, en detrimento 
del acceso a la tutela jurisdiccional efectiva.

2a./J. 22/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 189/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Quinto en Materia Penal del Primer Circuito y Primero del 
Vigésimo Cuarto Circuito. 24 de febrero de 2021. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso 
de la Vega Romero.

Tesis y criterio contendientes:

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
incidente de inejecución de sentencia 4/2016, y los recursos de inconfor­
midad previstos en las fracciones I a III del artículo 201 de la Ley de 
Amparo 3/2018, 5/2018, 49/2018 y 9/2019, los cuales dieron origen a la 
tesis de jurisprudencia I.5o.P. J/4 (10a.), de título y subtítulo: "SECRETARIO 
DE JUZGADO ENCARGADO DEL DESPACHO EN TÉRMINOS DE LOS 
ARTÍCULOS 43 O 161 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE 
LA FEDERACIÓN. AL NO SER LA DECLARATORIA DE CUMPLIMIENTO 
UNA DILIGENCIA, PROVIDENCIA DE MERO TRÁMITE, O RESOLUCIÓN 



67

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2021

DE CARÁCTER URGENTE, DICHO FUNCIONARIO CARECE DE ATRIBU­
CIONES LEGALES PARA DECIDIR SI LA SENTENCIA DE AMPARO SE 
ENCUENTRA O NO CUMPLIDA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, 
Tomo IV, octubre de 2019, página 3393, con número de registro digital: 
2020764; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al 
resolver el recurso de inconformidad 6/2020.

Tesis de jurisprudencia 22/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de mayo de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBAS DOCUMENTALES EN EL RECURSO DE QUEJA. SON ADMISI­
BLES LAS QUE SE OFRECEN PARA DESESTIMAR LA CAUSA DE IMPRO­
CEDENCIA MANIFIESTA E INDUDABLE INVOCADA EN EL ACUERDO 
RECURRIDO MEDIANTE EL QUE SE DESECHÓ LA DEMANDA DE 
AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si 
son o no admisibles las pruebas documentales ofrecidas por la parte que­
josa en su recurso de queja, cuyo objeto es desestimar la causa de impro­
cedencia manifiesta e indudable que se invocó en el acuerdo por el que se 
desechó la demanda de amparo, llegaron a conclusiones distintas, ya que 
uno estimó que sí son admisibles, mientras que el otro consideró que no lo son.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que sí son admisibles las pruebas documentales ofrecidas 
en el recurso de queja, cuyo propósito sea desestimar la causa de impro­
cedencia manifiesta e indudable hecha valer en la resolución impugnada 
por medio de la cual se desechó la demanda de amparo.
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Justificación: Los artículos 97, 99, 100 y 101 de la Ley de Amparo no dispo­
nen cuestión alguna sobre la posibilidad de aportar pruebas en el recurso 
de queja, por el contrario, limitan su materia al análisis de los motivos de 
agravio hechos valer, el acuerdo recurrido, el informe elaborado por el órgano 
jurisdiccional de amparo y las constancias del juicio que las partes hayan 
señalado para su envío en copia certificada al órgano colegiado, sin poder 
abarcar otros aspectos, como pudieran ser las pruebas ofrecidas en el 
propio recurso. Por otro lado, este Alto Tribunal ha sostenido que tratándose 
del recurso de revisión no es posible la admisión de probanza alguna, por lo 
que si los interesados las aportan no deben ser tomadas en consideración 
por el órgano revisor puesto que, de lo contrario, se alterarían los términos 
de la contienda jurisdiccional, lo que a su vez provocaría inseguridad jurídica 
respecto de la actuación de los órganos judiciales. Sin embargo, también 
ha considerado que el criterio de inadmisibilidad de pruebas en la revisión 
debe aplicarse de manera estricta, considerándosele como una regla general 
para los casos en que la materia de impugnación se circunscribe a cuestio­
namientos de legalidad que, para resolverlos, necesariamente debe aten­
derse al estado de las cosas al momento en que se pronunció la resolución 
recurrida, sin introducir elemento alguno que pueda alterar la situación juz­
gada, puesto que resultaría antijurídico declarar ilegal una resolución con 
base en elementos o circunstancias que el órgano revisado no pudo tener 
en consideración al emitirla. Por ello, se estableció que la prohibición de 
admitir pruebas en el recurso de revisión se refiere exclusivamente a las 
que tienden a demostrar la existencia o constitucionalidad de los actos 
reclamados y que, por su propia condición, deben ser apreciados tal como 
fueron probados ante el órgano de amparo primigenio siendo, en consecuen­
cia, admisibles las que tienen como finalidad, por ejemplo, demostrar la 
actualización de una causa de improcedencia o que la demanda de amparo 
se promovió oportunamente. Si bien lo anterior es aplicable al recurso de 
revisión, válidamente puede regir en el recurso de queja interpuesto contra 
el acuerdo mediante el que se desechó la demanda de amparo indirecto 
por considerarse actualizada una causa de improcedencia manifiesta e indu­
dable, en tanto que en este supuesto la finalidad de las pruebas documen­
tales ofrecidas es acreditar que no se suscita la causa de improcedencia 
invocada por el juzgador, y no alteran el tema de fondo del juicio de amparo 
al no estar dirigidas a acreditar la existencia o inconstitucionalidad del acto 
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reclamado. Además, debe tomarse en cuenta que en términos del artículo 93, 
fracción VII, de la Ley de Amparo, el órgano jurisdiccional que resuelva el 
recurso de revisión podrá tener en consideración las pruebas que tiendan a 
desestimar el sobreseimiento fuera de audiencia constitucional, disposición 
que denota la intención del legislador de no dejar a la parte quejosa en 
estado de indefensión. Luego, si uno de los supuestos por los que el juzgador 
puede sobreseer en el juicio fuera de audiencia constitucional es que se 
actualice una causa de improcedencia manifiesta e indudable, es viable 
considerar que en el recurso de queja interpuesto contra la resolución 
que desechó la demanda de amparo por suscitarse una causa de improce­
dencia con esas características, también existe esa posibilidad de probar 
con el fin de desvirtuar tal circunstancia, puesto que se trata de situaciones 
análogas en tanto ponen fin al juicio sin pronunciarse sobre el fondo del 
asunto.

2a./J. 23/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 263/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Tercero del Sexto Circuito y Quinto del Tercer Circuito, ambos en 
Materia Administrativa. 3 de marzo de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Tesis y criterio contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al resol­
ver la queja 71/2019, la cual dio origen a la tesis aislada VI.3o.A.14 K 
(10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY DE AMPARO. SON 
ADMISIBLES LAS PRUEBAS CUANDO SE IMPUGNE EL DESECHAMIENTO 
DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO POR NOTORIA IMPRO­
CEDENCIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo IV, octubre 
de 2019, página 3592, con número de registro digital: 2020915, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver la queja 268/2020.
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Tesis de jurisprudencia 23/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de marzo de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de julio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO POR TIEMPO DETERMI­
NADO. CORRESPONDE AL ESTADO, EN SU CARÁCTER DE EMPLEADOR 
EQUIPARADO, JUSTIFICAR LA TEMPORALIDAD DE SU NOMBRAMIENTO 
(LEGISLACIONES BUROCRÁTICA FEDERAL Y DEL ESTADO DE COLIMA). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
conclusiones diferentes en relación con los nombramientos de carácter tem­
poral de trabajadores al servicio del Estado; así, mientras uno consideró 
suficiente para acreditar el carácter eventual de un trabajador el nombramiento 
en el que se establece una relación de trabajo por tiempo determinado, el 
otro consideró que para ello también era necesario que el Estado, en su 
carácter de empleador, justificara la razón que motivó su otorgamiento bajo 
dicha temporalidad.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el Estado, en su carácter de empleador equiparado, 
está obligado a justificar el otorgamiento de nombramientos temporales, los 
cuales sólo podrán celebrarse cuando así lo exija la naturaleza del trabajo, 
tengan por objeto cubrir a otro trabajador, o bien el cumplimiento de una 
obra determinada.

Justificación: De acuerdo con los artículos 11 de la Ley Federal de los Traba­
jadores al Servicio del Estado y 15, fracción II, de la Ley de los Trabajadores 
al Servicio del Gobierno, Ayuntamientos y Organismos Descentralizados del 
Estado de Colima, en lo no previsto por ellas, será aplicable supletoriamente 
la Ley Federal del Trabajo. En ese sentido, a efecto de determinar los requi­
sitos que deben cumplir los nombramientos de los servidores públicos por 
tiempo determinado, debe atenderse a lo establecido en los artículos 35, 
36, 37 y 39 de la Ley Federal del Trabajo, de acuerdo con los cuales la cele­
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bración de una relación de trabajo para obra o por tiempo determinado 
debe estar justificada en el desarrollo de una obra específica, la naturaleza de 
las funciones a desempeñar, o bien cubrir alguna vacante temporal. En con­
secuencia, de la interpretación sistemática de las disposiciones señaladas, se 
advierte que el otorgamiento de nombramientos por tiempo determinado 
es excepcional, de ahí que el Estado esté obligado a justificar la necesi­
dad de su celebración bajo dicha temporalidad, pues sólo así se actualizará 
la prerrogativa de éste de dar por terminada la relación laboral al concluir el 
término del nombramiento sin responsabilidad para las entidades o depen­
dencias, ya que de lo contrario se entenderá que el nombramiento fue por 
tiempo definitivo.

2a./J. 24/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 232/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Cole­
giado del Trigésimo Segundo Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito. 10 de marzo de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis y criterio contendientes:

El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 16/2018, la cual dio origen a la tesis PC.I.L. J/51 L (10a.), de título 
y subtítulo: "TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. CORRESPONDE 
AL PATRÓN JUSTIFICAR LA TEMPORALIDAD DEL NOMBRAMIENTO Y SU 
CAUSA MOTIVADORA.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 70, 
Tomo II, septiembre de 2019, página 1682, con número de registro digital: 
2020571; y,

El sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al resolver 
el amparo directo 45/2020.

Tesis de jurisprudencia 24/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del siete de abril de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de julio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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CAMBIO DE DOMICILIO FISCAL. LA COMPETENCIA PARA DAR CUM­
PLIMIENTO A UNA SENTENCIA DE NULIDAD PARA EFECTOS SE SURTE 
A FAVOR DE LA AUTORIDAD FISCAL PERTENECIENTE AL NUEVO 
DOMICILIO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar 
a qué autoridad corresponde la competencia para dar cumplimiento a una 
sentencia de nulidad cuyo efecto consiste en que la autoridad fiscalizadora 
purgue vicios durante la resolución derivada de un procedimiento de fiscali­
zación, en el supuesto de que el contribuyente haya cambiado su domicilio 
fiscal de aquella autoridad que inició el procedimiento de fiscalización, 
llegaron a conclusiones diferentes, toda vez que mientras uno determinó 
que la autoridad competente para dar cumplimiento a una sentencia de 
nulidad era aquella que tuviera competencia territorial en virtud del cambio 
del domicilio fiscal de la contribuyente, el otro consideró lo contrario.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la autoridad competente para dar cumplimiento a 
una sentencia de nulidad dictada para efectos, esto es, para purgar vicios 
durante el procedimiento de fiscalización tanto en materia fiscal como adua­
nera y emitir una nueva resolución, en el supuesto de que el contribuyente 
haya cambiado su domicilio fiscal de aquella autoridad que inició el proce­
dimiento de fiscalización, es la autoridad fiscal que reside en el nuevo 
domicilio fiscal.

Justificación: Cuando se dicta una sentencia de nulidad para efectos, la 
autoridad fiscal se encuentra obligada a continuar con el procedimiento de 
fiscalización en cualquiera de las dos fases en que quedó, cumpliendo 
para ello con los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución 
General, esto es, que se dicte por autoridad competente de manera fun­
dada y motivada; no obstante, si se acreditó un cambio de domicilio fiscal 
de parte del contribuyente de aquella autoridad que inició el procedimiento de 
fiscalización a la que tiene que cumplir dicha sentencia, en atención a los 
artículos 44 del Código Fiscal de la Federación y 150 de la Ley Aduanera, 
así como a la Cláusula Décima Octava del Convenio de Colaboración Admi­
nistrativa en Materia Fiscal Federal, celebrado entre la Secretaría de 
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Hacienda y Crédito Público y el Estado de México, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 13 de agosto de 2015, resulta competente la 
autoridad fiscal que tenga jurisdicción en el nuevo domicilio del contribu­
yente, ya que la autoridad fiscal que conoció de manera primigenia del 
procedimiento de fiscalización, ya sea en materia fiscal o aduanera, deberá 
trasladar sus facultades inherentes al aludido procedimiento a la nueva 
autoridad donde se ubique la circunscripción territorial del nuevo domicilio 
fiscal, siendo esta última autoridad quien continúe con el procedimiento 
respectivo en cualquiera de las fases en que se ubique el mismo.

2a./J. 25/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 19/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Segundo del Segundo Circuito y Primero del Primer Circuito, 
ambos en Materia Administrativa. 24 de marzo de 2021. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Selene Villafuerte Alemán.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 144/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.1o.A.156 A (10a.), de título y subtítulo: "DOMICILIO FISCAL. SI EL CONTRI­
BUYENTE LO CAMBIA DURANTE EL PERIODO OTORGADO A LA 
AUTORIDAD HACENDARIA CORRESPONDIENTE AL ANTERIOR PARA 
QUE PURGUE LOS VICIOS DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE DEL 
CRÉDITO FISCAL IMPUGNADO, EN CUMPLIMIENTO A UNA SENTEN­
CIA DE NULIDAD, ÉSTA ES COMPETENTE PARA DICTAR LA NUEVA 
DETERMINACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 1 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 46, 
Tomo III, septiembre de 2017, página 1817, con número de registro digi­
tal: 2015068, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 69/2020.
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Tesis de jurisprudencia 25/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de abril de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de junio de 2021 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de junio de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 59 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
SU INTERPOSICIÓN MEDIANTE CORREO CERTIFICADO CON ACUSE DE 
RECIBO INTERRUMPE EL PLAZO PREVISTO PARA ELLO, CUANDO 
EL RECURRENTE RESIDE FUERA DE LA POBLACIÓN DONDE SE 
UBICA LA SEDE DE LA SALA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA RESPECTIVA, SIEMPRE QUE EL OCURSO RELATIVO 
SE PRESENTE EN LA OFICINA DE CORREOS DEL LUGAR DONDE 
AQUÉL RADICA O, EN SU CASO, EN LA MÁS CERCANA.

Hechos: Al analizar una misma problemática jurídica, los Tribunales Cole­
giados de Circuito contendientes arribaron a conclusiones distintas, ya que 
uno determinó que lo previsto en el cuarto párrafo del artículo 13 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en el sentido de que 
la demanda se podrá interponer por conducto de la oficina de correos 
cuando el justiciable tiene su domicilio fuera del lugar donde reside la Sala 
competente, no es aplicable tratándose del recurso de reclamación previsto 
en el artículo 59 del citado ordenamiento legal, ya que aceptar que se debe 
tener por interpuesto oportunamente a partir de la fecha en que se pre­
sentó en el servicio postal, tendrá como consecuencia desconocer todo el 
sistema procesal que rige el juicio contencioso administrativo; en cambio, 
el otro Tribunal Colegiado de Circuito contendiente sostuvo que atendiendo al 
principio pro persona que se tutela en el artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo previsto en el primer numeral 
en cita respecto de la demanda de nulidad debe aplicarse, por identidad 
de razón, al recurso de reclamación, de modo tal que su presentación en la 
oficina de correos interrumpe el plazo previsto para su interposición.

Criterio jurídico: El recurso de reclamación previsto en el artículo 59 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo puede interpo­
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nerse mediante correo certificado con acuse de recibo cuando el recurrente 
resida en una población distinta a la en que se encuentra la sede de la Sala 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa respectiva, en la inteligencia de 
que el ocurso relativo debe presentarse en la oficina de correos del lugar 
donde aquél reside o, en su caso, en la más cercana, a fin de que se consi­
dere como fecha de presentación, para los efectos legales conducentes, 
la del acuse de recibo correspondiente.

Justificación: Atendiendo a los criterios sustentados por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en relación con el derecho de 
acceso efectivo a la justicia que se tutela en los artículos 17 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 25, numeral 1, de la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos, es dable sostener que para 
garantizar su eficaz ejercicio, los órganos jurisdiccionales deben interpre­
tar las normas procesales privilegiando el trámite del recurso o medio de 
defensa de que se trate, a fin de evitar que los meros formalismos o 
entendimientos no razonables de los requisitos o presupuestos procesales 
respectivos impidan un pronunciamiento sobre el fondo de lo pedido. Por 
tanto, si en el cuarto párrafo del artículo 13 de la Ley Federal de Proce­
dimiento Contencioso Administrativo se previó la posibilidad de que la 
demanda de nulidad se presente mediante correo certificado con acuse de 
recibo, cuando el demandante resida en una población distinta a la en que 
se encuentra el domicilio de la Sala del Tribunal Federal de Justicia Adminis­
trativa que debe conocer del asunto, debe estimarse que tal previsión, en 
tanto tiene como fin garantizar el derecho de acceso efectivo a la justi­
cia, también resulta aplicable en tratándose del recurso de reclamación 
previsto en el artículo 59 del ordenamiento legal en cita, habida cuenta que 
la presentación del ocurso relativo en la oficina de correos del lugar donde 
reside el recurrente interrumpe el plazo previsto para su interposición y, por 
tanto, deberá tenerse como fecha de presentación la del acuse de recibo 
correspondiente para los efectos legales conducentes. Lo anterior se corro­
bora al tener en cuenta que la Primera y la Segunda Salas de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, al pronunciarse sobre la constitucionalidad 
del artículo 42 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, determi­
naron que para garantizar el acceso efectivo a la tutela jurisdiccional es 
preciso que se conceda a los justiciables la oportunidad de presentar en la 
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oficina de correos tanto su demanda como los recursos procedentes, cuando 
radiquen en una entidad distinta a la en que se encuentra el domicilio del 
órgano jurisdiccional competente, de ahí que el citado artículo, al establecer 
que los escritos iniciales deben presentarse directamente en las oficinas 
de las autoridades administrativas competentes, excluyendo la posibilidad de 
que se presenten en una oficina de correos, vulnera ese derecho fundamen­
tal, dado que se impone una traba innecesaria e injustificada que dificulta a 
las personas el acceso a un medio de defensa legal y obstaculiza el ade­
cuado ejercicio de la función jurisdiccional.

2a./J. 27/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 262/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con resi­
dencia en Xalapa, Veracruz, y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito. 7 de abril de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso 
de la Vega Romero.

Tesis y criterio contendientes:

El Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 163/2019, el cual dio origen a la tesis 
aislada XXII.P.A.26 A (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE RECLA­
MACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 59 DE LA LEY FEDERAL DE PRO­
CEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL DEPÓSITO DEL 
ESCRITO RELATIVO EN LA OFICINA DE CORREOS INTERRUMPE 
EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN, SIEMPRE QUE EL 
RECURRENTE TENGA SU DOMICILIO FUERA DE LA POBLACIÓN EN 
DONDE RESIDA LA SALA REGIONAL DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUS­
TICIA ADMINISTRATIVA QUE CONOZCA DEL JUICIO.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de febrero de 2020 
a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 75, Tomo III, febrero de 2020, página 2405, con 
número de registro digital: 2021584; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el 
amparo directo 88/2020 (cuaderno auxiliar 547/2020).
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Tesis de jurisprudencia 27/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia del veintiocho de abril de dos 
mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de agosto de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de agosto de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECUSACIÓN. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA INFUNDADO 
EL INCIDENTE RELATIVO NO PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO, AL TRA­
TARSE DE UNA VIOLACIÓN PROCESAL RECLAMABLE EN AMPARO 
DIRECTO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron de manera discrepante respecto a si procede el juicio de amparo 
indirecto contra la resolución que declara infundado un incidente de recu­
sación o si se trata de una violación procesal reclamable en amparo directo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que en contra de la resolución que declara infundado un 
incidente de recusación no procede el juicio de amparo indirecto, al no tra­
tarse de un acto de imposible reparación sino que, al constituir una violación 
a derechos adjetivos, debe reclamarse en la vía de amparo directo al pro­
moverse la demanda contra la sentencia definitiva, en términos de lo dis­
puesto en los artículos 170, fracción I, 171 y 172, fracciones X y XII, de la 
Ley de Amparo.

Justificación: En términos del artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, 
que establece la procedencia del amparo indirecto contra actos en juicio 
cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que 
afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea Parte, esta Segunda Sala determina que 
la resolución que declara infundado un incidente de recusación, no se trata 
de un acto de imposible reparación en contra de la cual proceda de manera 
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inmediata el amparo indirecto, pues dicha resolución tiene como único 
efecto que el Juez, Magistrado o miembro de un tribunal, respecto de quien 
se haya promovido una recusación, continúe conociendo del asunto, cuyas 
consecuencias sólo tienen que ver con la afectación a derechos adjetivos 
o procesales que inciden, en todo caso, en las posiciones que van tomando 
las partes dentro del procedimiento con vista a obtener un fallo favorable, 
pero que de obtenerlo, sus efectos o consecuencias se extinguirán en la 
realidad de los hechos, sin haber originado afectación alguna a los derechos 
fundamentales de la persona o a su esfera jurídica y, por el contrario, si la 
sentencia le es desfavorable, podrá reclamarla en la vía de amparo directo, 
en términos de lo dispuesto en los artículos 170, fracción I, 171 y 172, frac­
ciones X y XII, de la Ley de Amparo, haciendo valer como violación dicha 
cuestión procesal.

2a./J. 29/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 208/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero en Materia Civil del Séptimo Circuito, Noveno en Materia 
Civil del Primer Circuito y Quinto en Materia Penal del Primer Circuito. 28 de 
abril de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Tesis y criterios contendientes:

El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la 
queja 100/2019, la cual dio origen a la tesis aislada I.9o.C.19 K (10a.), de 
título y subtítulo: "RECUSACIÓN. CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE 
DECLARA INFUNDADO EL INCIDENTE RELATIVO PROCEDE EL AMPARO 
INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 2 de agosto de 2019 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo IV, agosto 
de 2019, página 4633, con número de registro digital: 2020343, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 498/2019.
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Tesis de jurisprudencia 29/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de mayo de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de julio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN JUBILATORIA. EL MONTO MÁXIMO PREVISTO EN LA LEY 
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO ABROGADA Y EN EL RÉGIMEN DEL 
ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY DEL ISSSTE VIGENTE, 
DEBE CUANTIFICARSE CON BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE 
MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA) Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
el monto máximo de la pensión jubilatoria debe cuantificarse con base 
en el valor que corresponde al salario mínimo, en términos de lo previsto en 
las disposiciones legales y reglamentarias aplicables o bien, si dicho monto 
debe ser cuantificado con base en el valor de la Unidad de Medida y Actua­
lización (UMA).

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que el monto máximo de la pensión jubilatoria debe cuanti­
ficarse con base en el valor de la Unidad de Medida y Actualización y no en 
el salario mínimo.

Justificación: El salario mínimo constituye la remuneración mínima a que 
tiene derecho todo trabajador con motivo de las labores desempeñadas, 
establecido como un derecho irreductible por el artículo 123 de la Constitu­
ción Federal. Con el propósito de recuperar el poder adquisitivo del salario 
mínimo y dar cumplimiento al mandato constitucional relativo a que debe 
ser suficiente para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, 
el Constituyente Permanente aprobó la reforma constitucional en materia de 
desindexación del salario mínimo, con la que se implementó la creación de la 
Unidad de Medida y Actualización, expresada en moneda nacional, que 
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sustituyó al salario mínimo como índice, base, medida o referencia para 
determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes 
federales, estatales, del Distrito Federal (ahora Ciudad de México), así 
como en las disposiciones jurídicas que emanen de todas las anteriores, en 
términos de lo previsto en el artículo 26, apartado B, de la Constitución 
General. Congruente con ello, en el artículo 123, apartado A, fracción VI, 
constitucional se estableció que el salario mínimo no puede ser utilizado como 
índice, unidad, base, medida o referencia para fines ajenos a su natura­
leza, lo cual implica que el Constituyente Permanente prohibió al legislador 
ordinario continuar empleándolo como referencia para el pago de obliga­
ciones, entre otras, aquellas de naturaleza civil, mercantil, fiscal y adminis­
trativa, entre las que se encuentran las cuotas y aportaciones de seguridad 
social. De esta manera, si bien la pensión jubilatoria constituye un derecho 
de seguridad social que deriva de la existencia de un vínculo laboral, en 
términos del artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la Consti­
tución, al cual los trabajadores del Estado tienen derecho una vez que 
cumplen con los requisitos de edad y años de servicio previstos legalmente, 
el aspecto relativo a su cuantificación, al no referirse a alguno de los requi­
sitos que condicionan el otorgamiento del beneficio jubilatorio, corresponde 
a la materia administrativa y no a la laboral, de ahí que el monto máximo 
de la pensión jubilatoria establecido en los artículos 57 de la Ley del Ins­
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
abrogada, y 7 del Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones de los 
Trabajadores Sujetos al Régimen del Artículo Décimo Transitorio del Decreto 
por el que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, es una medida o referencia ajena a la natu­
raleza de lo que es el salario mínimo, y por tanto, debe cuantificarse a razón 
de diez veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización. Conclu­
sión que es acorde con la intención del Constituyente Permanente de 
impulsar el incremento del salario mínimo con el fin de que cumpla con su 
función constitucional. Ello, porque de considerar que el monto máximo 
de las pensiones debe calcularse con base en el salario mínimo, llevaría a 
estimar que el monto máximo del salario de cotización también debe deter­
minarse con base en el salario mínimo, lo cual se traduciría, en todo caso, 
en un incremento a las cuotas y aportaciones de seguridad social a cargo 
de las y los trabajadores, así como de la parte patronal, lo cual, lejos de 
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favorecer la recuperación del poder adquisitivo del salario mínimo, podría 
constituirse en un obstáculo para lograr su incremento y recuperación.

2a./J. 30/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 200/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo al Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, y Primero en Materia Admi­
nistrativa del Primer Circuito. 17 de febrero de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 507/2018, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.1o.A.212 A (10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES OTORGADAS POR 
EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABA­
JADORES DEL ESTADO. LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN 
(UMA) ES INAPLICABLE PARA FIJAR SU CUOTA DIARIA.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de mayo de 2019 
a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 66, Tomo III, mayo de 2019, página 2709, con 
número de registro digital: 2019879, y

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo directo 
207/2019 (cuaderno auxiliar 325/2020), el cual dio origen a la tesis aislada 
(IV Región)1o.11 A (10a.), de título y subtítulo: "UNIDAD DE MEDIDA Y 
ACTUALIZACIÓN (UMA). ES APLICABLE PARA CALCULAR EL INCREMENTO 
DE LAS PENSIONES JUBILATORIAS OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO, CONFORME A SU LEY VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE 
DE 2001.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
11 de septiembre de 2020 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 78, Tomo II, septiembre 
de 2020, página 1003, con número de registro digital: 2022113.
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Tesis de jurisprudencia 30/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de mayo de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de junio de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LAS SALAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA ESTÁN OBLIGA­
DAS AL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN TENDEN­
TES A CONTROVERTIR EL FONDO DEL ASUNTO, AUN Y CUANDO EL 
ACTO IMPUGNADO CAREZCA DE LA FIRMA AUTÓGRAFA DE LA AUTO­
RIDAD (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 51 Y 52 DE LA LEY FE­
DERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron respecto a si debían estudiarse los conceptos de anulación relativos 
al fondo del asunto a pesar de que se declare la nulidad del acto impugna­
do por carecer de firma autógrafa, aun cuando contiene únicamente firma 
facsimilar, ello de conformidad con el principio de mayor beneficio. Al res­
pecto, los órganos colegiados contendientes llegaron a conclusiones dife­
rentes, toda vez que mientras uno determinó que cuando se declare la 
nulidad de la resolución por el vicio formal indicado por parte de la autori­
dad emisora, sí se debía privilegiar el estudio de los argumentos de fondo 
del asunto, bajo el principio de mayor beneficio; mientras que el otro Tribu­
nal Colegiado consideró lo contrario, ya que estimó que la falta del requisito 
apuntado generaba la inexistencia del acto, que no lograba superarse ni 
aun a la luz del mencionado principio.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en términos del artículo 51 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, al resolver un juicio contencioso 
administrativo las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
deben y están obligadas a analizar los conceptos de anulación tendentes a 
controvertir el fondo del asunto, en atención al principio de mayor beneficio, 
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aun y cuando se determine que el acto impugnado carece de firma autó­
grafa de la autoridad emisora, no obstante que únicamente contenga firma 
facsimilar.

Justificación: Cuando llegue a advertirse que el acto de autoridad adolece 
de la falta de firma autógrafa por parte de la autoridad administrativa que 
dicta el acto, aun cuando contiene únicamente firma facsimilar, ubicándose 
en el supuesto que refiere el artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, consistente en que la resolución administrativa 
es ilegal por incurrir en la omisión de un requisito formal, que conduce a 
declarar una nulidad lisa y llana mas no inhabilitante, en términos del artícu­
lo 52 del aludido ordenamiento jurídico, si existen conceptos de anulación 
tendentes a controvertir el fondo del acto impugnado, las Salas del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa deberán privilegiar el estudio de dichos 
planteamientos porque, de declararse fundados, en ellos el particular sí 
puede ver colmada la pretensión sustancial y principal contenida en la de­
manda de nulidad, pues ello traerá como consecuencia eliminar en su tota­
lidad los efectos del acto impugnado, ya que generaría una nulidad lisa y 
llana por cuestiones de fondo, por lo que no resulta idóneo limitarse al es­
tudio de la violación formal consistente en la falta de firma, ello al tenor del 
principio de mayor beneficio. Sin que lo anterior implique que en el supues­
to en que no resulte fundado y favorable al actor el análisis de los concep­
tos de anulación vinculados al fondo del asunto, que lleven a una nulidad 
absoluta o lisa y llana, en ese caso, se deba dejar de declarar la nulidad 
como consecuencia de haber determinado que el acto impugnado carece 
de la firma autógrafa de la autoridad emisora (no obstante que contenga 
únicamente firma facsimilar), debido a que siempre se debe atender al 
principio de mayor beneficio en favor de la parte actora.

2a./J. 31/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 28/2021. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 14 de abril de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
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Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
taria: Selene Villafuerte Alemán.

Tesis y criterio contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver los amparos directos 612/2018, 661/2018, 82/2019, 735/2018 y 
17/2019, los cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia I.2o.A. J/3 
(10a.), de título y subtítulo: "NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR CARE­
CER DE LA FIRMA AUTÓGRAFA DE LA AUTORIDAD EMISORA. AL IM­
PLICAR LA INEXISTENCIA JURÍDICA, IMPIDE EL ANÁLISIS DE LOS 
DEMÁS ARGUMENTOS HECHOS VALER POR EL ACTOR.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de agosto de 2019 a 
las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 69, Tomo IV, agosto 2019, página 4250, con número 
de registro digital: 2020337; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo directo 192/2020.

Tesis de jurisprudencia 31/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de mayo de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de julio de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de julio de 2021, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL TRATARSE DE UN 
MEDIO DE DEFENSA EXTRAORDINARIO, EL PARTICULAR NO PUEDE 
OFRECER NINGÚN MEDIO DE PRUEBA, YA QUE LA DEMOSTRACIÓN 
FEHACIENTE DE LA ILEGALIDAD DEL ACTO RESPECTO DEL CUAL 
SE SOLICITA, SE HACE EXCLUSIVAMENTE MEDIANTE ARGUMENTOS 
O RAZONAMIENTOS.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes al analizar las 
sentencias de los juicios de amparo en los que se reclamó la resolución 
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dictada en la reconsideración prevista en el artículo 36 del Código Fiscal 
de la Federación llegaron a conclusiones distintas, pues mientras para un 
tribunal la demostración de la ilegalidad del acto respecto del cual se soli­
cita la reconsideración única y exclusivamente puede realizarse mediante 
argumentos y no así a través del ofrecimiento de medios de convicción, los 
otros tribunales concluyeron que la reconsideración sí permite el ofrecimiento 
y la valoración de medios de prueba, pues es la única manera de demostrar 
la ilegalidad del acto a analizar.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que de la interpretación teleológica, sistemática y funcional 
del artículo 36 del Código Fiscal de la Federación, deriva que la reconside­
ración administrativa no admite el ofrecimiento y el desahogo de medios de 
prueba, por lo que la ilegalidad del acto sólo puede demostrarse a través 
de argumentos o razonamientos.

Justificación: El sistema de impugnaciones en materia fiscal se conforma 
de mecanismos de defensa ordinarios y extraordinarios para analizar la 
legalidad de las actuaciones de la autoridad; la coherencia que mantiene 
tal sistema radica precisamente en que los ordinarios corresponden al actuar 
ordinario o común que deben observar los particulares, mientras que los 
extraordinarios obedecen a casos excepcionales y que se busca no sean 
lo regular y frecuente, sino que sólo operen en ciertos casos. Ahora bien, la 
finalidad perseguida mediante la reconsideración fue crear un medio de 
defensa extraordinario en el que la autoridad corrija por una sola ocasión 
un acto claramente ilegal, a condición de que ese acto no haya sido impug­
nado en algún medio de defensa ordinario ni esté prescrito. Aceptar que 
un mecanismo extraordinario como la reconsideración está compuesto de 
elementos idénticos a los ordinarios, como lo es la etapa u oportunidad 
probatoria a través de medios de prueba implicaría aceptar que se trata de un 
recurso o instancia (como lo son el recurso de revocación o el juicio de 
nulidad), haciendo absurda cualquier distinción entre esos medios de defensa. 
Además, funcionalmente, ello implicaría otorgar al particular –quien ordina­
riamente pudo impugnar el acto mediante el recurso de revocación o el juicio 
de nulidad– una oportunidad de impugnación amplia (al contar con una 
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etapa probatoria que es propia de los recursos o instancias), a pesar de 
que el derecho para ejercitar el mecanismo ordinario de defensa ya precluyó. 
Por ende, cuando el tercer párrafo del artículo 36 del Código Fiscal de la 
Federación utiliza la frase "demuestre fehacientemente", ello debe enten­
derse referido únicamente a la posibilidad de que el particular formule 
argumentos o razonamientos encaminados a evidenciar que el acto fiscal se 
emitió en contravención de las disposiciones fiscales que le resultan aplica­
bles, mas no a que pueda ofrecer y valorar algún tipo de medio de prueba. 
Debe resaltarse que en la reconsideración, la demostración argumentativa 
permite plantear cuestiones relacionadas con pruebas; sin embargo, invariable­
mente debe tratarse de material probatorio que consta en el expediente 
administrativo del cual emana el acto fiscal que le depara perjuicio, pues en 
tal supuesto no se trata del ofrecimiento y la valoración de nuevo material 
probatorio, sino de demostrar la ilegalidad del acto a partir de la indebida 
valoración del previamente ofrecido.

2a./J. 32/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 30/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo y Décimo Quinto, ambos en Materia Administrativa del 
Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en 
apoyo al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito. 14 de abril de 2021. Cinco votos de Los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Tesis y criterios contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el 
amparo en revisión 61/2019 (cuaderno auxiliar 380/2019), el cual dio origen 
a la tesis aislada (II Región)1o.7 A (10a.), de título y subtítulo: "RECONSI­
DERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36, TERCER 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL CONSTITUIR 
UNA REVISIÓN DE CARÁCTER EXTRAORDINARIO, NO AUTORIZA UN 
DERECHO PROBATORIO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
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Federación del viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 70, Tomo III, septiembre de 2019, página 2090, con número de 
registro digital: 2020644; y,

El sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 133/2016, y el diverso 
sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 20/2020.

Tesis de jurisprudencia 32/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de mayo de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de junio de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL DENUNCIANTE TIENE 
INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO IN­
DIRECTO CONTRA LA DETERMINACIÓN DE NO INICIAR LA INVESTIGA­
CIÓN RELATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 2016). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si 
conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, el denun­
ciante cuenta con interés necesario para promover amparo indirecto contra 
la decisión de la autoridad de no iniciar la investigación de responsabilidad 
administrativa llegaron a conclusiones distintas, toda vez que uno de ellos 
determinó que el quejoso carece de interés, ya que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación se pronunció sobre esta cuestión en las jurisprudencias 
2a./J. 1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./J. 41/2019 (10a.), mientras que el otro 
determinó que el denunciante sí cuenta con interés en el amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el denunciante sí cuenta con interés jurídico para 
impugnar en amparo indirecto las determinaciones de la autoridad investi­
gadora de no iniciar la investigación de responsabilidad administrativa.
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Justificación: Lo anterior, ya que conforme al nuevo régimen de responsa­
bilidades, el denunciante ha dejado de ser un simple vigilante para conver­
tirse ahora en un actor central del control de la acción pública y combate a 
la corrupción; de ahí que se le otorgó una participación activa tanto en la 
etapa de investigación, como en el procedimiento de responsabilidad admi­
nistrativa, al grado tal que cuenta con la posibilidad de alegar en audien­
cias, aportar pruebas, interponer medios de defensa y, en general, realizar 
cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de sus preten­
siones. Por tanto, al constituirse como una figura fundamental en el control 
de la acción administrativa, el denunciante está legitimado para promover 
amparo indirecto contra la determinación de no iniciar la investigación 
relativa. De ahí que las razones que daban sustento a las jurisprudencias 
2a./J. 1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./J. 41/2019 (10a.), resultan inaplicables 
bajo el nuevo régimen de responsabilidades administrativas. Finalmente, se 
precisa que para acudir al amparo indirecto resulta necesario, además, que 
se actualice alguna excepción al principio de definitividad que así lo 
permita.

2a./J. 33/2021 (10a.)

Contradicción de tesis 253/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Cuarto Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 28 de abril de 
2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Muñoz Acevedo.

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 466/2019; y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 41/2020.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 1/2006, 2a./J. 124/2008 y 2a./J. 41/2019 
(10a.) citadas, aparecen publicadas con los rubros y título y subtítulo: 
"RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL DENUN­
CIANTE DE LA QUEJA ADMINISTRATIVA CARECE DE INTERÉS JURÍDICO 
PARA IMPUGNAR EN AMPARO LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLARA 
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IMPROCEDENTE.", "RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLI­
COS DEL ESTADO DE PUEBLA. EL QUE EL ARTÍCULO 53 BIS, FRACCIÓN 
III, DE LA LEY RELATIVA OTORGUE AL PROMOVENTE DE LA QUEJA EL 
DERECHO PARA APORTAR MAYORES ELEMENTOS DE PRUEBA QUE 
MOTIVEN EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO; CUANDO 
SE DETERMINA QUE NO HA LUGAR A INICIARLO FORMALMENTE Y SE 
ORDENA EL ARCHIVO DEL EXPEDIENTE, NO LE OTORGA INTERÉS 
JURÍDICO PARA ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO CONTRA ESA RESO­
LUCIÓN.", y "RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
EL DENUNCIANTE DE LA QUEJA ADMINISTRATIVA NO TIENE INTERÉS 
LEGÍTIMO PARA IMPUGNAR EN AMPARO INDIRECTO LA RESOLU­
CIÓN QUE LA DESECHA (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE PUEBLA, 
QUINTANA ROO Y AFINES).", en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, enero de 2006, página 1120, 
con número de registro digital: 176129; Tomo XXVIII, septiembre de 2008, 
página 259, con número de registro digital: 168796, y en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 8 de marzo de 2019 a las 10:11 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 64, Tomo II, marzo de 2019, página 1979, con número de registro 
digital: 2019468, respectivamente.

De la sentencia que recayó al amparo en revisión 466/2019, resuelto por el 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
derivó la tesis aislada I.4o.A.186 A (10a.), de título y subtítulo: "RESPON­
SABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL DENUNCIANTE TIENE INTERÉS 
JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO CONTRA LA DETER­
MINACIÓN DE NO INICIAR LA INVESTIGACIÓN RELATIVA, AL OTORGARLE 
LA LEY GENERAL DE LA MATERIA UNA PARTICIPACIÓN ACTIVA.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de marzo 
de 2020 a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 76, Tomo II, marzo de 2020, página 
1024, con número de registro digital: 2021765.

Tesis de jurisprudencia 33/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de junio de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de agosto de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de agosto de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

VISITA DE INSPECCIÓN. LA ORDEN EMITIDA PARA VERIFICAR EL CUM­
PLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES EN MATERIA AMBIENTAL DE CON­



90

Suprema Corte de Justicia de la Nación

FORMIDAD CON LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA 
PROTECCIÓN AL AMBIENTE, NO REQUIERE LA PRECISIÓN DE UN 
PERIODO DE REVISIÓN. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar 
si las órdenes de inspección en materia ambiental emitidas para verificar el 
cumplimiento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente deben precisar el periodo sujeto a revisión o no, llegaron a 
posturas opuestas, pues uno consideró que las órdenes de inspección en 
materia ambiental, emitidas en términos de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, deben contener el periodo en que 
se va a verificar el cumplimiento de las obligaciones en materia ambiental, 
a fin de cumplir con el derecho a la seguridad jurídica reconocido por el 
artículo 16 constitucional; mientras que el otro sostuvo que de dicho orde­
namiento legal no se advierte como requisito para emitir la orden de inspec­
ción que la autoridad precise el periodo que estará sujeto a revisión.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que no es requisito de validez de las órdenes de visita de 
inspección para verificar el cumplimiento de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente la precisión del periodo sujeto a 
revisión.

Justificación: De conformidad con la legislación aplicable a la materia, 
tratándose de órdenes de visita emitidas para verificar el cumplimiento de la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, no es nece­
sario que se establezca el alcance temporal respecto del cual se verificará 
el cumplimento de las obligaciones en materia ambiental, pues si la visita 
tiene como finalidad verificar la existencia de posibles daños al ambiente, 
tales violaciones no están sujetas a temporalidad alguna, por lo que exigir 
para la legalidad de la orden de inspección relativa la precisión del alcance 
temporal o el periodo sujeto a revisión implicaría imposibilitar o impedir el 
ejercicio de las facultades verificadoras de la autoridad en materia ambien­
tal. Máxime que, en materia de verificación del cumplimiento de las dispo­
siciones que regulan el equilibrio ecológico y la protección ambiental, los 
bienes jurídicos tutelados son el equilibrio ecológico y el derecho fundamen­
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tal de la población a gozar de un medio ambiente sano, garantizado en el 
artículo 4o., párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. De ahí que para cumplir con el requisito relativo a la precisión 
del alcance y el objeto de la orden de inspección en materia ambiental, basta 
con que se establezcan de manera clara y exhaustiva las obligaciones a 
cargo del sujeto visitado que serán materia de revisión, así como los aspec­
tos y las actividades que efectuará la autoridad durante la inspección, a fin 
de constreñir a los visitadores a limitar su actuación a lo expresamente seña­
lado en la orden. Es importante precisar que el criterio sostenido por esta 
Segunda Sala no se refiere a la duración de la visita de inspección, esto es, al 
plazo en que debe ejecutarse por los visitadores, sino que se circunscribe 
al alcance temporal del periodo que abarcará la revisión, es decir, el periodo 
respecto del cual se verificará el cumplimento de las obligaciones en mate­
ria ambiental.

2a./J. 1/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 96/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo Sexto del Primer Circuito y Primero del Tercer Circuito, 
ambos en Materia Administrativa. 30 de junio de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 587/2013, y el diverso susten­
tado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 374/2019.

Tesis de jurisprudencia 1/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del once de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de noviembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO. UNA VEZ DICTADA LA SEN­
TENCIA, EL JUEZ DE DISTRITO ESTÁ IMPOSIBILITADO PARA PRONUN­
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CIARSE SOBRE AQUÉL, POR LO QUE DEBE REMITIR LOS AUTOS AL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PARA QUE, DE SER PROCE­
DENTE, REVOQUE LA SENTENCIA Y DECRETE EL SOBRESEIMIENTO 
RESPECTIVO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron cuál 
es la situación jurídica que prevalece cuando una vez dictada la sentencia 
por el Juez de Distrito, la parte quejosa presenta escrito de desistimiento, 
previo a la interposición del recurso de revisión correspondiente, siendo que 
un Tribunal Colegiado consideró correcto que el juzgado sobreseyera fuera 
de audiencia, mientras que el otro órgano colegiado estimó que precluye la 
facultad del juzgador para pronunciarse y, por tanto, no puede emitir pronun­
ciamiento alguno.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que una vez dictada la sentencia, el Juez de Distrito carece 
de facultades para pronunciarse sobre el desistimiento de la parte quejosa 
y, por ende, lo procedente es remitir los autos al Tribunal Colegiado de Cir­
cuito correspondiente, junto con el escrito de desistimiento y la ratificación 
respectiva, para que éste, previo al estudio de los agravios, analice el desis­
timiento y, de ser procedente, revoque la sentencia del juzgador federal y 
sobresea en el juicio.

Justificación: El desistimiento es la abdicación o renuncia del sujeto a que 
el órgano de control constitucional ejerza su actividad jurisdiccional en un 
caso concreto y determinado; acción que puede realizar en cualquier 
momento, con la sola declaración de su voluntad y que se puede manifestar 
en cualquiera de las instancias del juicio, mientras no se haya dictado senten­
cia ejecutoria. Así, una vez dictada la sentencia en el juicio de amparo, el 
Juez de Distrito consuma la facultad que tenía para resolver y pronunciarse 
sobre el asunto, pues las diversas etapas del proceso se desarrollan de forma 
sucesiva, mediante la clausura definitiva de cada una de ellas, de manera 
que imposibilita el regreso a etapas y momentos procesales ya consumados. 
En ese sentido, si una vez emitida la sentencia se presentara el desistimiento 
de la parte quejosa, el juzgador federal se encuentra imposibilitado para 
dictar el sobreseimiento, pues aún se encuentra transcurriendo el plazo 
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para la interposición del recurso de revisión y, en caso de que se interponga, 
el Juez de Distrito únicamente deberá remitir al Tribunal Colegiado en turno 
todas las constancias de autos, incluyendo el escrito de desistimiento y su 
ratificación, para que éste proceda conforme a su competencia.

2a./J. 2/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 112/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Vigésimo Primero en Materia Administrativa y Octavo en Materia 
de Trabajo, ambos del Primer Circuito. 30 de junio de 2021. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esqui­
vel Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. En relación con el criterio 
contenido en esta tesis votó con reserva José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 25/2021, y el 
diverso sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 2/2019.

Tesis de jurisprudencia 2/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de once de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de octubre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA PREVISTO EN LA LEY 
GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL 
AMBIENTE. NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA POR 
EL HECHO DE NO PREVER ALGÚN PLAZO ENTRE LA VISITA DE INS­
PECCIÓN Y EL ACTO EN QUE LA AUTORIDAD DECRETA ALGUNA MEDIDA 
CORRECTIVA O DE URGENTE APLICACIÓN Y SEÑALA A LA PER­
SONA VISITADA EL TÉRMINO PARA OFRECER PRUEBAS Y FORMULAR 
ALEGATOS.
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Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron 
si el procedimiento de inspección y vigilancia previsto en el referido orde­
namiento legal transgrede o no el principio de seguridad jurídica, al no prever 
plazo alguno entre la visita de inspección y el acto en que la autoridad decreta 
alguna medida correctiva o de urgente aplicación y señala a la persona 
visitada el término para ofrecer pruebas y formular alegatos; así, uno consi­
deró que esa omisión no transgrede el principio de seguridad jurídica, pues 
en el momento en que finaliza la inspección se levanta un acta circunstan­
ciada en que se dan a conocer a la persona visitada los hechos y las omisiones 
advertidos y se le permite formular observaciones y ofrecer pruebas; mientras 
que el otro sostuvo que dicha omisión sí es violatoria de dicho principio, 
toda vez que deja al arbitrio de las autoridades administrativas determinar 
el momento en que se notifiquen las irregularidades y con ello dar inicio al 
periodo probatorio.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el procedimiento de inspección y vigilancia previsto 
en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente no 
viola el principio de seguridad jurídica previsto en el artículo 16 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: Esta Segunda Sala no considera como requisito necesario en 
un procedimiento el establecimiento de un plazo determinado en cada una 
de sus fases, sino que basta con que se tenga certeza de la actuación de 
la autoridad dentro de un límite para que se genere seguridad a la persona 
visitada, sin que se pase por alto que en ocasiones la falta de plazo dentro 
de alguna fase de un procedimiento abre la posibilidad a la autoridad para 
actuar de forma arbitraria cuando no se constriña a un límite acorde a los 
objetivos que la ley busca con el procedimiento de que se trate. En ese sen­
tido, el hecho de que el procedimiento de inspección y vigilancia previsto 
en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente no 
prevea algún plazo entre la visita de inspección y el acto en que la autori­
dad decreta alguna medida correctiva o de urgente aplicación y le señala 
a la persona visitada el término para ofrecer pruebas y formular alegatos, es 
decir, no prevea un plazo para el inicio de la segunda etapa del procedimiento 
administrativo en materia ambiental, no genera inseguridad jurídica, ya que 
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la autoridad debe actuar dentro del plazo previsto en el artículo 79 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, quedando así garantizado el res­
peto al principio de seguridad jurídica, en virtud de que desde el inicio del 
procedimiento respectivo, la persona visitada tiene la certeza de que 
no podrán pasar más de cinco años en los que la autoridad imponga una 
sanción que derive de dicho procedimiento, impidiéndole una actuación 
arbitraria. Aunado a lo anterior, el levantamiento de un acta circunstanciada 
en la que se señalen los hechos y las omisiones que advierta el visitador y se 
permita a la persona visitada formular observaciones y ofrecer pruebas, en 
la primera etapa del procedimiento, abona a darle legalidad y evita la incer­
tidumbre en cuanto a su situación jurídica.

2a./J. 3/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 95/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo Sexto del Primer Circuito y Primero del Cuarto Circuito, 
ambos en Materia Administrativa. 7 de julio de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 374/2019, y el diverso 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 208/2013.

Tesis de jurisprudencia 3/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del once de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DE LA DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO. NO ES NECESARIA SU APERTURA CUANDO SE ORDENA 
OFICIOSAMENTE EL DESAHOGO DE LA PRUEBA PERICIAL EN MATE­
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RIA GRAFOSCÓPICA Y, POR ENDE, EL OTORGAMIENTO DE LA VISTA 
A QUE ALUDE EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY 
DE AMPARO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronun­
ciaron de manera discrepante en torno al trámite derivado del desahogo de 
la prueba pericial en materia grafoscópica ordenada de oficio por sus respec­
tivas presidencias a efecto de verificar la autenticidad de la firma plasmada 
en la demanda de amparo; así, para uno basta con la designación de un 
perito oficial y el desahogo del dictamen que éste emita sin que se tenga 
que aperturar el incidente de falsedad de firma, mientras que para el otro sí 
resulta necesario dar apertura al incidente referido; de igual manera llega­
ron a conclusiones diferentes respecto a la procedencia de la vista a la parte 
quejosa en términos del artículo 64 de la Ley de Amparo, cuando el sobre­
seimiento del juicio se sustenta en el resultado de la valoración del dictamen 
emitido por el perito oficial en el que concluyó la falsedad de la firma que calza 
el escrito de demanda, pues para un órgano colegiado debe darse la vista 
a la quejosa, aun cuando ésta conoció el desahogo de la prueba pericial, 
mientras que para el otro es innecesario dar dicha vista, en tanto que las partes 
estuvieron en aptitud de alegar y ofrecer pruebas en el incidente de falsedad 
de firma.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que resulta innecesaria la apertura oficiosa del incidente 
de falsedad de firma cuando el Tribunal Colegiado de Circuito, por medio de 
su presidencia, ordena el desahogo de la prueba pericial en materia de gra­
foscopía con el fin de verificar la autenticidad de la firma plasmada en 
la demanda de amparo, pues no se trata de una prueba colegiada que 
requiera la participación de los peritos propuestos por las partes para ser 
integrada, de modo que si se propone sobreseer en el juicio con base en el 
resultado del dictamen del perito oficial, no es necesario el otorgamiento 
de la vista previa a que alude el párrafo segundo del artículo 64 de la Ley de 
Amparo, si se toma en cuenta que la parte quejosa tuvo conocimiento 
del desahogo oficioso de la prueba pericial y, por ende, la oportunidad de 
manifestarse y ofrecer pruebas para demostrar que la firma plasmada en la 
demanda de amparo proviene de su puño y letra.
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Justificación: En atención a los principios de celeridad y economía procesal 
que caracterizan al juicio de amparo como un procedimiento sumario, así 
como a la mecánica para el trámite y desahogo de la prueba pericial regu­
lados en la Ley de Amparo, cuando un Tribunal Colegiado de Circuito oficio­
samente ordena, por medio de su presidencia, el desahogo de la prueba 
pericial en materia grafoscópica para dilucidar la autenticidad de la firma del 
promovente del amparo, basta con el desahogo del peritaje oficial para que 
el órgano colegiado se informe suficientemente para determinar la autenti­
cidad o falsedad de la firma cuestionada, por lo cual resulta innecesaria 
la apertura oficiosa del incidente respectivo, sin que ello signifique que la 
parte quejosa quede en un estado de indefensión, pues no hay impedimento 
alguno para que designe un perito de su parte y promueva el incidente 
respectivo si así lo estima pertinente. Por tanto, si el sobreseimiento del 
juicio se determina en términos del artículo 61, fracción XXIII, en relación con 
el 5o., fracción I, y el 6o., de la Ley de Amparo, y con base en la conclu­
sión adoptada en el dictamen emitido por el perito oficial, entonces no será 
necesario el otorgamiento de la vista previa a que alude el párrafo segundo 
del artículo 64 de la ley de la materia, toda vez que la parte quejosa tuvo 
conocimiento de ese desahogo y, por ende, la oportunidad de manifestarse 
y ofrecer pruebas –especialmente la prueba pericial– para demostrar la 
autenticidad de la firma plasmada en la demanda de amparo. De lo contra­
rio, sólo se retrasaría la solución del juicio en detrimento del principio de 
justicia expedita previsto en el artículo 17 constitucional.

2a./J. 4/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 218/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero del Segundo Circuito y Décimo Sexto en Materia de Tra­
bajo del Primer Circuito. 7 de julio de 2021. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
taria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 424/2018, el cual dio origen a la tesis aislada 
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I.16o.T.18 K (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO. ES INNECE­
SARIO DAR LA VISTA A QUE SE REFIERE EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL 
ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO DERIVA DE LA TRAMI­
TACIÓN OFICIOSA DE UN INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DE LA 
DEMANDA DE GARANTÍAS.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 13 de diciembre de 2019 a las 10:25 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 73, Tomo II, diciembre de 2019, página 1176, con número de registro 
digital: 2021310; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, al resolver 
los amparos directos 235/2018, 759/2018, 99/2019, 373/2019, 406/2019 y 
469/2019.

Tesis de jurisprudencia 4/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del once de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de septiembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. TIENE 
ESE CARÁCTER LA RESOLUCIÓN EMITIDA POR UN PRESIDENTE 
MUNICIPAL, EN LA QUE ORDENA LA CANCELACIÓN DE DIVERSAS 
PLAZAS PERTENECIENTES A UN ORGANISMO DESCENTRALIZADO 
MUNICIPAL. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
posturas contrarias al analizar si el oficio emitido por el presidente municipal 
del Ayuntamiento de La Paz, Baja California Sur, en el que ordenó cancelar 
diversas plazas pertenecientes al Organismo Operador Municipal del Sis­
tema de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de La Paz, constituye 
o no un acto de autoridad para efectos del juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que el oficio emitido por el Presidente Municipal del Ayun­
tamiento de La Paz, Baja California Sur, en el que ordenó cancelar diversas 
plazas de trabajadores adscritos al mencionado organismo descentralizado 
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municipal, constituye un acto de autoridad para efectos del juicio de amparo, 
en términos de lo previsto en los artículos 1o. y 5o., fracción II, de la Ley de 
Amparo.

Justificación: Lo anterior es así, porque atendiendo a que el Organismo Ope­
rador Municipal del Sistema de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento 
de La Paz constituye un organismo descentralizado con personalidad jurídica 
y patrimonio propio, la titularidad de sus relaciones de trabajo se encuentra a 
cargo de su director general. De esta manera, se concluye que el oficio 
mediante el cual el presidente municipal del Ayuntamiento ordenó la cance­
lación de diversas plazas del organismo, constituye un acto de autoridad 
para efectos del juicio de amparo indirecto, toda vez que se actualizan los 
supuestos previstos en los artículos 1o. y 5o., fracción II, de la Ley de 
Amparo, lo anterior, en virtud de que sin tener la titularidad de las relaciones 
de trabajo, la mencionada autoridad hizo uso de las facultades de control y 
vigilancia que le corresponden y de manera unilateral generó una restricción 
para que los trabajadores del mencionado organismo continuaran desem­
peñándose en la plaza que les fue otorgada.

2a./J. 5/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 111/2021. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con resi­
dencia en La Paz, Baja California Sur y el Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Sexto Circuito. 14 de julio de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek 
y Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur, en apoyo al 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 142/2020 (cuaderno auxiliar 598/2020), y el diverso sustentado 
por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 564/2019.
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Tesis de jurisprudencia 5/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de agosto de dos mil 
veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de octubre de 2021 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de octubre de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY 
DE AMPARO. NO ESTÁ FACULTADO PARA RECOGER EL TÍTULO DE 
CRÉDITO EXPEDIDO A NOMBRE DEL QUEJOSO CON MOTIVO DE LA 
CONCESIÓN DEL AMPARO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron 
vía recurso de queja, de las decisiones adoptadas por los Jueces de Distrito 
a quienes, respectivamente, se les formuló solicitud para que el autorizado en 
términos amplios a que se refiere el artículo 12 de la Ley de Amparo pudiera 
recoger el título de crédito (cheque) que la autoridad responsable expidió 
a favor del directo quejoso, llegando a posturas opuestas, pues uno con­
cluyó que el recurso planteado es fundado pues fue incorrecto que el juzga­
dor negara la entrega de ese documento valor, mientras que el otro confirmó 
la resolución judicial que no acordó de conformidad la petición.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que ante la ausencia de disposición expresa en la Ley de 
Amparo resulta necesario acudir al Código Civil Federal que regula la figura 
jurídica del mandato y de cuyo contenido se obtiene que la persona facultada 
por el quejoso, deberá contar con poder general para pleitos y cobranzas 
que establezca que se otorga con todas las facultades generales y espe­
ciales que requieran cláusula especial conforme a la ley, para que se entien­
dan conferidos sin limitación alguna y con ello, en representación del directo 
quejoso, pueda recibir el título de crédito.

Justificación: La autorización a que se refiere la primera parte del artículo 
12 de la Ley de Amparo ha sido definida por esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación como una mera autorización a cualquier persona con capaci­
dad legal, que no representación, para intervenir en el juicio en el que se le 
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autoriza y cuyas facultades procesales se circunscriben al trámite y a la reso­
lución de dicho proceso, es decir, únicamente se le confieren facultades 
para la realización de los actos procesales tendientes a lograr una adecuada 
defensa en el proceso judicial correspondiente, lo que se corrobora con el 
impedimento que tiene para formular la ampliación de la demanda o para 
desahogar alguna prevención en la cual deba manifestar hechos o ante­
cedentes del acto que únicamente consten de forma directa al titular de la 
acción de amparo. Por tanto, si con motivo de la concesión del amparo se 
expide un título de crédito o valor en favor del impetrante, en su caso, el titular 
del derecho humano restituido deberá comparecer a recibirlo, o bien, de 
conformidad con los artículos 2553, 2554 y 2587, fracción VII, del Código 
Civil Federal, podrá otorgar poder especial para que en su representación 
sea entregado a determinada persona; lo anterior, con independencia de 
que en términos del artículo 198 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito, el cheque contenga la leyenda "para abono en cuenta".

2a./J. 6/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 255/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito 
y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigé­
simo Segundo Circuito. 14 de julio de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Secretario: Javier Eduardo Estrever Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo 
Segundo Circuito, al resolver la queja 132/2016, de la cual derivó la tesis 
aislada XXII.1o.A.C.1 K (10a.), de título y subtítulo: "AUTORIZADO EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE AMPARO. CARECE DE 
FACULTAD PARA RECIBIR DINERO, CHEQUE O VALOR QUE DEBA ENTRE­
GARSE AL QUEJOSO CON MOTIVO DE LA PROTECCIÓN CONSTITU­
CIONAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 
2017, página 1683, con número de registro digital: 2014153; y,
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Adminis­
trativa del Vigésimo Primer Circuito, al resolver la queja 9/2020.

Tesis de jurisprudencia 6/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del dieciocho de agosto de dos mil 
veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de noviembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR EN EL JUICIO DE AMPARO, COMO 
AUTOAPLICATIVO, EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE 
LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 
DE 2019. BASTA ACREDITAR ESTAR INSCRITO EN EL REGISTRO FEDE­
RAL DE CONTRIBUYENTES. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronuncia­
ron respecto a cómo se acredita el interés jurídico cuando se impugna una 
norma tributaria que regula el régimen de compensación, y al respecto 
llegaron a conclusiones diferentes, toda vez que mientras uno determinó 
que basta demostrar la calidad de contribuyente, pues la norma desde su 
entrada en vigor obliga a los destinatarios, el otro señaló que no es suficiente 
demostrar esa calidad, pues ello se haría depender de hechos futuros e 
inciertos, por lo que es necesario un acto concreto de aplicación de la norma.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que atendiendo a la naturaleza autoaplicativa de la norma 
y de las consecuencias que impone de forma automática, basta con demos­
trar el carácter de contribuyente para tener por acreditado el interés jurídico 
para impugnar el artículo 25, fracción VI, incisos a) y b), de la Ley de Ingre­
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2019, que define el sistema 
de compensación de saldos para dicho ejercicio fiscal, pues su contenido 
y alcances vinculan y trascienden al contribuyente a su cumplimiento desde 
el inicio de su vigencia.

Justificación: La norma vincula y define desde el inicio de su vigencia las 
condiciones y circunstancias para llevar a cabo la compensación de saldos 
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a favor. En los términos del mandato legal, la situación jurídica de los contri­
buyentes se modificó en relación con el esquema de compensación previsto 
para el ejercicio fiscal anterior, de manera que el tránsito de un esquema a 
otro constituyó, en automático, una restricción a un mecanismo a través del 
cual se puede cumplir con obligaciones fiscales. Asimismo, debe considerarse 
que la normatividad dispuesta para el inicio del ejercicio fiscal de 2019 limita 
la aplicación de la figura de la compensación únicamente a las cantidades 
que se tengan a favor contra las que estén obligadas a pagar por adeudo 
propio, sin incluir aquellas por retención de terceros, y siempre que deriven 
del mismo impuesto, no de otros. Así, considerando que el sistema norma­
tivo de compensación forma parte de las disposiciones tributarias que estable­
cen límites u obligaciones de no hacer (no compensar contra impuestos 
distintos), es que éstas ingresan en la esfera jurídica de los destinatarios de 
la norma con su sola entrada en vigor, con lo cual modifican el haber jurídico 
de los contribuyentes. Finalmente, la naturaleza estricta de las normas fis­
cales le comunica al contribuyente que desde su entrada en vigor ya no 
podrá comportarse tributariamente como lo venía haciendo, de manera que 
para apreciar el impacto y la trascendencia jurídica no es necesario tener 
un saldo a favor, pues las reglas sobre la materia surten sus efectos desde la 
entrada en vigor, y el destinatario debe sujetarse con exactitud a su mandato.

2a./J. 7/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 41/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con resi­
dencia en Xalapa, Veracruz, y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 14 de julio de 2021. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Roberto Negrete Romero.

Tesis contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo al Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 823/2019 (cuaderno auxiliar 535/2020), el cual dio origen a la 
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tesis aislada (IV Región)1o.33 A (10a.), de título y subtítulo: "INTERÉS 
JURÍDICO PARA IMPUGNAR EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, INCISOS 
A) Y B), DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJER­
CICIO FISCAL DE 2019. AL TRATARSE DE UNA NORMA DE NATURALEZA 
AUTOAPLICATIVA, PARA ACREDITARLO BASTA QUE EL QUEJOSO 
DEMUESTRE SU CALIDAD DE CONTRIBUYENTE.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 12 de febrero de 2021 a las 
10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 83, Tomo III, febrero de 2021, página 2875, con número de 
registro digital: 2022673; y,

El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 275/2019, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.4o.A.174 A (10a.), de título y subtítulo: "INTERÉS JURÍDICO EN EL 
AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 
DE 2019. NO SE ACREDITA POR EL SOLO HECHO DE DEMOSTRAR 
LA CALIDAD DE CONTRIBUYENTE OBLIGADO A PAGAR MEDIANTE 
DECLARACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo IV, octubre 
de 2019, página 3514, con número de registro digital: 2020795.

Tesis de jurisprudencia 7/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del dieciocho de agosto de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de noviembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES PROCEDENTE CONTRA LA SEN­
TENCIA QUE DECLARA LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN QUE DECIDE 
EN DEFINITIVA QUE LOS CONTRIBUYENTES SE UBICAN EN EL SU­
PUESTO DEL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 25 DE JUNIO 
DE 2018, CUANDO ES EMITIDA Y/O NOTIFICADA FUERA DEL LÍMITE 
TEMPORAL CORRESPONDIENTE. 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronuncia­
ron de manera discrepante en relación con la procedencia del recurso de 
revisión fiscal, pues mientras uno consideró que la declaración de nulidad 
ocasionada porque la autoridad administrativa notificó fuera del plazo corres­
pondiente de treinta días, la resolución con la que culmina el procedimiento 
establecido en el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, en su 
texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 25 de junio de 2018, con base en la cual se considera que un contribu­
yente se encuentra de forma definitiva en la lista de aquellos que realizan 
operaciones inexistentes y, en consecuencia, los comprobantes fiscales 
expedidos no surten ni surtieron efectos legales, es un pronunciamiento de 
fondo y, por tanto, el recurso es procedente, para el otro órgano la anulación 
de la resolución definitiva por ser emitida fuera del límite temporal es un pronun­
ciamiento de carácter formal y, en consecuencia, el recurso es improcedente.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el recurso de revisión fiscal es procedente contra 
la sentencia dictada en un juicio contencioso administrativo en la que se 
declare la nulidad de la resolución que decide en definitiva que los contri­
buyentes se ubican en el supuesto del primer párrafo del referido artículo 
69-B del Código Fiscal de la Federación, por haber sido emitida y/o notifi­
cada fuera del límite temporal.

Justificación: Para cumplir con el requisito de procedencia del recurso de 
revisión fiscal a que se refiere el artículo 63, fracción II, de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, la nulidad de la resolución 
impugnada debe ser declarada por un pronunciamiento de fondo, requisito 
que se colma cuando en la sentencia se declara la nulidad de la resolu­
ción que determina en definitiva que los contribuyentes se encuentran en la 
situación a que se refiere el primer párrafo del aludido artículo 69-B del 
Código Fiscal de la Federación, por haber sido emitida y/o notificada fuera 
del límite temporal. Lo anterior, ya que como esta Segunda Sala resolvió en 
la contradicción de tesis 122/2019, pronunciarse en definitiva sobre una pre­
sunción de inexistencia de operaciones que ya no tenía efectos por haberse 
hecho fuera del plazo (límite temporal perentorio), constituye, más que un 
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requisito formal, una cuestión de fondo del asunto, atendiendo a la natura­
leza del procedimiento.

2a./J. 9/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 125/2021. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Séptimo Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 11 de agosto 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. 
Secretaria: Liliana Hernández Paniagua.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver la revisión fiscal 77/2019, y el diverso sustentado 
por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 211/2019.

Nota: La parte considerativa de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 
122/2019 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 68, Tomo II, 
julio de 2019, página 911, con número de registro digital: 28827.

Tesis de jurisprudencia 9/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del uno de septiembre de de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCREMENTOS DE LA PENSIÓN OTORGADA POR EL ISSSTE. ALCANCE 
DEL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN I, INCISO C, ÚLTIMA PARTE DEL PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, CUANDO SON PAGADOS INCORRECTAMENTE EN 
BENEFICIO DEL PENSIONADO, POR NO SER COMPATIBLES CON EL 
RÉGIMEN QUE LE CORRESPONDE. 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes llegaron a conclusiones 
contrarias al analizar si, en cumplimiento a una sentencia de nulidad, pro­
cede que la autoridad demandada modifique los incrementos de la pensión 
otorgada por el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales del Estado, cuando 
fueron pagados incorrectamente en beneficio del pensionado, por no ser 
compatibles con el régimen que le corresponde.

Criterio: La Segunda Sala de la Suprema Corte decidió que el alcance de la 
porción normativa contenida en la parte final del artículo 57, fracción I, inciso 
c), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo debe 
ser en el sentido de que sí procede que la autoridad demandada modifique 
aquellos porcentajes aplicados incorrectamente en beneficio del jubilado, por 
no ser compatibles con el sistema de incremento que por ley le corresponde.

Justificación: Esto es así, porque si bien es cierto, conforme a la porción 
normativa contenida en la parte final del referido artículo 57, por regla gene­
ral el nuevo acto administrativo no puede perjudicar más al actor que la 
resolución anulada, sin embargo, de acuerdo a lo establecido en los artículos 
50 y 52, fracción V, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Conten­
cioso Administrativo, para que se condene al cumplimiento de una obligación, 
primero se debe reconocer la existencia de un derecho subjetivo. Ello se 
traduce en el sentido de que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo no 
podría reconocer como derecho del jubilado un beneficio propiciado por 
un error del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado, que la propia ley ni siquiera contempla. Lo anterior, porque los 
incrementos que se deben aplicar a la cuota de pensión deben ser exclusiva­
mente aquellos que resulten acordes al sistema de incremento que por ley 
le corresponda al jubilado cuando obtuvo el derecho a ser beneficiario de 
su pensión, precisamente por ser los que se incorporaron a su esfera jurídica 
de derechos al momento en que adquirió ese carácter. Lo cual, además, de 
acuerdo con la contradicción de tesis 342/2016, de esta Segunda Sala, no 
solamente constituye un derecho del jubilado sino también del organismo 
de seguridad quien debe atender el sistema de incremento de la pensión 
conforme a la modalidad que legalmente le corresponda al beneficiario. De ahí 
que no es posible aplicar cualquier otro parámetro diferente al que legal­
mente le corresponda al jubilado, en tanto que ello generaría un perjuicio a 
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la esfera jurídica y patrimonio del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, máxime si se toma en consideración que 
las pensiones y su evolución derivada de los incrementos que se le aplican son 
progresivas. Lo cual implica que si se mantiene un porcentaje de incremento 
aplicado incorrectamente, ello tendrá necesariamente en el futuro una reper­
cusión negativa en perjuicio del patrimonio de dicho organismo, precisa­
mente al estar viciado su cálculo desde el origen. Lo anterior, en el entendido 
que en ningún caso el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado podrá descontar de las modificaciones realizadas 
el excedente de la cantidad pagada a favor del pensionado con motivo de la 
aplicación incorrecta de los porcentajes de incremento que aquél realizó. 
Esto debido a que no existe fundamento alguno que lo faculte para realizar 
los descuentos a la pensión en dicho supuesto.

2a./J. 10/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 70/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Décimo Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito y 
Segundo en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Cir­
cuito. 11 de agosto de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; Luis María Aguilar Mora­
les manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 300/2020; y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa 
y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 40/2020.

Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 
342/2016 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo I, 
abril de 2017, página 907, con número de registro digital: 27055.
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Tesis de jurisprudencia 10/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de tres de marzo de dos mil 
veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, 
REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 75 Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL CINCO DE NOVIEMBRE DE 
DOS MIL DIECIOCHO. EL APERCIBIMIENTO QUE DEBE FORMULARSE 
A LA PARTE QUEJOSA, CUANDO EN LA DEMANDA DE AMPARO NO 
HAYA SEÑALADO AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA COMO AUTORI­
DAD RESPONSABLE, CONSISTIRÁ EN NO TENER COMO ACTO RECLA­
MADO DICHO ORDENAMIENTO, EN CASO DE QUE NO EXHIBA LAS 
COPIAS DE TRASLADO DE LA DEMANDA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a 
conclusiones distintas en torno al apercibimiento que debe formularse al 
quejoso cuando se le requiere para que precise si señala como autoridad 
responsable al presidente de la República, en aquellos juicios de amparo 
en los que se reclama la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores 
Públicos, Reglamentaria de los Artículos 75 y 127 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Fede­
ración de 5 de noviembre de 2018.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que en aquellos juicios de amparo en los que se haya 
reclamado la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos 
vigente hasta el 19 de mayo de 2021, y la parte quejosa no haya señalado 
al presidente de la República como autoridad responsable, el Juez de Dis­
trito deberá precisar que el titular del Ejecutivo Federal tiene esa calidad 
y, por ende, debe requerir al promovente para que exhiba copias de la 
demanda, a fin de correr traslado a esa autoridad y, en caso de no presen­
tarlas, no se tendrá como acto reclamado ese ordenamiento.
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Justificación: En los juicios de amparo en los que se haya reclamado esa 
ley debe tenerse como autoridad responsable al presidente de la República, 
porque en la jurisprudencia 2a./J. 11/2020 (10a.), esta Segunda Sala reco­
noció su participación en el procedimiento legislativo que culminó con su 
emisión; por ese motivo no queda a discreción del quejoso decidir si lo 
señala como autoridad responsable, ya que tiene ese carácter por virtud de 
la interpretación constitucional que quedó plasmada en esa jurisprudencia. 
En consecuencia, el Juez de Distrito no debe requerir para que el quejoso 
aclare si incluye a esa autoridad como responsable, sino reconocerle esa 
calidad, lo que provoca que sólo deberá requerir al promovente para que 
exhiba las copias de la demanda a fin de correr el traslado correspondiente 
y, en el supuesto de que no las exhiba, no tendrá como acto reclamado la 
ley, lo que se desprende de una interpretación relacionada de los artículos 
108 y 114 de la Ley de Amparo, con el fin de privilegiar el acceso a la 
justicia.

2a./J. 11/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 102/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero y Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en la Ciudad de México, y Primero en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz 
Varela Domínguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de México, al resolver la 
queja 1406/2019, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Cir­
cuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad 
de México, al resolver el amparo en revisión 1764/2019, y el diverso susten­
tado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la queja 180/2019.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 11/2020 (10a.) citada, aparece publica­
da con el título y subtítulo: "DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY 
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FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, 
REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 75 Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SE ADICIONA EL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL. EN LOS JUICIOS DE AMPARO EN LOS QUE 
SE IMPUGNE, DEBE SEÑALARSE COMO AUTORIDAD RESPONSABLE AL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA.", en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 75, Tomo I, 
febrero de 2020, página 782, con número de registro digital: 2021694.

Tesis de jurisprudencia 11/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de septiembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de noviembre de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA PERICIAL EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. NO DEBE DESE­
CHARSE, CUANDO AL MOMENTO DE OFRECERLA NO SE ACOMPAÑA 
EL CUESTIONARIO PARA SU DESAHOGO, EN LOS CASOS EN QUE SE 
BUSCA DEMOSTRAR LAS OBJECIONES FORMULADAS A LAS DOCU­
MENTALES QUE LA CONTRAPARTE DEL OFERENTE EXHIBE EN LA 
AUDIENCIA DE OFRECIMIENTO Y DESAHOGO DE PRUEBAS (INTER­
PRETACIÓN DEL ARTÍCULO 823 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2012). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si 
en los casos en que durante el desarrollo de la audiencia de ofrecimiento y 
desahogo de pruebas, una de la partes en el juicio laboral ofrece la prueba 
pericial con el propósito de demostrar sus objeciones formuladas en relación 
con una prueba documental de su contraparte, sin exhibir el cuestionario 
respectivo, la Junta laboral debe tener por no admitida la prueba, atendiendo 
al texto del artículo 823 de la Ley Federal del Trabajo, o bien, si debe pre­
venir al oferente para que lo exhiba.

Criterio jurídico. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación decide que en los casos en que al momento de la audiencia una de 
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las partes hace valer su derecho a objetar en autenticidad de contenido, 
firma, o huella digital las pruebas documentales presentadas por su contra­
parte, ofreciendo la pericial sin acompañar en ese instante el cuestionario 
respectivo, la autoridad no debe desecharla, por el contrario, debe dar 
oportunidad al oferente de la pericial para que cumpla con lo previsto en la 
ley y aporte los elementos que la complementen, es decir, otorgarle tiempo 
para que pueda elaborar el cuestionario y presentar las copias respectivas.

Justificación. Si bien el artículo 823 de la Ley Federal del Trabajo, en su texto 
vigente a partir del 1 de diciembre de 2012 y anterior a la reforma publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, establece expre­
samente que la misión de exhibir el cuestionario relativo al desahogo de la 
prueba pericial dará lugar a que la Junta no admita la prueba, lo cierto es 
que su interpretación debe realizarse atendiendo a los principios de economía, 
concentración y sencillez en el proceso, así como a las reglas de la lógica, 
pues atendiendo a que los artículos 811 y 880, fracción II, del mencionado 
ordenamiento, autorizan a las partes a ofrecer pruebas en relación con las 
objeciones a las pruebas de su contraparte, se concluye que en los casos en 
que al momento de la audiencia de ofrecimiento y admisión de pruebas, una 
de las partes hace valer su derecho a objetar en autenticidad de contenido, 
firma o huella digital alguna de las pruebas documentales de su contraparte, 
ofreciendo la pericial sin acompañar en ese instante el cuestionario respec­
tivo, la autoridad no debe desecharla, sino que debe dar oportunidad al 
oferente de la prueba pericial para que elabore el cuestionario respectivo.

2a./J. 12/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 140/2021. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 1 de septiembre de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth 
Miranda Flores.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 375/2020, el sustentado por 
el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
637/2018, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Mate­
rias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 460/2019.

Tesis de jurisprudencia 12/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de septiembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de noviembre de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO EL ACTOR MANI­
FIESTA DESCONOCER UN ACTO Y EN LA DEMANDA INICIAL FORMULA 
CONCEPTOS DE INVALIDEZ EN SU CONTRA, EL TRIBUNAL CORRESPON­
DIENTE ESTÁ OBLIGADO A SU ESTUDIO, SIN QUE SEA NECESARIO 
QUE AMPLÍE LA DEMANDA PARA EXPONER RAZONAMIENTOS PARTICU­
LARES EN CONTRA DEL ACTO SUPUESTAMENTE DESCONOCIDO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a pos­
turas contrarias al analizar casos en los cuales se impugnó en la sede conten­
cioso administrativa un acto administrativo a través del cual se dijo conocer 
de la existencia de otro acto, mas no de las razones y fundamentos que lo 
sustentan, siendo que en la demanda inicial se expusieron argumentos en 
contra de ese otro acto, pues mientras un tribunal consideró incorrecto anali­
zar los conceptos de impugnación vertidos desde la demanda inicial en 
contra de un acto respecto del cual se manifestó conocer su existencia pero 
no sus razones y fundamentos, pues ello sólo puede hacerse hasta cuando se 
conoce el contenido de ese acto, lo cual sucede cuando la autoridad deman­
dada contesta la demanda y remite los documentos correspondientes a efecto 
de ampliar la demanda de nulidad; el otro Tribunal Colegiado concluyó que 
sí debían analizarse los conceptos de impugnación esgrimidos desde la 
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demanda inicial de nulidad, pues de esa manera se cumple con el deber de 
analizar la totalidad de los argumentos expresados en el juicio.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que cuando en el juicio contencioso administrativo el actor 
manifiesta desconocer un acto (ya sea porque no se le notificó, se le notificó 
indebidamente o conoce su existencia pero no su contenido) y en la demanda 
se formulan conceptos de invalidez en su contra, y durante la secuela del 
juicio la parte demandada exhibe las constancias relativas y se otorga al 
actor la oportunidad de ampliar la demanda, sin que ejerza tal derecho, en 
la sentencia correspondiente, el respectivo tribunal deberá analizar los plan­
teamientos expresados en la demanda inicial, al margen de que en principio 
pueden ser genéricos, especulativos y ad cautelam.

Justificación: La ampliación de la demanda es un derecho y no una obliga­
ción, por lo que queda a la decisión del actor del juicio valorar la conve­
niencia o no de su ejercicio, sin que sea una obligación o carga procesal 
ampliar la demanda de nulidad, pero en el entendido de que, en caso de 
no hacerlo, el accionante acepta las consecuencias procesales y jurídicas 
que puedan producirse como la inoperancia o insuficiencia de lo expresado 
en la demanda inicial. Además, al analizarse esos planteamientos se evitan 
formalismos procesales innecesarios y se privilegia el estudio del fondo del 
asunto, aunado a que se respetan los principios de exhaustividad y con­
gruencia que rigen al juicio contencioso, ya que para los tribunales de lo 
contencioso no es potestativo el analizar o no determinados argumentos, 
sino que tienen el deber de estudiar en forma completa y total lo expresado por 
las partes durante el desarrollo del juicio, lo cual incluye lo manifestado 
desde la demanda inicial, aunque lo ahí expresado pueda resultar insufi­
ciente o inoperante para evidenciar la ilegalidad del acto, pues ello será 
materia precisamente del análisis que al efecto se realice.

2a./J. 13/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 130/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole­
giados Primero del Séptimo Circuito y Séptimo del Tercer Circuito, ambos en 
Materia Administrativa. 1 de septiembre de 2021. Cinco votos de los Minis­
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tros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Tesis y criterio contendientes:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, al 
resolver la revisión fiscal 149/2013, la cual dio origen a la tesis aislada 
VII.1o.A.7 A (10a.), de título y subtítulo: "RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA SALA NO 
DEBE ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN GENÉRICOS FORMU­
LADOS EN LA DEMANDA INICIAL, SI AL CONTESTAR LA AUTORIDAD 
SE CORROBORA QUE EL ACTOR LA DESCONOCÍA Y ÉSTE OMITE SU 
AMPLIACIÓN O SE LE DESECHA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, 
Tomo III, febrero de 2014, página 2625, con número de registro digital: 
2005604; y,

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 57/2021.

Tesis de jurisprudencia 13/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de septiembre de dos mil 
veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de noviembre de 2021 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 16 de noviembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. CUANDO SE RECLAMA 
LA CUANTIFICACIÓN DE SU MONTO DEBE TOMARSE EN CUENTA LA 
LIMITANTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 33 DE LA LEY DEL SEGURO 
SOCIAL, AUNQUE EN UNA RESOLUCIÓN PREVIA EL INSTITUTO MEXI­
CANO DEL SEGURO SOCIAL, POR ERROR, NO LA HAYA CONSIDERADO, 
SIN QUE ELLO IMPLIQUE TRANSGRESIÓN A DERECHOS ADQUIRIDOS 
NI AL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes disintieron 
sobre si al resolver respecto de la correcta cuantificación de la pensión por 
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cesantía en edad avanzada se aplica el tope máximo de 10 veces el salario 
mínimo general que regía en el entonces Distrito Federal, previsto en el 
artículo 33 de la Ley del Seguro Social derogada, se vulneran o no derechos 
adquiridos y el principio de irretroactividad de la ley, dado que en la resolu­
ción primigenia el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), por un error, 
otorgó la pensión sin atender dicha limitante.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que al resolverse sobre la correcta cuantificación de una 
pensión por cesantía en edad avanzada debe atenderse al tope máximo de 
10 veces el salario mínimo previsto en el artículo 33 de la Ley del Seguro 
Social vigente en 1973, aun cuando el Instituto Mexicano del Seguro Social 
no lo hubiere hecho por error, sin que ello implique una violación a los 
derechos adquiridos y al principio de irretroactividad de la ley. 

Justificación: Lo anterior es así, porque el monto que se fija como cuota 
pensionaria, no puede constituir un derecho adquirido para los asegurados, 
puesto que no implica la introducción de un bien, una facultad o un aprove­
chamiento al patrimonio jurídico de una persona, que no pueda afectarse ni 
por la voluntad de quienes intervinieron en el acto; sino que constituye una 
cantidad que la autoridad fija con base en los parámetros legales y la cual 
está sujeta a controvertirse en caso de inconformidad. De modo que cuando 
en la resolución primigenia de otorgamiento de pensión por cesantía en 
edad avanzada, el Instituto, por un error, cuantificó el monto de la pensión 
sin atender al tope máximo de 10 veces el salario mínimo general que regía 
en el entonces Distrito Federal, previsto en el artículo 33 de la Ley del Seguro 
Social derogada, supuesto en el cual válidamente puede realizar el ajuste 
correspondiente, sin que ello implique la transgresión a derechos adquiridos 
ni al principio de irretroactividad de la ley.

2a./J. 14/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 90/2021. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con resi­
dencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, y el Décimo Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 8 de septiembre de 
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2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
N. Montserrat Torres Contreras.

Tesis y criterio contendientes:

El Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 522/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.13o.T.188 L (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR CESANTÍA EN 
EDAD AVANZADA. CUANDO SE RECLAMA LA RECTIFICACIÓN DE SU 
MONTO CORRECTO NO DEBE ATENDERSE LA LIMITANTE PREVISTA 
EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY DEL SEGURO 
SOCIAL DEROGADA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 2 de marzo de 2018 a las 10:05 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, Tomo IV, 
marzo de 2018, página 3433, con número de registro digital: 2016344, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, al 
resolver el amparo directo 940/2020 (cuaderno auxiliar 107/2021).

Tesis de jurisprudencia 14/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de seis de octubre de de dos mil veintiuno. 

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. CUANDO SE SOLICITA CON­
TRA ACTOS QUE INVOLUCREN CONTRIBUCIONES O CRÉDITOS FIS­
CALES, SURTE SUS EFECTOS DE INMEDIATO, PERO SU CONTINUACIÓN 
ESTÁ SUJETA A QUE EL QUEJOSO EXHIBA LA GARANTÍA DEL INTE­
RÉS FISCAL MEDIANTE CUALQUIERA DE LAS FORMAS PREVISTAS 
LEGALMENTE QUE LE SEÑALE EL JUEZ DE DISTRITO. 

Hechos: El Pleno de un Circuito y un Tribunal Colegiado de diverso Circuito 
discreparon sobre si cuando en el juicio de amparo se concede la suspen­
sión (provisional o definitiva) contra el cobro de contribuciones o créditos 
de naturaleza fiscal, la medida surte efectos de inmediato o su efectividad 
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queda sujeta a que se haya constituido o se constituya garantía del interés 
fiscal ante la autoridad exactora por cualquiera de los medios permitidos 
por las leyes fiscales.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estima que en ese caso la suspensión surte sus efectos de inmediato 
pero su efectividad está condicionada a que se garantice el interés fiscal 
por cualquiera de los medios legalmente establecidos que le señale el Juez 
de amparo.

Justificación: La interpretación armónica y sistemática de los artículos 135 
y 136 de la Ley de Amparo vigente, lleva a concluir que cuando se solicita 
la suspensión –provisional o definitiva– en contra de los actos de determi­
nación, liquidación, ejecución y cobro de contribuciones o créditos fiscales, 
surte efectos de inmediato, esto es, desde el momento en que se concede 
en el acuerdo relativo, aunque se recurra, pero su continuación está condi­
cionada a que en el plazo de 5 días el quejoso exhiba la garantía del interés 
fiscal por cualquiera de los medios permitidos por las leyes fiscales aplica­
bles en los términos que considere el Juez de amparo, incluso, para reducir 
su monto o a dispensar su otorgamiento en determinados supuestos. En caso 
contrario, es decir, de no exhibir en el plazo indicado la garantía, dejará de 
surtir efectos la suspensión, aunque si no se ejecuta el acto reclamado des­
pués de dicho lapso y se ofrece garantía, volverá a surtir efectos. Lo expuesto 
es así, porque no es factible realizar una interpretación literal y aislada de 
lo dispuesto en el artículo 135 de la Ley de Amparo en vigor, cuando esta­
blece que la suspensión surtirá efectos si se ha constituido o se constituye 
garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora por cualquiera de los 
medios previstos legalmente; pues ello implicaría que previamente a con­
ceder la suspensión, indefectiblemente y en todos los casos, el interés fiscal 
ya estuviera garantizado o se tendría que garantizar, con lo que, por una 
razón práctica, carecería de sentido solicitar la medida cautelar respecto de 
actos que involucren contribuciones o créditos fiscales ante el Juez de Dis­
trito, dado que sería la propia autoridad fiscal –señalada como responsable 
en el juicio de amparo– la que calificó o no la pertinencia de la garantía, 
haciendo nugatorio el ámbito protector del juicio de derechos fundamentales, 
ya que la medida cautelar es lo que permite conservar o preservar su mate­
ria, siendo el Juez de amparo el que podrá concederla discrecionalmente y 
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atendiendo a las circunstancias de cada caso. Además, el numeral 136 de 
la Ley de Amparo vigente es explícito al señalar que la suspensión, cualquiera 
que sea su naturaleza, surtirá sus efectos desde el momento que se conceda 
en el acuerdo relativo. De ahí que si la ley no distingue, no debe hacerlo el 
juzgador, por lo cual, la medida cautelar surte sus efectos de inmediato 
contra actos que involucren contribuciones o créditos fiscales, pero está 
condicionada a que el peticionario de amparo exhiba la garantía que le fije 
el Juez de amparo en el plazo de 5 días, o con posterioridad si no se ha 
ejecutado el acto reclamado.

2a./J. 18/2021 (11a.)

Contradicción de tesis 202/2021. Entre las sustentadas por el Pleno del Primer 
Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, ambos en Materia 
Administrativa. 29 de septiembre de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Tesis y criterio contendientes: 

El Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 32/2015, la cual dio origen a la tesis PC.I.A. J/63 A (10a.), de 
título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. SURTE SUS 
EFECTOS DESDE QUE SE DICTA EL ACUERDO RELATIVO CUANDO SE 
IMPUGNA EL COBRO DE CONTRIBUCIONES, SIN QUE PARA SU EFEC­
TIVIDAD SE REQUIERA LA EXHIBICIÓN DE LA GARANTÍA RESPECTIVA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de 
enero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 26, enero de 2016, Tomo IV, página 
2723, con número de registro digital: 2010819; y,

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 85/2021.

Tesis de jurisprudencia 18/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veinte de octubre de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de diciembre de 2021, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR REITERACIÓN DE CRITERIOS

CUOTAS SINDICALES. LA NEGATIVA DE LOS TRABAJADORES AL 
DESCUENTO EN SU SALARIO NO CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS DE 
LIBERTAD Y DE AUTONOMÍA SINDICAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PAR­
TIR DEL 1 DE MAYO DE 2019). 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicios de amparo indirecto en contra 
del artículo 110, fracción VI, segundo párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, 
adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 1 de mayo de 2019, al sostener que la negativa del trabajador a que se 
descuenten de su salario las cuotas sindicales, constituye una violación a 
los principios de libertad y de autonomía sindical.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye la validez de la medida establecida en el artículo 110, frac­
ción VI, segundo párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, consistente en la 
posibilidad de que el trabajador se niegue por escrito al descuento de 
las cuotas sindicales de su salario, pues está dirigida a fortalecer la voluntad 
de los agremiados de los sindicatos, en el ejercicio de sus derechos hacia el 
interior de las organizaciones.

Justificación: De acuerdo con el artículo 110, fracción VI, de la Ley Federal 
del Trabajo, en su texto vigente a partir del 1 de mayo de 2019, los trabaja­
dores podrán manifestar por escrito su voluntad de que no se le descuenten 
las cuotas sindicales ordinarias de su salario, en cuyo caso el empleador no 
podrá hacerlo. Ahora, si bien los principios de libertad y de autonomía sin­
dical implican el derecho de los sindicatos de establecer en sus estatutos 
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la naturaleza, forma de pago y monto de las cuotas sindicales, lo cierto es que 
tales principios no se vulneran al permitir al trabajador oponerse al des­
cuento de las cuotas sindicales de su salario, debido a que no constituye 
una intervención en la determinación de las aportaciones que deben realizar 
sus agremiados, ni tampoco una injerencia en el destino de sus recursos, 
sino que se trata de una medida dirigida a fortalecer la participación de 
los trabajadores al interior de los sindicatos, permitiéndoles decidir sobre 
el descuento de tales recursos como una expresión de su libre voluntad 
de continuar o no respaldando las acciones de sus organizaciones. Conse­
cuentemente, la negativa del trabajador a que el empleador le descuente 
las cuotas sindicales únicamente corresponde a una determinación en lo 
individual de no continuar aportando tales contribuciones la cual, en todo 
caso, quedará sujeta a las consecuencias que al respecto se establezcan 
en los estatutos.

2a./J. 8/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1109/2019. Unión Sindical de Trabajadores de las Fábricas 
de Aparatos y Material Eléctrico, Electrónicos e Instalaciones en el Dis­
trito Federal. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano Morales 
y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 18/2020. Sindicato Revolucionario de Trabajadores de la 
Industria Alimenticia, Panificadora, Hotelera, Restaurantes, Cantinas, 
Centros Nocturnos y Actividades Conexas en el Distrito Federal. 25 de 
noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña 
Sosa.

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.
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Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laboratorios 
y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 8/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SINDICATOS, FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES. EL ARTÍCULO 
358, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL ESTABLE­
CER EL DEBER DE SU DIRECTIVA DE RENDIR CUENTA COMPLETA Y 
DETALLADA DE LA ADMINISTRACIÓN DE SU PATRIMONIO, NO VIOLA 
EL DERECHO DE LIBERTAD SINDICAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE MAYO DE 2019).

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicio de amparo indirecto en contra 
del artículo 358, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, reformado 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de 
mayo de 2019, al considerar que la obligación de rendir cuenta completa y 
detallada de la administración de su patrimonio a sus agremiados, es vio­
latoria de los derechos de autonomía y de libertad sindical, pues interfiere 
en la administración de los recursos con los que opera.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la obligación contenida en el artículo 358, fracción 
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IV, de la Ley Federal del Trabajo, no constituye una violación a los derechos 
de autonomía y de libertad sindical, al tratarse de una medida que busca 
garantizar que los trabajadores conozcan el destino y el fin de sus 
aportaciones.

Justificación: La obligación impuesta a las directivas de los sindicatos, 
federaciones y confederaciones, de rendir cuenta completa y detallada de 
la administración de su patrimonio, constituye una medida dirigida al forta­
lecimiento de la condición democrática que debe regir la vida interna de las 
organizaciones sindicales, al garantizar que los trabajadores conozcan 
el destino de sus aportaciones. Asimismo, la honesta y transparente apli­
cación de los recursos sindicales es necesaria y útil para alcanzar los 
legítimos propósitos de los sindicatos conforme a la normatividad aplicable 
y, en consecuencia, para beneficiar a sus agremiados mediante el constante 
mejoramiento de sus condiciones laborales. Sin que lo anterior implique una 
violación a los derechos de libertad y de autonomía de los sindicatos, ya 
que no impide que éstos determinen la administración o funcionamiento 
en su interior, ni tampoco conlleva una injerencia en el destino de sus 
recursos.

2a./J. 9/2021 (10a.)

Amparo en revisión 30/2020. Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de 
la República Mexicana. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela 
Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laborato­
rios y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 
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3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 55/2020. Confederación Obrera Revolucionaria "Ángel 
Olivo Solís". 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 68/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria 
Maderera en General, Similares y Conexos "Hilario C. Salas". 3 de febrero 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 9/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29  horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SINDICATOS, FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES. EL ARTÍCULO 
358, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL ESTABLE­
CER EL DEBER DE SU DIRECTIVA DE RENDIR CUENTA COMPLETA Y 
DETALLADA DE LA ADMINISTRACIÓN DE SU PATRIMONIO, NO VIOLA 
EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y DE PROTECCIÓN 
DE DATOS PERSONALES (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
MAYO DE 2019).

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicios de amparo indirecto en contra 
del artículo 358, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, reformado 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de 
mayo de 2019, al considerar que la obligación impuesta a la directiva sindical 
de rendir cuenta completa y detallada de la administración de su patrimonio 
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a sus agremiados, implica una violación al derecho de salvaguardar los 
datos personales de la asociación sindical, de conformidad con el artículo 6o., 
apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la obligación impuesta a las directivas sindicales en 
el artículo 358, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, de rendir cuenta 
completa y detallada de la administración de los recursos del sindicato, no 
vulnera el derecho de acceso a la información y protección de datos 
personales.

Justificación: De acuerdo con los artículos 6o., apartado A, 16, párrafo 
segundo y 123, apartado A, fracciones XVI y XXII Bis, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los trabajadores que decidan 
asociarse en sindicatos tienen derecho a la protección de sus datos perso­
nales en posesión de particulares o de cualquier autoridad. De esa manera, 
las directivas de los sindicatos, federaciones y confederaciones, al cumplir 
con su deber de rendir cuenta a sus agremiados, deben actuar en términos 
de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de 
los Particulares, la cual establece el tratamiento que un particular debe dar 
a la información personal en posesión de particulares, cuyo fin es garan­
tizar la privacidad y el derecho de autodeterminación informativa de las 
personas, lo que no vulnera el derecho de acceso a la información y pro­
tección de datos personales, pues parte del principio de representatividad 
de sus agremiados es precisamente brindarles información del patrimo­
nio del sindicato y su administración, por ser quienes lo integran y aportan 
sus cuotas.

2a./J. 10/2021 (10a.)

Amparo en revisión 30/2020. Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de 
la República Mexicana. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela 
Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.
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Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laborato­
rios y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 55/2020. Confederación Obrera Revolucionaria "Ángel 
Olivo Solís". 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 68/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria 
Maderera en General, Similares y Conexos "Hilario C. Salas". 3 de febrero 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 10/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29  horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

SINDICATOS. EL ARTÍCULO 371, FRACCIONES IX, IX BIS, IX TER Y X, DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL PREVER QUE LA ELECCIÓN DE LA 
DIRECTIVA SINDICAL SE REALICE MEDIANTE EL VOTO DIRECTO 
DE LOS TRABAJADORES, NO VIOLA EL ARTÍCULO 123, APARTADO A, 
FRACCIÓN XXII BIS, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
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UNIDOS MEXICANOS (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
MAYO DE 2019). 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicios de amparo indirecto en contra 
del artículo 371, fracciones IX, IX Bis, IX Ter y X, de la Ley Federal del 
Trabajo, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 1 de mayo de 2019, al considerar que el requisito del voto 
directo de los trabajadores para la elección de las directivas sindicales, 
excede el texto del artículo 123, apartado A, fracción XXII Bis, de la Consti­
tución General, en el cual únicamente se requiere el voto personal, libre y 
secreto.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación declara que el artículo 371, fracciones IX, IX Bis, IX Ter y X, de la Ley 
Federal del Trabajo, al prever que la elección de la directiva sindical debe 
realizarse mediante el voto directo de los trabajadores no contraviene el 
artículo 123, apartado A, fracción XXII Bis, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: De acuerdo con el citado precepto constitucional, en la elección 
de los dirigentes de los sindicatos el voto de los trabajadores será personal, 
libre y secreto, sin que nada señale respecto a que éste deba ser directo o 
indirecto; no obstante, tal falta de previsión no se traduce en la prohibición 
de que el legislador imponga en la ley secundaria que el voto deba ser 
directo. Lo anterior, ya que la norma constitucional únicamente contiene 
las reglas mínimas que deben observarse en la elección de las directivas 
sindicales, en el entendido de que el legislador tiene facultades para regular 
los sistemas de votación, de modo que cumplan satisfactoriamente los 
fines constitucionales en materia de libertad y de democracia sindical, lo que 
se ajusta a la recomendación 323, emitida por el Comité de Libertad Sindi­
cal de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), en la que se reconoció 
la validez del requisito del voto directo para la elección de las autoridades 
sindicales exigido por el legislador, al sostener que no contraviene el prin­
cipio de libertad sindical.

2a./J. 11/2021 (10a.)
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Amparo en revisión 1109/2019. Unión Sindical de Trabajadores de las Fábricas 
de Aparatos y Material Eléctrico, Electrónicos e Instalaciones en el 
Distrito Federal. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano 
Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 18/2020. Sindicato Revolucionario de Trabajadores de la 
Industria Alimenticia, Panificadora, Hotelera, Restaurantes, Cantinas, 
Centros Nocturnos y Actividades Conexas en el Distrito Federal. 25 de 
noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor 
Orduña Sosa.

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laboratorios 
y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 11/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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SINDICATOS. EL ARTÍCULO 371, FRACCIONES IX, IX BIS, IX TER Y X, DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL PREVER QUE LA ELECCIÓN DE LA 
DIRECTIVA SINDICAL SE REALICE MEDIANTE EL VOTO DIRECTO DE 
LOS TRABAJADORES, NO CONTRAVIENE LOS DERECHOS DE LIBER­
TAD Y DE AUTONOMÍA SINDICAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR 
DEL 1 DE MAYO DE 2019). 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicios de amparo indirecto en con­
tra del artículo 371, fracciones IX, IX Bis, IX Ter y X, de la Ley Federal del 
Trabajo, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 1 de mayo de 2019, al considerar que el requisito del voto 
directo de los trabajadores para la elección de las directivas sindicales, 
viola la libertad y la autonomía de las organizaciones sindicales, en relación 
con la determinación de la forma de llevar a cabo las elecciones de sus 
dirigentes.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación declara que el artículo 371, fracciones IX, IX Bis, IX Ter, y X, de 
la Ley Federal del Trabajo, es constitucional, al no contravenir los derechos 
de libertad y de autonomía de los sindicatos, en tanto que la exigencia del 
voto directo de los trabajadores para la elección de las directivas sindicales 
tiende a garantizar su auténtica participación democrática.

Justificación: De la interpretación armónica de las fracciones XVI y XXII Bis 
del apartado A del artículo 123 constitucional, se advierte que no es posible 
separar la libertad sindical de la obligación del Estado de garantizar la 
representatividad de los sindicatos, de modo que el ejercicio de los derechos 
inherentes a dicha libertad debe garantizar una representatividad efectiva 
y auténtica de las organizaciones. De esa manera, los derechos a la liber­
tad sindical y a la autonomía de las organizaciones no pueden interpretarse 
aisladamente como un espacio libre de cualquier intervención del Estado, 
pues también implican la obligación del legislador de adoptar medidas 
para asegurar la efectiva representación de los sindicatos. En consecuen­
cia, son válidas las normas generales que tienden a hacer efectiva la propia 
libertad sindical, mediante la garantía de los derechos de participación 
democrática de sus agremiados, como es la exigencia de que el voto de 
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los trabajadores sea directo, la cual permite que la elección de sus repre­
sentantes se realice mediante la voluntad expresada de sus agremiados y 
no por conducto de intermediarios o delegados, lo que reduciría su carácter 
personalísimo, exigido por la Constitución.

2a./J. 12/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1109/2019. Unión Sindical de Trabajadores de las Fábricas de 
Aparatos y Material Eléctrico, Electrónicos e Instalaciones en el Dis­
trito Federal. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano 
Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 18/2020. Sindicato Revolucionario de Trabajadores de la 
Industria Alimenticia, Panificadora, Hotelera, Restaurantes, Cantinas, Cen­
tros Nocturnos y Actividades Conexas en el Distrito Federal. 25 de 
noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña 
Sosa.

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laborato­
rios y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 3 de 
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febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 12/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CENTRO FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y REGISTRO LABORAL. LA FA­
CULTAD QUE TIENE DE VERIFICAR QUE EL PROCEDIMIENTO DE 
ELECCIÓN DE LAS DIRECTIVAS DE LOS SINDICATOS RESPETE LOS 
PRINCIPIOS DEMOCRÁTICOS QUE RIGEN A DICHAS ORGANIZACIONES, 
NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE LIBERTAD SINDICAL (LEGISLA­
CIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE MAYO DE 2019). 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicios de amparo indirecto en 
contra del artículo 371 Bis de la Ley Federal del Trabajo, adicionado 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de 
mayo de 2019, al considerar que la intervención del Centro Federal de Con­
ciliación y Registro Laboral (CFCRL) en las elecciones de las directivas sin­
dicales constituye una violación al derecho de libertad sindical.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resuelve que la facultad del Centro Federal de Conciliación y Registro 
Laboral, de verificar que el procedimiento de elección de las directivas 
sindicales cumpla con los requisitos legales y estatutarios para su cele­
bración es constitucional, al tratarse de una medida idónea para garantizar 
la libertad sindical de los agremiados.

Justificación: En el artículo 3 del Convenio Número 87, relativo a la libertad 
sindical y a la protección al derecho sindical, de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) se reconoce el derecho de las organizaciones de trabaja­
dores y empleadores para redactar sus propias constituciones y estatutos, 
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así como elegir libremente a sus representantes; asimismo, prohíbe toda 
intervención de las autoridades públicas que tienda a limitar o impedir el 
ejercicio de dicho derecho. Al interpretar el precepto mencionado, el Comité 
de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo ha seña­
lado que la prohibición de intervenir en la elección de las directivas, no 
implica que la autoridad estatal no tenga la obligación de garantizar la demo­
cracia interna de las organizaciones, así como el apego a las normas esta­
tutarias y legales en el desarrollo de las elecciones sindicales. En ese 
sentido, se advierte que la medida contenida en el artículo 371 Bis de la 
Ley Federal del Trabajo, respecto a la participación del Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral, a solicitud de los dirigentes sindicales, o 
bien de por lo menos el treinta por ciento (30%) de los afiliados del sindicato, 
en el auxilio de las organizaciones, a efecto de certificar el cumplimiento de 
los requisitos exigidos en la elección de las directivas sindicales, no cons­
tituye una intervención prohibida en el derecho a la elección de los repre­
sentantes sindicales, pues dicha verificación no implica que la validez de 
los resultados electorales esté sujeta a la aprobación por parte de la auto­
ridad administrativa, en tanto que la actuación del registrador, como órgano 
independiente, se limita a la verificación razonable y objetiva de que los 
resultados correspondan a la voluntad de los agremiados, de acuerdo con 
los principios de confiabilidad, certeza y legalidad.

2a./J. 13/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1109/2019. Unión Sindical de Trabajadores de las Fábri­
cas de Aparatos y Material Eléctrico, Electrónicos e Instalaciones en el 
Distrito Federal. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano 
Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 18/2020. Sindicato Revolucionario de Trabajadores de la 
Industria Alimenticia, Panificadora, Hotelera, Restaurantes, Cantinas, Cen­
tros Nocturnos y Actividades Conexas en el Distrito Federal. 25 de 
noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
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Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña 
Sosa.

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laborato­
rios y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 13/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO. LA EXIGENCIA DE QUE PARA 
SU CELEBRACIÓN INICIAL, O PARA SU REVISIÓN, SEA NECESARIA LA 
APROBACIÓN DE LA MAYORÍA DE LOS TRABAJADORES CUBIERTOS 
POR AQUÉLLOS, NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE LIBERTAD DE 
NEGOCIACIÓN COLECTIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 
DE MAYO DE 2019). 
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Hechos: Varios sindicatos promovieron juicios de amparo indirecto en contra 
de los artículos 371, fracción XIV Bis, 390 Ter, 399 Ter, y 400 Bis de la Ley 
Federal del Trabajo, reformados mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, al considerar que la exigen­
cia de someter a aprobación de los trabajadores los contratos colectivos 
de trabajo iniciales, así como sus revisiones, constituye una violación a 
los derechos de autonomía sindical y de negociación colectiva.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el nuevo sistema para la celebración de los con­
tratos colectivos de trabajo, el cual exige para su validez, la aprobación de 
su contenido por la mayoría de los trabajadores cubiertos por aquéllos, es 
una medida que tiende a garantizar el principio constitucional de certeza 
en la firma, el registro y el depósito de los contratos colectivos de trabajo, 
por lo que no contraviene el derecho de libertad de negociación colectiva.

Justificación: De acuerdo con las bases contenidas en el artículo 123, apar­
tado A, fracción XXII Bis, de la Constitución General, los procedimientos y 
los requisitos que establezca la ley para asegurar la libertad de negociación 
colectiva y los legítimos intereses de los trabajadores y empleadores deben 
garantizar, entre otros, los principios de representatividad de las organiza­
ciones sindicales y la certeza en la firma, el registro y el depósito de los 
contratos colectivos de trabajo. En ese sentido, el legislador estableció en 
los artículos 371, fracción XIV Bis, 390 Ter, 399 Ter, y 400 Bis de la Ley 
Federal del Trabajo, un nuevo sistema para la celebración de los contra­
tos colectivos de trabajo iniciales, así como sus subsecuentes revisio­
nes, los cuales deberán ser sometidos a la consulta de los trabajadores 
regidos por los mismos, a efecto de que sean aprobados por la mayoría de 
ellos, mediante su voto personal, libre y secreto, el cual deberá manifestarse 
de forma individual y directa. Así, el requisito para la validez de los contratos 
colectivos de trabajo de contar con el apoyo de los trabajadores constituye 
una medida dirigida a cumplir con los principios constitucionales, al garan­
tizar que tanto su celebración como su revisión sean producto exclusivo de 
su voluntad. Lo que no implica una violación al derecho de libertad de nego­
ciación colectiva, al tratarse de una exigencia que tiende a hacer efectivos 
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los derechos de participación de los agremiados en la toma de decisiones 
relevantes que afectan a las organizaciones y a sus intereses comunes.

2a./J. 14/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1109/2019. Unión Sindical de Trabajadores de las Fábri­
cas de Aparatos y Material Eléctrico, Electrónicos e Instalaciones en el 
Distrito Federal. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano 
Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 18/2020. Sindicato Revolucionario de Trabajadores de la 
Industria Alimenticia, Panificadora, Hotelera, Restaurantes, Cantinas, Cen­
tros Nocturnos y Actividades Conexas en el Distrito Federal. 25 de 
noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña 
Sosa.

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laboratorios 
y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
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Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 14/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CENTRO FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y REGISTRO LABORAL. LA PAR­
TICIPACIÓN DEL TITULAR DEL INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPA­
RENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES, COMO MIEMBRO DE SU JUNTA DE GOBIERNO, ES 
CONSTITUCIONAL. 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicio de amparo indirecto en contra 
del artículo 590-D de la Ley Federal del Trabajo, adicionado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, al 
sostener que la participación del titular del Instituto Nacional de Transpa­
rencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), 
como integrante de la Junta de Gobierno del Centro Federal de Conciliación 
y Registro Laboral (CFCRL) es inconstitucional, al permitir que éste actúe 
como Juez y parte al mismo tiempo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación establece que el nombramiento de la persona titular del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, como integrante de la Junta de Gobierno del Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral, es acorde a las bases constitucionales que 
rigen su creación.

Justificación: Con motivo de la reforma constitucional en materia laboral, se 
estableció en el artículo 123, apartado A, fracción XX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la creación del Centro Federal 
de Conciliación y Registro Laboral, encargado de la función conciliatoria, 
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así como del registro de las organizaciones sindicales y de todos los con­
tratos colectivos de trabajo, el cual se regiría, entre otros, por los principios 
de independencia e imparcialidad, y cuya integración y funcionamiento 
quedarían sujetos a la legislación ordinaria. De esa manera, el legislador 
contaba con libertad para desarrollar la organización y el funcionamiento del 
organismo descentralizado, siempre que respetara los lineamientos fijados 
en la norma constitucional, garantizando su autonomía e independencia, 
así como los principios que rigen su actuación. Consecuentemente, la 
decisión de depositar la administración de dicho órgano en una Junta de 
Gobierno, integrada por representantes de diferentes dependencias y orga­
nismos gubernamentales, como lo es el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, tiende a garantizar 
su carácter autónomo e independiente; atributos esenciales para asegurar el 
ejercicio de sus funciones con plena imparcialidad, al no estar sujeta a ins­
trucciones de ninguna otra entidad. Además, la participación de la persona 
titular del Instituto citado, como integrante de la Junta de Gobierno no 
implica ningún conflicto de intereses ni tampoco denota falta de parcialidad 
en su actuar, en tanto que dicha participación está justificada en el principio 
de transparencia como eje rector en el desempeño de sus funciones.

2a./J. 15/2021 (10a.)

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 29/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Música 
de la República Mexicana. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela 
Zambrano Morales.

Amparo en revisión 52/2020. Sindicato de Trabajadores de las Industrias Trans­
formadoras del Hierro, Metales y Actividades Conexas en el D.F. 3 de 



139

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2021

febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 67/2020. Asociación Sindical de Trabajadores de las Indus­
trias del Hierro, Metales y Conexos del D.F. 3 de febrero de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
taria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 68/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria 
Maderera en General, Similares y Conexos "Hilario C. Salas". 3 de febrero 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 15/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CENTRO FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y REGISTRO LABORAL. LA FALTA 
DE REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES Y EMPLEADORES, 
COMO INTEGRANTES DE SU JUNTA DE GOBIERNO, NO CONTRAVIENE 
EL PRINCIPIO DEL TRIPARTISMO. 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicio de amparo indirecto en 
contra del artículo 590-D de la Ley Federal del Trabajo, adicionado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 
2019, por no prever en la conformación de la Junta de Gobierno del Centro 
Federal de Conciliación y Registro Laboral (CFCRL), representantes obreros 
y patronales, en igual número y de acuerdo a la representatividad de las 
propias organizaciones sindicales.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la falta de designación de representantes de los traba­
jadores y los empleadores como integrantes de la Junta de Gobierno del 
Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral no contraviene el principio 
del tripartismo, debido a que tanto el nuevo sistema de justicia laboral 
como el registral, están a cargo de órganos cuya estructura no se organiza 
más bajo un modelo tripartita.

Justificación: De acuerdo con el artículo 123, apartado A, fracción XX, de la 
Constitución General el legislador contaba con libertad para desarrollar 
la organización y el funcionamiento del Centro Federal de Conciliación y 
Registro Laboral, siempre que respetara las bases fijadas en la norma 
constitucional, así como los principios que deben regir su actuar, dentro de 
los cuales no se previó el tripartismo, de ahí que no estuviera obligado a 
prever en su integración la participación de representantes de los trabaja­
dores y los empleadores. Asimismo, debe señalarse que si bien el principio 
del tripartismo es aplicable al formular las normas y las políticas en materia de 
trabajo, de tal modo que éstas sean producto de un diálogo social entre 
el gobierno, los trabajadores y los empleadores, lo cierto es que dicho prin­
cipio no opera tratándose de la conformación de autoridades de control, las 
cuales se rigen conforme a los principios de independencia e imparcialidad.

2a./J. 16/2021 (10a.)

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 29/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Música 
de la República Mexicana. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela 
Zambrano Morales.
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Amparo en revisión 52/2020. Sindicato de Trabajadores de las Industrias Trans­
formadoras del Hierro, Metales y Actividades Conexas en el D.F. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 67/2020. Asociación Sindical de Trabajadores de las Indus­
trias del Hierro, Metales y Conexos del D.F. 3 de febrero de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
taria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 68/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria 
Maderera en General, Similares y Conexos "Hilario C. Salas". 3 de febrero 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 16/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO. LA APLICACIÓN DE LAS 
NUEVAS REGLAS PARA LA REVISIÓN DE LOS QUE FUERON CELEBRA­
DOS CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DEL DECRETO 
POR EL QUE SE REFORMÓ LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLI­
CADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 
2019, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA 
LEY. 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicios de amparo indirecto en contra 
del artículo décimo primero transitorio del decreto por el que se reformó 
la Ley Federal del Trabajo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
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1 de mayo de 2019, al sostener que contraviene el principio de irretroactivi­
dad de la ley, debido a que modifica las condiciones establecidas en los 
contratos colectivos de trabajo celebrados previo a la entrada en vigor de 
la reforma.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que resulta válido que la Ley Federal del Trabajo refor­
mada mejore la regulación de la negociación colectiva y, como exigencia 
de orden público, obligue a obtener el consentimiento de los trabajadores 
en la revisión de esos contratos colectivos, aunque en el momento de su 
celebración no existiera tal exigencia; de ahí que la aplicación de las nuevas 
reglas para la revisión de los celebrados con anterioridad a la entrada en 
vigor del decreto de reformas a la citada ley, no contraviene el principio de 
irretroactividad de la ley.

Justificación: En materia de trabajo, el principio de la autonomía de la 
voluntad, que sostiene la libertad soberana de los individuos para obligarse 
contractualmente, se encuentra limitado, al tener que ajustarse a los principios 
de estricto orden público contenidos en el artículo 123 de la Constitución 
General y sus leyes reglamentarias; de ahí que en la celebración de los 
contratos colectivos de trabajo, no pueda prevalecer la voluntad de los tra­
bajadores y de los empleadores cuando sea diferente a la expresada en 
dichos ordenamientos. En consecuencia, su celebración no genera condi­
ciones de trabajo inmodificables, en tanto que su aplicación es de tracto 
sucesivo en la prestación cotidiana de los servicios y su contenido que­
dará sujeto a la revisión periódica que fijen las leyes laborales, de modo 
que las revisiones aún no ocurridas podrán regirse por una ley nueva, sin que 
ello implique la afectación de un supuesto o consecuencia ocurrido bajo la 
vigencia de la ley anterior. En ese sentido, el artículo décimo primero transi­
torio del decreto de reforma de la Ley Federal del Trabajo, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, al otorgar un plazo de 
cuatro años, a partir de su inicio de vigencia, para que los sindicatos legitimen 
sus contratos colectivos de trabajo, mediante la consulta a los trabajadores, 
no contraviene el principio de irretroactividad de la ley, pues únicamente 
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modula la aplicación de las nuevas disposiciones a los contratos colectivos 
existentes a la entrada en vigor de la reforma legislativa.

2a./J. 17/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1109/2019. Unión Sindical de Trabajadores de las Fábri­
cas de Aparatos y Material Eléctrico, Electrónicos e Instalaciones en el 
Distrito Federal. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano 
Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 18/2020. Sindicato Revolucionario de Trabajadores de la 
Industria Alimenticia, Panificadora, Hotelera, Restaurantes, Cantinas, 
Centros Nocturnos y Actividades Conexas en el Distrito Federal. 25 de 
noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña 
Sosa.

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laborato­
rios y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
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Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 17/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

PROCEDIMIENTOS DE ELECCIÓN DE LAS DIRECTIVAS SINDICALES 
Y DE CONSULTA PARA LA APROBACIÓN DE LOS CONTRATOS COLEC­
TIVOS DE TRABAJO. LOS ARTÍCULOS VIGÉSIMO SEGUNDO Y VIGÉSIMO 
TERCERO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, NO CONTRAVIENEN 
LOS DERECHOS DE LIBERTAD Y DE AUTONOMÍA DE LA ORGANIZA­
CIÓN SINDICAL. 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicio de amparo indirecto en contra de 
los artículos vigésimo segundo y vigésimo tercero transitorios del decreto 
de reforma de la Ley Federal del Trabajo, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 1 de mayo de 2019, debido a que generaban una afecta­
ción a los derechos de libertad y de autonomía de la organización sindical, 
al decidir la manera y el tiempo para establecer y modificar las reglas de 
sus estatutos, a fin de adecuarlas a las disposiciones relativas a la elección 
de las directivas, así como al sistema de consulta de los contratos colec­
tivos de trabajo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los preceptos citados, al imponer la obligación a las orga­
nizaciones sindicales de modificar sus estatutos, a efecto de regular los 
procedimientos de elección de sus representantes y los de consulta para la 
aprobación de los contratos colectivos de trabajo, no vulneran los derechos 
de libertad y de autonomía de la organización sindical.

Justificación: En tanto que los procedimientos de elección de los represen­
tantes sindicales, así como de consulta de los trabajadores para la celebra­
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ción de los contratos colectivos de trabajo, establecidos en los artículos 
371, 390 Bis y 390 Ter, de la Ley Federal del Trabajo, no vulneran los prin­
cipios de libertad sindical y autonomía de los sindicatos, al estar dirigidos 
a hacer efectiva la participación democrática de sus agremiados, así como 
la libre negociación colectiva. Consecuentemente, tampoco los contravienen 
los artículos vigésimo segundo y vigésimo tercero transitorios del decreto 
de reforma de la Ley Federal del Trabajo, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 1 de mayo de 2019, al hacer viable, de manera razonable 
y proporcional, la exigencia de que las organizaciones sindicales adopten 
los procedimientos de votación referidos, los cuales son medidas necesarias 
para integrar debidamente el consentimiento de los trabajadores respecto 
de decisiones que les afectan.

2a./J. 18/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1109/2019. Unión Sindical de Trabajadores de las Fábri­
cas de Aparatos y Material Eléctrico, Electrónicos e Instalaciones en el 
Distrito Federal. 25 de noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano 
Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 18/2020. Sindicato Revolucionario de Trabajadores de la 
Industria Alimenticia, Panificadora, Hotelera, Restaurantes, Cantinas, Centros 
Nocturnos y Actividades Conexas en el Distrito Federal. 25 de noviembre 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 47/2020. Confederación Auténtica de Trabajadores del 
Estado de Veracruz. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros 
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Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Amparo en revisión 49/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de Laborato­
rios y de las Industrias de la Química y el Plástico, Similares y Conexos. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 18/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES ANTE LAS JUNTAS DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. EL ARTÍCULO VIGÉSIMO SÉPTIMO TRAN­
SITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, QUE PREVÉ LA FACULTAD DE LA PER­
SONA TITULAR DE LA SECRETARÍA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL 
PARA DESIGNARLOS DURANTE EL TIEMPO EN QUE AQUÉLLAS SIGAN 
OPERANDO, NO CONTRAVIENE EL DERECHO DE LIBERTAD SINDICAL. 

Hechos: Varios sindicatos promovieron juicio de amparo indirecto en contra 
del artículo vigésimo séptimo transitorio del decreto por el que se reformó 
la Ley Federal del Trabajo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
1 de mayo de 2019, al sostener que la facultad de la persona titular de 
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social de designar a los representantes 
de los trabajadores ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje, durante el 
tiempo que éstas sigan operando, contraviene el derecho de libertad de las 
organizaciones sindicales, al ser los sindicatos de los trabajadores quienes 
deben proponer a sus representantes.



147

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2021

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina constitucional la disposición transitoria aludida, pues no 
vulnera el derecho de libertad sindical al reservar a la persona titular de la 
Secretaría del Trabajo y Previsión Social la facultad de nombrar a los represen­
tantes de los trabajadores ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje, durante 
el tiempo en que éstas continúen en funciones, hasta la implementación de 
los tribunales laborales.

Justificación: Con motivo de la reforma constitucional en materia laboral, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de febrero de 2017, se 
suprimió el sistema de impartición de justicia a cargo de las Juntas de Conci­
liación y Arbitraje, estableciéndose en el artículo 123, apartado A, fracción XX, 
constitucional, que la resolución de las diferencias o los conflictos entre 
trabajadores y patrones estará a cargo de los tribunales laborales del Poder 
Judicial de la Federación o de las entidades federativas. Como consecuen­
cia de dicha reforma, el 1 de mayo de 2019 se publicó en el Diario Oficial 
de la Federación la modificación a diversas disposiciones de la Ley Federal del 
Trabajo, entre ellas, se derogaron los artículos que regulaban la organi­
zación de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, Federal y Locales, las cuales 
sólo continuarán en funciones para tramitar y resolver los asuntos que 
se hayan iniciado con anterioridad a la entrada en vigor de la reforma. En ese 
contexto, al no estar más vigente el sistema tripartita de impartición de jus­
ticia, así como la subsistencia provisional de las Juntas de Conciliación y 
Arbitraje, resulta válido que la norma transitoria reserve a la autoridad admi­
nistrativa la facultad de designar a los representantes de los trabajadores 
ante esos organismos, lo que agiliza la transición e implementación del nuevo 
sistema de justicia adoptado por el legislador. Máxime que la facultad de 
los sindicatos de designar tales representantes no forma parte del núcleo 
duro de la libertad sindical, ni tampoco la participación en la integración de 
los órganos de impartición de justicia forma parte de los derechos recono­
cidos en el Convenio Número 87, relativo a la libertad sindical y a la protección 
al derecho sindical, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
ni en el artículo 123, apartado A, de la Constitución General.

2a./J. 19/2021 (10a.)
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Amparo en revisión 28/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores y Empleados 
del Transporte Aéreo de la República Mexicana. 25 de noviembre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretarios: Gabriela Zambrano Morales y Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 29/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Música 
de la República Mexicana. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zam­
brano Morales.

Amparo en revisión 52/2020. Sindicato de Trabajadores de las Industrias Trans­
formadoras del Hierro, Metales y Actividades Conexas en el D.F. 3 de 
febrero de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 
María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 67/2020. Asociación Sindical de Trabajadores de las Indus­
trias del Hierro, Metales y Conexos del D.F. 3 de febrero de 2021. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
taria: Gabriela Zambrano Morales.

Amparo en revisión 68/2020. Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria 
Maderera en General, Similares y Conexos "Hilario C. Salas". 3 de febrero 
de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis de jurisprudencia 19/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del diez de marzo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de marzo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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CONTRATOS DE ENGANCHE Y REENGANCHE VOLUNTARIO DE SOL­
DADOS. EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 154 DE LA LEY 
ORGÁNICA DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS, AL PREVER 
EL LÍMITE DE NUEVE AÑOS PARA PRESTAR SUS SERVICIOS NO VUL­
NERA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO NI A LA NO 
DISCRIMINACIÓN. 

Hechos: Soldados reclamaron en amparo indirecto su baja del servicio 
activo como consecuencia de la aplicación del artículo 154 de la Ley Orgánica 
del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos; adujeron que la norma transgredía 
sus derechos a la libertad de trabajo y a la no discriminación, previstos en 
los artículos 1o. y 123 constitucionales, en tanto daba lugar a su baja por 
el mero transcurso del tiempo y por ostentar el grado de soldados.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo de mérito, al dar lugar a la baja del servicio 
activo y el alta en la reserva correspondiente de los soldados que presten 
sus servicios por un máximo de nueve años, no viola sus derechos a la 
libertad del trabajo y a la no discriminación.

Justificación: El artículo en comento persigue una finalidad constitucional­
mente válida, esto es, incentivar la profesionalización de los soldados y su 
avance en la carrera militar con el propósito de que una de las instituciones 
garantes de la seguridad nacional conserve a los elementos mejor prepa­
rados para cumplir su tarea, máxime que los soldados tienen a su alcance 
diversos mecanismos para avanzar en los grados del Ejército y Fuerza 
Aérea establecidos en la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y 
Fuerza Aérea Mexicanos y en la Ley de Educación Militar del Ejército y Fuerza 
Aérea Mexicanos, por lo que se estima razonable el plazo de mérito para 
que asciendan.

2a./J. 26/2021 (10a.)

Amparo en revisión 1056/2018. Servando Ávila Quintanar. 13 de marzo de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.
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Amparo en revisión 97/2019. Elías Chávez García. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby 
Villarreal Reyes.

Amparo en revisión 612/2019. Juan Carlos Camas Morales. 4 de diciembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Amparo en revisión 685/2019. Conrado de la Rosa Ordóñez. 4 de diciembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor 
Orduña Sosa.

Amparo en revisión 1088/2019. Isaías Salaya Córdova y otro. 11 de marzo de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis de jurisprudencia 26/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del veintiocho de abril de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de mayo de 2021 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO. ES INEXISTENTE, ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE, CUANDO 
SE SUSCITA CON BASE EN CUESTIONES DE TURNO.

Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito, al que correspondió el cono­
cimiento de un recurso, se declaró legalmente incompetente para conocer 
de él aduciendo que un diverso Tribunal conservaba la competencia origi­
naria, en virtud de que el recurso derivaba de un juicio de amparo indirecto 
promovido dentro de la misma secuela procesal de un juicio de amparo del 
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que previamente conoció. El diverso órgano jurisdiccional negó tener compe­
tencia para conocer del asunto en razón de que consideró que no se surten 
los supuestos previstos en el artículo 46 del Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia 
de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales, que prevé los 
criterios generales de relación, porque no existía un conocimiento previo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que es inexistente el conflicto competencial cuando los 
Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentan su incompe­
tencia para conocer de un juicio de amparo o recurso en una cuestión 
de turno que se da por conocimiento previo, pues ello se encuentra regu­
lado en los artículos 45 y 46 del mencionado Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal.

Justificación: Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 115/2011, para que se 
considere legalmente planteado un conflicto competencial y éste pueda 
ser dirimido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resulta indispen­
sable que la negativa de los órganos jurisdiccionales contendientes para 
conocer de un asunto se refiera exclusivamente a un punto concreto jurisdic­
cional, sea por razón de grado, territorio o materia, y no a simples situaciones 
de hecho o de orden administrativo ajenas al tema jurisdiccional, como lo 
serían cuestiones de mero trámite o de turno, pues ello involucra la aplicación 
de los Acuerdos Generales emitidos por el Pleno del Consejo de la Judica­
tura Federal que regulan la distribución de asuntos entre órganos jurisdic­
cionales. En ese tenor, cuando el conflicto debe su formación al debate 
competencial suscitado única y exclusivamente por cuestión de turno 
que se da por el conocimiento previo de un asunto entre los Tribunales Cole­
giados de Circuito contendientes, a la luz de lo dispuesto en el Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las 
disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdic­
cionales, el mismo debe declararse inexistente, pues conforme a los artículos 
45 y 46 del Acuerdo citado, que regula el funcionamiento de las oficinas de 
correspondencia común de los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito 
del Poder Judicial de la Federación, se establece de manera específica un 
sistema de turnos e, incluso, como se advierte de los dos últimos párrafos del 
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artículo 46, se disponen acciones específicas a seguir por los órganos 
jurisdiccionales que determinen no aceptar un turno, correspondiendo su 
resolución de plano a la Comisión de Creación de Nuevos Órganos del Con­
sejo de la Judicatura Federal.

2a./J. 28/2021 (10a.)

Conflicto competencial 563/2018. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado 
y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo, ambos del 
Décimo Quinto Circuito. 27 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; José 
Fernando Franco González Salas emitió su voto con reservas. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 319/2019. Suscitado entre el Primer y el Segundo Tribu­
nales Colegiados, ambos del Décimo Quinto Circuito. 29 de enero de 
2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Conflicto competencial 7/2020. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo y el Primer Tribunal Colegiado, ambos del 
Décimo Quinto Circuito. 6 de mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Secretario: Jaime Núñez Sandoval.

Conflicto competencial 19/2020. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo y el Tercer Tribunal Colegiado, ambos del 
Décimo Quinto Circuito. 24 de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; emitió 
su voto con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Luis 
María Aguilar Morales. Secretario: Juan Sergio Gayosso Villegas.

Conflicto competencial 137/2020. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo y el Tercer Tribunal Colegiado, ambos del 
Décimo Quinto Circuito. 17 de febrero de 2021. Cinco votos de los Minis­
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tros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; 
José Fernando Franco González Salas votó con reserva de criterio. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 115/2011 citada, aparece publicada con el 
rubro: "CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. ES INEXISTENTE CUANDO DERIVA DE LA APLICACIÓN DE 
NORMAS GENERALES QUE REGULAN EL TURNO DE ASUNTOS.", en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXIV, julio de 2011, página 394, con número de registro digital: 161671.

El Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, 
adiciona y deroga el similar, que establece las disposiciones en materia 
de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales citado, aparece 
publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2489, con número de 
registro digital: 2652.

Tesis de jurisprudencia 28/2021 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del doce de mayo de dos mil veintiuno.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26  horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de mayo de 2021, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR SUSTITUCIÓN

INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE. EL CERTIFICADO MÉDICO EN 
EL QUE EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO LA HACE CONSTAR (FORMATO RT-09) 
ES UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, SIEMPRE QUE OSTENTE LA 
APROBACIÓN DEL SUBCOMITÉ DE MEDICINA DEL TRABAJO DE DICHO 
INSTITUTO [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 123/2018 (10a.)].  
De la interpretación integral de los artículos 2, 17, 18, 23 a 25, 27, 28, 42 y 
72 del Reglamento para la Dictaminación en Materia de Riesgos del Trabajo 
e Invalidez del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado­
res del Estado, vigente hasta el 24 de febrero de 2017, tratándose de acci­
dentes acaecidos en el centro de labores o en el trayecto a éste, e inclusive 
cuando el trabajador se encuentre en el desempeño de una comisión, el 
instituto citado está obligado a examinar la profesionalidad del riesgo de 
trabajo, y una vez dictaminada su procedencia, debe declarar en qué situa­
ción médico laboral se colocó el trabajador a través de valoraciones médicas 
trimestrales, las cuales no habrán de rebasar el plazo de un año contado a 
partir de que ese organismo de seguridad social tenga conocimiento del 
riesgo o a partir de que emita la primera licencia médica. Ahora bien, una 
vez agotado el periodo anual, el instituto debe otorgar una incapacidad 
parcial o total permanente, o bien, determinar la ausencia de secuelas que 
permitan la reincorporación del trabajador a su centro de trabajo, pero en 
cualquier caso fijará el estatus médico laboral del trabajador en forma defi­
nitiva en el formato RT-09, que llenan tanto el personal médico especia­
lizado, como las autoridades a quienes compete validarlo, en el caso de 
una incapacidad parcial permanente al Subcomité de Medicina del Trabajo, 



156

Suprema Corte de Justicia de la Nación

quienes en un plazo no mayor a 60 días naturales deberán decidir en defi­
nitiva sobre la negativa de la incapacidad o del grado de disminución 
órgano-funcional del trabajador, conforme a la tabla de valuación del artículo 
514 de la Ley Federal del Trabajo. Lo anterior, sin perjuicio de que en 
los supuestos en que el médico tratante, al practicar la primera valoración 
médica, encuentre que se produjo una patología clínicamente irreversible o 
que no ofrezca alternativa de mejoría, por ejemplo, cuando hubo amputación 
o pérdida total o parcial de algún órgano, emitirá inmediatamente el certifi­
cado médico RT-09, hipótesis en la que no habrá que esperar el plazo anual 
para que el Subcomité mencionado pueda emitir la decisión que valide 
ese diagnóstico y determine el grado de disminución órgano-funcional que 
porcentualmente proceda en el caso de una incapacidad parcial. En con­
secuencia, para los efectos de la promoción del juicio contencioso adminis­
trativo ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, cuando se demande 
la invalidez de la determinación conclusiva del instituto, sea porque el actor 
esté inconforme con el grado porcentual de incapacidad determinado o 
por cualquier otra causa, sólo procede el juicio cuando en dicho formato 
RT-09 conste que ya transcurrió el año, así como la aprobación o negativa 
del Subcomité de Medicina del Trabajo de la declaración de incapacidad 
parcial del asegurado, exceptuando el supuesto en el que antes de que 
transcurra tal plazo el daño se considere como irreversible o no ofrezca 
posibilidad alguna de recuperación, pero siempre a condición de que se 
haya validado definitivamente ese diagnóstico.

2a./J. 8/2021 (11a.)

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 3/2021. Pleno en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito. 11 de agosto de 2021. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano 
Morales.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XIV.P.A.1 A (10a.), de rubro: "INCAPACIDAD PARCIAL PERMANENTE. 
EL CERTIFICADO MÉDICO EN EL QUE EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
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SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO LA HACE 
CONSTAR (FORMATO RT-09), ES UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUG­
NABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMI­
NISTRATIVA.", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 2, 
diciembre de 2012, página 1372; y,

El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la revisión administrativa 298/2017 y el amparo 
directo 771/2017.

Nota:

Tesis sustituida

Tesis de jurisprudencia 2a./J. 123/2018 (10a.), de título y subtítulo: "INCAPACI­
DAD PARCIAL PERMANENTE. EL CERTIFICADO MÉDICO EN EL QUE EL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJA­
DORES DEL ESTADO LA HACE CONSTAR (FORMATO RT-09) ES UNA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, SIEMPRE QUE OSTENTE LA APROBA­
CIÓN O NEGATIVA QUE DEBE EXPRESAR, EN CUALQUIER CASO, EL 
COMITÉ DE MEDICINA DEL TRABAJO DE DICHO INSTITUTO.", derivada 
de la contradicción de tesis 216/2008 y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, página 575, con número de registro 
digital: 2018680.

Tesis de jurisprudencia 8/2021 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del uno de septiembre de dos mil veintiuno.

Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo 
General Plenario 1/2021, por lo que a partir de esas mismas fecha y hora, 
y con motivo de la resolución de la solicitud de sustitución de jurisprudencia 
3/2021, ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa 2a./J. 
123/2018 (10a.), de título y subtítulo: "INCAPACIDAD PARCIAL PERMA­
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NENTE. EL CERTIFICADO MÉDICO EN EL QUE EL INSTITUTO DE SEGU­
RIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 
LA HACE CONSTAR (FORMATO RT-09) ES UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 
IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINIS­
TRATIVA, SIEMPRE QUE OSTENTE LA APROBACIÓN O NEGATIVA QUE 
DEBE EXPRESAR, EN CUALQUIER CASO, EL COMITÉ DE MEDICINA DEL 
TRABAJO DE DICHO INSTITUTO.", derivada de la contradicción de tesis 
216/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 
2018, página 575, con número de registro digital: 2018680.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 3 de noviembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
AISLADAS

2020

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE EXCEPCIONALMENTE 
CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA RESUELVE EL PROBLEMA DE 
CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADO, CONTRAVINIENDO LOS PRECE­
DENTES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

Hechos: En un amparo directo el Tribunal Colegiado de Circuito resolvió el 
problema de constitucionalidad planteado, relativo al alcance de la protec­
ción laboral concedida a la mujer prevista en el artículo 123, apartado B, 
fracción XI, inciso c), de la Constitución General, en contravención al criterio 
de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sen­
tido de que la mujer que es despedida por razón de su embarazo, tiene 
derecho a la reinstalación laboral con independencia de la naturaleza del 
trabajo. Contra ese fallo se interpuso recurso de revisión, mismo que fue 
desechado por auto de presidencia. Tal determinación fue impugnada a 
través del recurso de reclamación ante la Segunda Sala del Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que la revisión en amparo directo procede excepcional­
mente cuando la sentencia recurrida contradice aquellos precedentes de 
esta Suprema Corte en los que ha precisado el contenido y alcance de las 
normas o los principios constitucionales.

Justificación: Lo anterior, pues si bien existen criterios aislados de esta 
Suprema Corte que, en estricto sentido, no obligan a los tribunales infe­
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riores, lo cierto es que si éstos deciden inobservar el precedente de la Corte 
y, precisamente, ello es motivo de impugnación a través de la revisión en 
amparo directo, este Alto Tribunal cuenta con amplias facultades para cono­
cer del asunto, a fin de reiterar el recto entendimiento que debe darse a la 
Constitución General, evitar interpretaciones divergentes sobre el mismo 
problema constitucional y posibilitar que los justiciables puedan ver reali­
zadas sus expectativas de ser juzgados en forma consistente con los pre­
cedentes sentados por este Tribunal Constitucional. De ahí que en tales 
asuntos se reúnen los requisitos de importancia y trascendencia, pues la 
recta aplicación de las decisiones emitidas por la Corte Constitucional pro­
mueve la estabilidad, representa un elemento de continuidad en la ley –tanto 
reglas como principios– y tiene sus raíces en la necesidad de satisfacer 
expectativas razonables a los justiciables.

2a. LI/2020 (10a.)

Recurso de reclamación 966/2020. Karol Edith Torres Moreno. 28 de octubre 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

REPRESENTACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AGRARIA. 
CARECEN DE ELLA LOS COMUNEROS QUE ACUDEN AL JUICIO ANTE 
LA OMISIÓN DEL COMISARIADO DE BIENES COMUNALES (LEY DE 
AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). 

Hechos: Diversas personas que se ostentaron comuneros de una comu­
nidad indígena promovieron juicio de amparo en defensa de la comunidad 
ante la omisión del Comisariado de Bienes Comunales de hacerlo, a pesar 
de que no fueron parte en la controversia en materia agraria entre comune­
ros y sus órganos de representación, y tampoco en el juicio agrario respec­
tivo cuya sentencia reclaman.
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que en atención a que la Ley de Amparo vigente ya no 
establece la posibilidad de que los ejidatarios o comuneros promuevan juicio 
de amparo en lo individual cuando el comisariado no lo hace, ello implica 
que ya no existe la representación sustituta y, en esa medida, los promo­
ventes del juicio, en su calidad de comuneros que acuden a él manifestando 
que lo hacen precisamente ante la omisión del Comisariado de Bienes 
Comunales, carecen de legitimación.

Justificación: En efecto, de un análisis de lo dispuesto en los artículos 5o., 
fracción I, 6o. y 10 de la Ley de Amparo vigente, con relación a los diver­
sos 27, fracción VII, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 99 de la Ley Agraria, estos últimos que reconocen al 
Comisariado de Bienes Comunales como el órgano de representación de 
la asamblea de comuneros, se advierte la intención del legislador de acotar la 
legitimación para promover el juicio de amparo eliminando la figura de la repre­
sentación sustituta prevista en la Ley de Amparo abrogada. Con base en 
ello, los comuneros que no tuvieron intervención en el juicio agrario cuya 
sentencia constituye el acto reclamado y la impugnan por considerar que 
en ella fueron violadas las leyes del procedimiento argumentando que se 
afectan las defensas de la comunidad trascendiendo al resultado del fallo, 
al acudir en lo individual ante la omisión del Comisariado de Bienes Comu­
nales a promover el juicio de amparo, no obstante que no fueron parte 
demandada en ese asunto carecen de legitimación y, por esa razón, se 
actualiza la causa de improcedencia prevista en la fracción XXIII del artículo 
61 de la Ley de Amparo, lo que conduce a decretar el sobreseimiento en el 
juicio de amparo.

2a. LII/2020 (10a.)

Queja 156/2019. Juan Jiménez Herrera y otros. 4 de marzo de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu 
Soberón. 
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Amparo directo 10/2020. Ofelia Alcalá Acevedo y otros. 14 de octubre de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fer­
nando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo directo 11/2020. Guadalupe Magaña Orozco y otros. 14 de octubre de 
2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PATENTES. ALCANCE DEL TÉRMINO "PODRÁ" ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 1709, NUMERAL 12, DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE 
AMÉRICA DEL NORTE (TLCAN) PARA QUE LAS PARTES PUEDAN 
EXTENDER EL PERIODO DE PROTECCIÓN CON EL FIN DE COMPENSAR 
RETRASOS ORIGINADOS EN PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
DE APROBACIÓN DE AQUÉLLAS.  

Hechos: Una persona moral cuestionó la regularidad constitucional de los 
artículos 1709, numeral 12, del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte (TLCAN) y 23 de la Ley de la Propiedad Industrial abrogada, los acuerdos 
por los que se establecen los plazos máximos de respuesta a los trámites 
ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI), así como el oficio 
emitido por éste por el que le niega la compensación del tiempo perdido por 
retrasos injustificados en el otorgamiento de su patente, planteando además 
una interpretación y falta de aplicación del artículo del tratado internacional 
citado.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 1709, numeral 12, del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte establece una posibilidad, y no una obli­
gación de las Partes, de extender el periodo de protección con el fin de 
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compensar retrasos originados en procedimientos administrativos de apro­
bación de patentes.

Justificación: Lo anterior es así, en razón de que dicho término debe enten­
derse en su justo alcance, evidenciando la potestad de las Partes de com­
pensar, o no, retrasos que pudieran presentarse en los procedimientos de 
aprobación de las patentes; es decir, se deja a la voluntad de las Partes la 
opción de extender el periodo de protección con el fin de compensar retra­
sos, y no se impone como obligación, lo cual tiene sentido en el contexto 
en el que se encuentra inmersa esa disposición en el tratado, teniendo en 
cuenta su objeto y fines, pues de conformidad con su artículo 1701, nume­
ral 1, que establece la naturaleza y el ámbito de las obligaciones contenidas 
en el Capítulo XVII referido a la Propiedad Intelectual, cada una de las Partes 
otorgará en su territorio a los nacionales de otra Parte, protección y defensa 
adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual, en el caso, los 
derechos de patente, asegurándose a la vez de que las medidas destinadas 
a defender esos derechos, no se conviertan en obstáculos al comercio legí­
timo; es decir, no obstaculizar la libre circulación de productos en la región 
de libre comercio y afectar con ello directamente el establecimiento y 
funcionamiento del mercado regional, en tanto que las medidas determi­
nan el alcance efectivo de la protección que otorga la patente dentro de los 
plazos consignados en el propio tratado para garantizar que los titulares 
de las patentes no produzcan un efecto negativo sobre la competencia en el 
mercado correspondiente, lo que constituye uno de los objetivos esenciales 
del tratado.

2a. LIII/2020 (10a.)

Amparo en revisión 257/2020. Bayer Healthcare, LLC. 14 de octubre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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PATENTES. EL ARTÍCULO 1709, NUMERAL 12, DEL TRATADO DE LIBRE 
COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE (TLCAN), AL ESTABLECER 
QUE LAS PARTES PODRÁN EXTENDER EL PERIODO DE PROTECCIÓN 
CON EL FIN DE COMPENSAR RETRASOS ORIGINADOS EN PROCE­
DIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DE APROBACIÓN DE AQUÉLLAS, NO 
ES VIOLATORIO DE LOS DERECHOS DE LEGALIDAD, IGUALDAD, 
ACCESO A LA JUSTICIA IMPARCIAL Y SEGURIDAD JURÍDICA. 

Hechos: Una persona moral cuestionó la regularidad constitucional del 
artículo 1709, numeral 12, del Tratado de Libre Comercio de América 
del Norte (TLCAN), argumentando que traslada una facultad discrecional a 
los países miembros, para que en forma subjetiva, parcial, unilateral y con­
fusa otorguen a la autoridad encargada de la aprobación de patentes, la 
decisión de cuándo procede o no la ampliación del término de su vigencia, 
además de que la posibilidad que otorga ese tratado para que el plazo 
pueda ser ampliado de forma arbitraria y parcial por cada uno de los Estados 
contratantes, sitúa a los sujetos de derecho y a las obligaciones de México 
en desigualdad frente a sus socios económicos.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 1709, numeral 12, del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte, al establecer una posibilidad y no una obli­
gación de las partes, de extender el periodo de protección con el fin de 
compensar retrasos originados en procedimientos administrativos de apro­
bación de patentes, no es violatorio de los derechos de legalidad, igualdad, 
acceso a la justicia imparcial y seguridad jurídica, ya que no se perjudica a 
los particulares por supuestas omisiones de las autoridades administra­
tivas, ni impide la extensión de vigencia por compensación en caso de que 
el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI) se retrase en el examen 
de una patente, pues lo cierto es que dicho artículo no contiene prohibición 
alguna.

Justificación: Ello es así, porque el artículo en cuestión tiende a proteger el 
derecho de propiedad intelectual, por lo que no existe una transgresión 
a los derechos de legalidad, igualdad, justicia imparcial y seguridad jurídica, 
pues en él se prevé que en los casos que proceda, cada una de las Partes 
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podrá extender el periodo de protección con el fin de compensar retrasos 
originados en procedimientos administrativos de aprobación, lo que implica 
el reconocimiento de un derecho a favor del solicitante de una patente, para 
que se compensen retrasos partiendo del supuesto que se presente; lo que 
tiende a proteger y hacer valer, de manera adecuada y efectiva, los derechos 
de propiedad intelectual en territorio de cada una de las Partes, tal como el 
propio instrumento internacional lo refiere, porque reconoce el derecho 
exclusivo de explotación del titular, impidiendo a terceros valerse de él; de 
ahí que el artículo citado no fija las relaciones o las posiciones jurídicas, el 
sentido o el alcance de un derecho humano; regula a las patentes como 
derecho patrimonial, el cual se ejerce con fines de lucro, específicamente, 
en relación con la temporalidad en que pueden explotarse a precios mono­
pólicos, por lo que existe una clara distinción entre la concepción de ese 
régimen como derecho humano y el consagrado en ese precepto como 
derecho patrimonial.

2a. LIV/2020 (10a.)

Amparo en revisión 257/2020. Bayer Healthcare, LLC. 14 de octubre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PATENTES. CUANDO EXISTAN RETRASOS IMPUTABLES A LA AUTORI­
DAD ADMINISTRATIVA EN SU APROBACIÓN, SU VIGENCIA NO PODRÁ 
SER MENOR DE DIECISIETE AÑOS CONTADOS A PARTIR DE LA FECHA 
DE SU OTORGAMIENTO (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL AR­
TÍCULO 23 DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL ABROGADA). 

Hechos: Una persona moral cuestionó la negativa del Instituto Mexicano de 
la Propiedad Industrial (IMPI), de compensar para efectos de la vigencia 
de su patente, los retrasos en el procedimiento para su otorgamiento, 
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argumentando que el artículo 23 de la Ley de la Propiedad Industrial abro­
gada que sirvió a la autoridad administrativa como fundamento, genera 
inseguridad jurídica porque provoca que una patente que tendría veinte 
años de vigencia, vea reducido dicho plazo debido a los retrasos en el proce­
dimiento de aprobación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que debe darse una interpretación sistemática al artículo 23 
de la Ley de la Propiedad Industrial abrogada y considerar que en el caso de 
que se presenten retrasos imputables a la autoridad administrativa en su 
aprobación, se deberá determinar que la vigencia de la patente no podrá 
ser inferior a diecisiete años contados a partir del otorgamiento de la misma.

Justificación: Lo anterior es así, ya que de una interpretación sistemática al 
artículo 23 de la Ley de la Propiedad Industrial, con relación a las disposi­
ciones del propio ordenamiento legal, así como a lo previsto en la fracción 
12 del artículo 1709 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(TLCAN) se concluye que el hecho de que el artículo 23 citado no fije plazos 
para que se desarrollen y concluyan los exámenes de forma y fondo de 
la patente solicitada, no genera incertidumbre jurídica, pues lo cierto es que 
dadas las particularidades y el grado de complejidad en el procedimiento 
administrativo de cada patente, no sería posible que el legislador especifi­
que cada caso y señale plazos distintos dependiendo del tiempo que implica 
en especial el examen de fondo por cada género de patente, de ahí que se 
haya optado por plazos genéricos a través de los acuerdos por los que 
se establecen los plazos máximos de respuesta a los trámites ante el IMPI, 
los cuales dan certeza jurídica al gobernado; por tanto, se concluye que si 
bien la patente tendrá una vigencia de veinte años improrrogables, contada 
a partir de la fecha de presentación de la solicitud que está sujeta al examen 
de forma, lo cierto es que atendiendo a los retrasos derivados del proce­
dimiento administrativo de aprobación, que impactan de manera negativa 
en esa vigencia, deberá considerarse que de existir dicho retraso, la vigen­
cia de una patente no podrá ser menor a diecisiete años contados a partir 
de la fecha de su otorgamiento, pues acorde con lo establecido en el tratado 
en cuestión, se establece un periodo de protección para las patentes de por 
lo menos veinte años, que se contarán a partir de la fecha de la presenta­
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ción de la solicitud, o de diecisiete años a partir de la fecha del otorgamiento 
de la patente; lo que en modo alguno implicaría la prórroga de la vigencia.

2a. LV/2020 (10a.)

Amparo en revisión 257/2020. Bayer Healthcare, LLC. 14 de octubre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente; 
mayoría de tres votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidentes: Luis María Aguilar Morales y José Fernando Franco González 
Salas, quienes emitieron su voto por que se sobreseyera en el juicio res­
pecto del artículo 23 de la Ley de la Propiedad Industrial. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2021 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

2021

GUARDIA NACIONAL. LOS ARTÍCULOS DÉCIMO TERCERO Y DÉCIMO 
CUARTO TRANSITORIOS DE LA LEY QUE LA RIGE, 162, 164 Y QUINTO 
TRANSITORIO DE SU REGLAMENTO, NO VIOLAN EL ARTÍCULO TER­
CERO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 
CONSTITUCIÓN GENERAL, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 26 DE MARZO DE 2019. 

Hechos: En un juicio de amparo indirecto, un elemento de la Policía Federal 
reclamó, por su sola vigencia, la normatividad secundaria que rige la tran­
sición de los recursos humanos de la indicada institución de seguridad a la 
Guardia Nacional.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos décimo tercero y décimo cuarto transi­
torios de la Ley de la Guardia Nacional, 162, 164 y quinto transitorio de su 
reglamento, aun cuando no establecen expresamente que los elementos 
provenientes de la Policía Federal conservarán su rango y todas sus pres­
taciones al incorporarse a la nueva institución de seguridad pública, no 
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transgreden el artículo tercero transitorio del Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en materia de Guardia Nacional, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 26 de marzo de 2019.

Justificación: Ese decreto constitucional definió que la Guardia Nacional se 
integraría con elementos de la Policía Federal –mediante una transición defi­
nitiva derivada de la desaparición de esa institución de origen–, así como 
de las Policías Militar y Naval –mediante una adscripción que podría ser 
no definitiva– y, en específico, su artículo tercero transitorio otorga a esos 
elementos el derecho de conservar su rango y sus prestaciones. De ahí 
que el hecho de que las normas legales y reglamentarias en comento nada 
digan sobre esa conservación de beneficios en favor de los miembros de la 
Policía Federal adscritos a la Guardia Nacional, no determina su inconstitu­
cionalidad, pues basta la sola existencia de aquel mandato del Constituyente 
Permanente para que, por su aplicación directa, subsista esa prerrogativa.

2a. I/2021 (10a.)

Amparo en revisión 390/2020. Eliseo Osorio Cruz. 9 de diciembre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Iveth 
López Vergara.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

GUARDIA NACIONAL. EL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN 
LOS ELEMENTOS DE LA POLICÍA FEDERAL, DE LA POLICÍA MILITAR 
Y DE LA POLICÍA NAVAL QUE LA INTEGRARÁN, VIOLA EL ARTÍCULO 
TERCERO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMA 
LA CONSTITUCIÓN GENERAL, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE MARZO DE 2019.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto, un elemento de la Policía Federal 
reclamó, por su sola vigencia, la normatividad administrativa que rige la 
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transición de los recursos humanos de la indicada institución de seguridad 
a la Guardia Nacional.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el Acuerdo por el que se establecen los elementos 
de la Policía Federal, de la Policía Militar y de la Policía Naval que integrarán 
la Guardia Nacional, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de 
junio de 2019, al no establecer que los elementos provenientes de la Policía 
Federal conservarán su rango y todas sus prestaciones al incorporarse a la 
nueva institución de seguridad pública, transgrede el artículo tercero transi­
torio del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en materia de Guardia Nacional, publicado en el citado medio de difusión 
oficial el 26 de marzo de 2019.

Justificación: El artículo segundo transitorio de la reforma constitucional de 
trato establece una cláusula competencial en forma de un mandato al Eje­
cutivo Federal, en la medida en que le encomendó la regulación del pro­
ceso de adscripción de los miembros de otras corporaciones a través de la 
expedición de los acuerdos de carácter general respectivos, desde luego, 
bajo las directrices establecidas en el texto constitucional. Por tanto, el 
Acuerdo por el que se establecen los elementos de la Policía Federal, de 
la Policía Militar y de la Policía Naval que integrarán la Guardia Nacional 
–expedido por el Presidente de la República–, al no precisar los términos 
para la transferencia de los elementos de la Policía Federal a la Guardia 
Nacional, específicamente por lo que hace al mantenimiento de su grado y 
prestaciones –generando incertidumbre que permea en la normatividad 
administrativa de inferior jerarquía–, transgrede el artículo tercero transitorio 
de la reforma constitucional en materia de Guardia Nacional.

2a. II/2021 (10a.)

Amparo en revisión 390/2020. Eliseo Osorio Cruz. 9 de diciembre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el cri­
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terio contenido en esta tesis. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien 
manifestó que formularía voto particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Amparo en revisión 397/2020. Antonio García Medina. Recurrentes: Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión y otra. 9 de diciembre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el cri­
terio contenido en esta tesis. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien 
manifestó que formularía voto particular. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Guadalupe de Jesús Hernández Velázquez.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

GUARDIA NACIONAL. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CONTRA 
EL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN LOS ELEMENTOS DE LA 
POLICÍA FEDERAL, DE LA POLICÍA MILITAR Y DE LA POLICÍA NAVAL 
QUE LA INTEGRARÁN, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 28 DE JUNIO DE 2019.

Hechos: En un juicio de amparo indirecto, un elemento de la Policía Federal 
reclamó, por su sola vigencia, la normatividad administrativa que rige la 
transición de los recursos humanos de la indicada institución de seguridad 
a la Guardia Nacional.

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que, por virtud de la concesión del amparo contra el 
Acuerdo por el que se establecen los elementos de la Policía Federal, de 
la Policía Militar y de la Policía Naval que integrarán la Guardia Nacional, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de junio de 2019, los 
miembros de la Policía Federal, en su transición a la nueva institución de 
seguridad pública, deberán conservar su grado y prestaciones, incluyendo 
remuneración ordinaria, beneficios, asignaciones, gratificaciones, retribu­
ciones, haberes, compensaciones o cualquier otro concepto que percibían 
–desde luego, en el monto, condiciones y periodicidad con las que se les 
pagaban–.
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Justificación: Para que desaparezca la situación de incertidumbre que pro­
voca el acuerdo administrativo en mención en la transición a la Guardia 
Nacional, éste debe aplicarse en términos del artículo tercero transitorio del 
decreto de reforma a la Constitución General publicado en el Diario Ofi­
cial de la Federación el 26 de marzo de 2019, cuya intención fue salvaguar­
dar los derechos laborales adquiridos por quienes provienen de otras 
corporaciones entregándoles prestaciones no inferiores a aquellas que 
hubieren recibido en sus anteriores instituciones y, en el caso específico 
de los miembros originarios de la Policía Federal, generarles una menor 
afectación ante el antecedente consistente en la desaparición de esa corpo­
ración y, por ende, la imposibilidad absoluta para continuar prestando sus 
servicios en ella aun sin haber incurrido en alguna conducta atribuible a 
esos policías para terminar la relación de subordinación.

2a. III/2021 (10a.)

Amparo en revisión 390/2020. Eliseo Osorio Cruz. 9 de diciembre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien mani­
festó que formularía voto particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Iveth López Vergara.

Amparo en revisión 397/2020. Antonio García Medina. Recurrentes: Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión y otra. 9 de diciembre de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien mani­
festó que formularía voto particular. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Guadalupe de Jesús Hernández Velázquez.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS). EL ARTÍCULO 87 
DEL REGLAMENTO DE PRESTACIONES MÉDICAS DE DICHO ORGA­
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NISMO, QUE LO LIBERA DE RESPONSABILIDAD CUANDO EL DERECHO­
HABIENTE, POR PROPIA DECISIÓN, ABANDONA EL SERVICIO DE 
ATENCIÓN MÉDICA QUE LE OTORGA, NO RESTRINGE EL DERECHO A 
LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. 

Hechos: El quejoso presentó una queja administrativa ante el Instituto 
Mexicano del Seguro Social (IMSS) por considerar deficiente la atención mé­
dica recibida por parte del personal de dicho instituto, y solicitó el pago por 
los gastos que erogó al haber recibido la atención médica que requirió en 
un hospital privado; la queja se resolvió como improcedente desde el punto 
de vista médico y se determinó que no había lugar al reintegro de la canti­
dad reclamada en términos del artículo 87 del Reglamento de Prestaciones 
Médicas del propio organismo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 87 del Reglamento de Prestaciones Médicas 
del Instituto Mexicano del Seguro Social no restringe el derecho a la protec­
ción de la salud, por no establecer excepciones al supuesto que libera al 
Instituto Mexicano del Seguro Social de responsabilidad, derivado de la deci­
sión propia del derechohabiente de internarse en una unidad que no per­
tenezca a dicho organismo, siempre y cuando haya sido suficientemente 
informado de las condiciones de su estado de salud y de las implicaciones 
del tratamiento o procedimiento médico.

Justificación: Lo anterior es así, ya que de una interpretación sistemática del 
artículo 87 del Reglamento de Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano 
del Seguro Social, con relación a las disposiciones contenidas en la Ley 
General de Salud, en la Ley del Seguro Social y en el propio Reglamento, 
se concluye que dicho precepto no restringe el derecho a la protección de la 
salud, al establecer la liberación de responsabilidad del Instituto cuando 
el derechohabiente, por decisión propia, opta por abandonar la atención 
que se le otorga y se interna en un hospital que no pertenezca a dicho orga­
nismo, debiendo entenderse que esa decisión propia se da cuando el 
paciente o las personas responsables de éste hayan sido informadas, por parte 
del personal médico, sobre su estado de salud, las implicaciones de su 
tratamiento o los procedimientos médicos, a fin de que su determinación 
haya sido suficientemente informada y voluntaria. De esta manera, no podrá 
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considerarse válidamente que existe decisión propia del paciente si el 
Instituto no prestó el servicio, no entregó información oportuna y veraz 
al paciente, negó injustificadamente proporcionar un tratamiento o lo retrasó 
indebidamente, pues entonces no se configura la propia decisión, sino más 
bien un estado de necesidad, en el que la determinación no se tomó por 
propia voluntad sino que las circunstancias la impusieron, lo que en todo 
caso deberá acreditarse fehacientemente, a efecto de que se configure la 
responsabilidad para el Instituto.

2a. IV/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 5262/2019. Alan Alberto Piña Partida. 7 de octubre 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretaria: Adriana Carmona Carmona.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚ­
BLICOS. EL ARTÍCULO 100 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABI­
LIDADES ADMINISTRATIVAS NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE 
SEGURIDAD JURÍDICA Y DE ACCESO A LA JUSTICIA, EN TANTO ESTA­
BLECE ENUNCIADOS NORMATIVOS DISTINTOS. 

Hechos: Una persona moral cuestionó la constitucionalidad del artículo 100, 
párrafos primero y último, de la Ley General de Responsabilidades Admi­
nistrativas, que prevé los supuestos bajo los cuales puede concluirse y 
archivarse un expediente de investigación, al considerar que admite diversas 
interpretaciones y que su aplicación resulta arbitraria por parte de la auto­
ridad administrativa, lo que transgrede los principios de seguridad jurídica 
y de acceso a la justicia.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 100 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas establece enunciados normativos distintos que no se contra­
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ponen, sino que se complementan y, en consecuencia, no genera insegu­
ridad jurídica, puesto que de manera clara determina los supuestos bajo 
los cuales se puede concluir y archivar en definitiva un expediente.

Justificación: Lo anterior, ya que de la lectura de los enunciados normativos 
contenidos en el artículo 100 de la Ley General de Responsabilidades Admi­
nistrativas se advierte que establecen reglas distintas que no se contra­
ponen, sino que se complementan entre sí, al formar parte del diseño del 
procedimiento de investigación que permite a la autoridad obtener toda 
la información necesaria para determinar la existencia de responsabilidades 
administrativas. De esta manera, el mencionado numeral no viola el principio 
de seguridad jurídica, porque si bien la primera parte de su párrafo tercero 
faculta a la autoridad investigadora para que, en caso de no encontrar 
elementos suficientes para determinar la presunta responsabilidad del 
infractor, emita un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, la última 
parte del mismo párrafo señala que si surgen nuevos indicios o pruebas, 
podrá abrir nuevamente la investigación, independientemente del acuerdo 
que hubiera emitido, siempre y cuando su facultad para sancionar no haya 
prescrito, por lo tanto, dichos supuestos no dan margen a la arbitrariedad 
por parte de la autoridad investigadora, pues de manera clara se establecen 
las condiciones bajo las cuales se puede concluir y archivar en definitiva un 
expediente de investigación. Además, el artículo 100 aludido respeta el prin­
cipio de acceso a la justicia, al imponer a las autoridades investigadoras el 
deber de notificar el acuerdo de conclusión y archivo del expediente a 
los denunciantes, a fin de que hagan valer sus derechos, pudiendo el denun­
ciante, en términos del artículo 101 de la misma ley, impugnar la abstención de 
las autoridades substanciadoras o resolutoras de iniciar el procedimiento 
de responsabilidad administrativa.

2a. V/2021 (10a.)

Amparo en revisión 133/2020. Despacho de Investigación y Litigio Estratégico, 
A.C. 2 de septiembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de abril de 2021 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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BAJA DE MILITARES. LOS ARTÍCULOS 170, FRACCIÓN II, INCISO G, DE 
LA LEY ORGÁNICA DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS, 
42, FRACCIÓN IX, Y 43 DEL REGLAMENTO DE RECLUTAMIENTO DE 
PERSONAL PARA EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS, AL 
SANCIONAR CON LA RESCISIÓN DEL CONTRATO DE ENGANCHE A 
LOS SOLDADOS Y CABOS POR FALTAR INJUSTIFICADAMENTE POR 
SETENTA Y DOS HORAS CONSECUTIVAS A SUS LABORES, NO VIOLAN 
EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. 

Hechos: Un soldado se inconformó contra la determinación de la Secretaría 
de la Defensa Nacional (Sedena) de rescindir su contrato de enganche por 
faltar injustificadamente por setenta y dos horas consecutivas a laborar, lo 
que originó que causara baja del servicio activo y alta en la reserva corres­
pondiente, de conformidad con los artículos 170, fracción II, inciso G, de la 
Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, 42, fracción IX, y 43 
del Reglamento de Reclutamiento de Personal para el Ejército y Fuerza 
Aérea Mexicanos, al considerar discriminatorio que a otros miembros de las 
Fuerzas Armadas con grados jerárquicos superiores no se les sancionara 
de la misma forma. Posteriormente, el órgano de amparo estimó que dichas 
normas no transgredían el principio de igualdad, ya que los soldados y cabos 
se encontraban en situaciones jurídicas distintas a las del resto de los mili­
tares, por lo que se justificaba el trato diferenciado.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los artículos en comento, al prever sanciones dife­
rentes para los soldados o cabos que se ausenten del servicio por setenta y 
dos horas consecutivas, distintas a las del resto de los militares, no violan 
el derecho a la igualdad contenido en el artículo 1o. de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: Lo anterior es así, porque si bien a los cabos y soldados se les 
sanciona con la rescisión de su contrato ante tal falta, lo cierto es que no se 
encuentran en igualdad de circunstancias con el resto de los miembros del 
Ejército y Fuerza Aérea, pues para suscribir el contrato de enganche o reen­
ganche no se les exige egresar de una institución de educación militar ni 
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contar con conocimientos técnicos o profesionales, como sí se requiere para 
acceder a otros grados.

2a. VI/2021 (10a.)

Amparo en revisión 269/2020. César Andrés Jardón Herrera. 7 de octubre de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar 
Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma 
Ruby Villarreal Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de abril de 2021 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

MARCAS. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, EN RELACIÓN CON EL ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL (TEXTO VIGENTE 
HASTA ANTES DE LA REFORMA DEL 18 DE MAYO DEL 2018), AL DIS­
PONER QUE LA ACCIÓN DE NULIDAD PUEDE EJERCITARSE EN CUAL­
QUIER TIEMPO, CUANDO SE TRATE DE UN REGISTRO MARCARIO 
OTORGADO EN CONTRAVENCIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE ESA 
LEY O LA QUE HUBIESE ESTADO VIGENTE EN LA ÉPOCA DE SU 
REGISTRO, VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

Hechos: Una persona solicitó la declaración administrativa de nulidad de 
un registro marcario invocando como causal la contenida en el artículo 151, 
fracción I, en relación con el último párrafo de la Ley de la Propiedad Industrial 
(texto vigente hasta antes de la reforma del 18 de mayo del 2018). El Instituto 
Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI) declaró la nulidad del registro 
marcario y el Tribunal Federal de Justicia Administrativa reconoció la validez 
de dicha resolución. En contra de esa determinación se promovió juicio de 
amparo directo en donde se alegó que el referido numeral era violatorio 
del principio de seguridad jurídica.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que el artículo 151, fracción I, en relación con el último 
párrafo de la Ley de la Propiedad Industrial (texto vigente hasta antes de la 
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reforma del 18 de mayo del 2018), al disponer que la acción de nulidad 
puede ejercitarse en cualquier tiempo, cuando se trate de un registro mar­
cario otorgado en contravención de las disposiciones de esa ley o la que 
hubiese estado vigente en la época de su registro, es decir, que dicha 
acción sea imprescriptible tratándose de cualquier contravención a la ley, 
es violatorio del principio de seguridad jurídica previsto en el artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: El hecho de que el precepto legal indicado no prevea los 
supuestos, en específico, que dan lugar a que la acción de nulidad de un 
registro marcario sea imprescriptible y, por el contrario, de forma genérica 
señale que lo será cuando se haya otorgado en contravención de las dispo­
siciones de dicha ley o la que hubiese estado vigente en la época de su 
registro, es violatorio del principio de seguridad jurídica, toda vez que la 
persona jamás tendrá la certeza de la titularidad de su registro marcario, 
pues siempre estará sujeta a que por cualquier contravención a la ley, 
alguien pueda demandar su nulidad en cualquier momento, ocasionando 
una amenaza permanente al derecho que en materia de propiedad indus­
trial le fue reconocido, lo cual es contrario a la intención del legislador de 
perfeccionar el sistema nacional de propiedad industrial a través de una 
mayor protección a los derechos que establece.

2a. VII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 8247/2019. Autofinanciamiento México, S.A. de C.V. 
9 de diciembre de 2020. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PROPIEDAD INDUSTRIAL. EL ARTÍCULO 62 DEL REGLAMENTO DE LA 
LEY RELATIVA, AL ESTABLECER QUE UNA MARCA SE ENTENDERÁ 
EN USO CUANDO LOS PRODUCTOS O SERVICIOS QUE ELLA DISTINGUE 
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SE ENCUENTRAN DISPONIBLES EN LA CANTIDAD Y DEL MODO 
QUE CORRESPONDE A LOS USOS Y COSTUMBRES EN EL COMERCIO, 
NO EXCEDE EL CONTENIDO DE LOS ARTÍCULOS 130 Y 152, FRACCIÓN II, 
DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL (TEXTO VIGENTE HASTA 
ANTES DE LA REFORMA DEL 18 DE MAYO DE 2018). 

Hechos: El quejoso promovió juicio de amparo directo contra la sentencia 
de la Sala Especializada en Materia de Propiedad Intelectual del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa que reconoció la validez del acto emitido 
por el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI), en el que declaró 
procedente la solicitud de caducidad de marca formulada, al considerar 
que no se demostró el uso de la marca controvertida en la cantidad y del 
modo que corresponde a los usos y costumbres en el comercio, en términos 
del artículo 62 del Reglamento de la Ley de la Propiedad Industrial.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 62 del Reglamento de la Ley de la Propie­
dad Industrial, al establecer que una marca se entenderá en uso cuando 
los productos o servicios que ella distingue se encuentran disponibles en la 
cantidad y del modo que corresponde a los usos y costumbres en el comer­
cio, no excede lo previsto en los artículos 130 y 152, fracción II, de la Ley 
de la Propiedad Industrial (texto vigente hasta antes de la reforma del 18 de 
mayo de 2018).

Justificación: El vocablo "uso" contenido en dichos preceptos legales implica 
que éste deberá tratarse de un uso real y efectivo, representado, entre otras 
maneras, mediante la realización de transacciones comerciales en un número 
relevante (no esporádico o aparente), actos externos de venta, distribución, 
comercialización, el almacenamiento o los preparativos serios y efectivos 
para la realización de alguno de dichos actos. En consecuencia, debe esti­
marse que el requisito contenido en el artículo 62 del Reglamento de la Ley 
de la Propiedad Industrial persigue la consecución y observancia de la ley de 
mérito al establecer la posibilidad de interrumpir la caducidad de un registro 
marcario una vez demostrado que las marcas registradas distinguen 
productos y servicios que se encuentren en el comercio. Todo ello, con la 
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finalidad de evitar excesos en el ejercicio de los derechos de propiedad 
industrial que limiten indebidamente el comercio.

2a. VIII/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 1227/2020. Holzer y Cía., S.A. de C.V. 10 de marzo 
de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad Javier Laynez Potisek. Impe­
dida: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Amparo directo en revisión 1129/2020. Holzer y Cía., S.A. de C.V. 21 de abril de 
2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek. Impedida: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de junio de 2021 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PROPIEDAD INDUSTRIAL. EL ARTÍCULO 62 DEL REGLAMENTO DE LA 
LEY RELATIVA, AL ESTABLECER QUE UNA MARCA SE ENTENDERÁ EN 
USO CUANDO LOS PRODUCTOS O SERVICIOS QUE ELLA DISTINGUE 
SE ENCUENTRAN DISPONIBLES EN LA CANTIDAD Y DEL MODO 
QUE CORRESPONDE A LOS USOS Y COSTUMBRES EN EL COMER­
CIO, NO CONTRAVIENE EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA 
DEL NORTE (TLCAN) NI EL ACUERDO SOBRE LOS ASPECTOS DE 
LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL RELACIONADOS CON 
EL COMERCIO (ADPIC). 

Hechos: El quejoso promovió juicio de amparo directo contra la sentencia 
de la Sala Especializada en Materia de Propiedad Intelectual del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa que reconoció la validez del acto emitido 
por el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI), en el que declaró 
procedente la solicitud de caducidad de marca formulada, al considerar 
que no se demostró el uso de la marca controvertida en la cantidad y del 
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modo que corresponde a los usos y costumbres en el comercio, en términos 
del artículo 62 del Reglamento de la Ley de la Propiedad Industrial.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 62 del Reglamento de la Ley de la Propie­
dad Industrial, que establece el requisito consistente en acreditar el uso de 
una marca en la cantidad y del modo que corresponde a los usos y costum­
bres en el comercio, no contraviene los artículos 1708, párrafo 8, del Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y 19, párrafo 1, del 
Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Rela­
cionados con el Comercio (ADPIC).

Justificación: Lo anterior es así, pues aun cuando los preceptos de fuente 
internacional no prevén el requisito relativo a los usos y costumbres del 
comercio nacional para evitar la caducidad de un signo distintivo, lo cierto 
es que las disposiciones, nacional e internacionales, exigen acreditar el 
uso real y efectivo de una marca mediante actos continuos e inequívocos que 
pongan de manifiesto su utilización para distinguir determinados bienes o 
servicios, ello, con la finalidad de prevenir el uso simulado de los derechos 
marcarios y suprimir prácticas que limiten de manera injustificable el 
comercio.

2a. IX/2021 (10a.)

Amparo directo en revisión 1227/2020. Holzer y Cía., S.A. de C.V. 10 de marzo 
de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad Javier Laynez Potisek. Impe­
dida: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Amparo directo en revisión 1129/2020. Holzer y Cía., S.A. de C.V. 21 de abril de 
2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek. Impedida: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de junio de 2021 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.



181

Informe DE LA SEGUNDA SALA 2021

PENSIÓN POR JUBILACIÓN OTORGADA POR EL ISSSTE. EL BENE­
FICIO ESTABLECIDO EN FAVOR DE LAS MUJERES, PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO, FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA LEY 
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRA­
BAJADORES DEL ESTADO, AL EXIGIRLES MENOR EDAD Y TIEMPO 
DE COTIZACIÓN QUE A LOS HOMBRES, CONSTITUYE UNA MEDIDA 
LEGISLATIVA QUE BUSCA LA IGUALDAD SUSTANTIVA Y NO UNA 
ACCIÓN AFIRMATIVA. 

Hechos: Una persona del sexo masculino promovió juicio de amparo 
indirecto en contra del artículo décimo transitorio, fracción II, inciso a), de 
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado con motivo de su aplicación, al considerar que era inconstitucional 
por contravenir el principio de igualdad y no discriminación, ya que para el 
otorgamiento de la pensión por jubilación establece una edad mínima y 
años de cotización menores para la mujer en comparación con los reque­
ridos para los varones.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la distinción en edad y años de cotización para el otor­
gamiento de la pensión por jubilación establecida para las mujeres en rela­
ción con la prevista para los varones, en términos del artículo décimo 
transitorio, fracción II, inciso a), de la Ley del ISSSTE, constituye una medida 
legislativa que busca la igualdad sustantiva en relación con el derecho de 
acceso a una pensión jubilatoria.

Justificación: Si bien se ha analizado la constitucionalidad de diversas 
leyes que establecen la citada distinción a partir del presupuesto de que se 
trata de una acción afirmativa, una nueva reflexión conduce a determinar 
que su examen de la regularidad constitucional no puede partir de esa 
premisa, pues ese tipo de medidas tienen como finalidad evitar que se siga 
produciendo una diferenciación injustificada, discriminación sistemática o 
que se reviertan los efectos de la marginación histórica y/o estructural de 
un grupo social relevante. Sin embargo, la distinción legislativa mencio­
nada en modo alguno tiende a eliminar o disminuir la discriminación que las 
mujeres sufren en el empleo, ni a equilibrar las cargas desproporciona­
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das que realizan en cuanto a las labores de cuidado en el hogar, factores que 
generan diferencias en el monto de las pensiones. Se trata de una medida 
legislativa que busca la igualdad sustantiva en relación con el derecho de 
acceso a una pensión jubilatoria, a partir del presupuesto de que en la reali­
dad se actualizan diversas circunstancias tanto biológicas como sociales 
que generan una situación desigual entre hombres y mujeres.

2a. X/2021 (10a.)

Amparo en revisión 405/2019. Leonardo Martínez García. 23 de octubre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó en contra de consideraciones José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de junio de 2021 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

SUCESIÓN EN MATERIA AGRARIA. COMPRENDE LOS DERECHOS 
AGRARIOS DE LOS POSESIONARIOS REGULARES (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY AGRARIA).

Hechos: Una persona promovió en vía de jurisdicción voluntaria la sucesión 
intestamentaria de los derechos agrarios de posesión que pertenecieron a 
su cónyuge, amparados en un certificado parcelario. El Tribunal Unitario 
Agrario consideró improcedente la sucesión solicitada al estimar que con­
forme al artículo 18 de la Ley Agraria, la sucesión en materia agraria única­
mente operaba respecto de los ejidatarios. Por tanto, determinó que los 
derechos de posesión del cónyuge fallecido no resultaban susceptibles de 
transmitirse por herencia. En contra de esa determinación se promovió juicio 
de amparo.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación establece que la correcta interpretación del artículo 18 de la Ley 
Agraria, debe ser en el sentido de que también los posesionarios regulares 
tienen derecho a designar a quien deba sucederles en sus derechos agrarios.
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Justificación: De una interpretación sistemática de los artículos 27 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17 de la Ley Agraria 
y 22, fracción VIII, 77, 78, 79, 80, 85 y 86 del Reglamento Interior del Registro 
Agrario Nacional, se colige que los posesionarios regulares también pueden 
suceder sus derechos agrarios, es decir, aquellos derechos que les han 
sido otorgados o reconocidos por la asamblea ejidal, o bien, aquellos decre­
tados mediante resolución judicial, que se encuentren amparados por el 
certificado correspondiente. Lo anterior, en virtud de que en la medida en que 
los posesionarios regulares tienen derechos agrarios reconocidos por la ley 
y están amparados mediante un certificado expedido por autoridad com­
petente, también pueden transmitir dichos derechos a quienes consideren 
sus legítimos herederos o a quien estimen deban sucederles en sus derechos 
agrarios. Considerar la interpretación literal del artículo 18 de la Ley Agraria, 
implicaría que los únicos sujetos agrarios que pueden heredar sus derechos 
a través de la institución de la sucesión agraria son los ejidatarios, dejando 
fuera a los demás sujetos agrarios a los que los demás ordenamientos 
legales de la materia les reconocen la facultad de designar a quien debe 
sucederles en sus derechos, como son los comuneros y los posesionarios, vio­
lando con ello los derechos que les han sido legalmente reconocidos. La con­
clusión que antecede no se contrapone con lo establecido por esta Segunda 
Sala, en la jurisprudencia 2a./J. 159/2005, de rubro: "SUCESIÓN EN MATE­
RIA AGRARIA. SÓLO COMPRENDE LOS DERECHOS AGRARIOS DE LOS 
EJIDATARIOS Y NO LA POSESIÓN QUE EJERCEN QUIENES NO TIENEN 
ESE CARÁCTER.", en la medida en que dicho criterio se refiere a los pose­
sionarios irregulares, esto es, a aquellos sujetos agrarios a quienes no se les 
han reconocido sus derechos; hipótesis diversa a la que nos ocupa por 
tratarse de los posesionarios regulares.

2a. XI/2021 (10a.)

Amparo en revisión 318/2020. María Sofía Columba Bárcenas Mendoza. 7 de 
octubre de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 159/2005 citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIII, enero de 2006, página 1200, con número de registro digital: 176109.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. ES PRO­
CEDENTE EL PAGO DE SALARIOS CAÍDOS CUANDO SEAN DESPEDI­
DAS POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO O DURANTE EL PERIODO DE 
LICENCIA POSTNATAL. 

Hechos: En el juicio laboral de origen una trabajadora acreditó que fue des­
pedida por su condición de embarazo y, por ende, que tal despido fue injus­
tificado. Sin embargo, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje estimó 
que no era procedente el pago de salarios caídos, toda vez que la trabaja­
dora realizaba una labor de confianza. Esa decisión fue reclamada en amparo 
directo en donde el Tribunal Colegiado de Circuito consideró que, al reali­
zar una labor de confianza, la trabajadora carece del derecho a reclamar el 
pago de salarios caídos, por lo que sólo procede una indemnización en equi­
dad. Inconforme con esa decisión, la quejosa interpuso recurso de revisión 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las mujeres trabajadoras de confianza que sean des­
pedidas por su condición de embarazo o durante el periodo de licencia 
postnatal, sí cuentan con el derecho a reclamar el pago de salarios caídos.

Justificación: Los artículos 123, apartado B, fracciones IX y XIV, de la Consti­
tución General de la República; 11, numeral 2, inciso b), de la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
y 3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
establecen un cuerpo jurídico de protección de las madres trabajadoras 
con la finalidad de asegurar que la función procreadora de la mujer en forma 
alguna afecte su bienestar económico o su desarrollo profesional, al tiempo 
que coadyuve a lograr una mayor igualdad entre mujeres y hombres en el 
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ámbito laboral. En ese sentido, en virtud de esa especial protección de 
la maternidad en el trabajo, ante el despido injustificado ocasionado por 
razón de su embarazo o licencia postnatal, es procedente condenar a la 
parte patronal al pago de salarios caídos, máxime que esta determinación 
es la que permite compensar adecuadamente a las trabajadoras por el 
acto discriminatorio del cual fueron víctimas.

2a. I/2021 (11a.)

Amparo directo en revisión 1035/2021. María Angélica Rodríguez Romero. 14 de 
julio de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; votaron con reservas José Fernando 
Franco González Salas y Yasmín Esquivel Mossa, quienes manifestaron 
que formularían voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. ES PRO­
CEDENTE SU REINSTALACIÓN CUANDO HUBIERAN SIDO DESPEDIDAS 
POR SU CONDICIÓN DE EMBARAZO O DURANTE EL PERIODO DE 
LICENCIA POSTNATAL. 

Hechos: En el juicio laboral de origen una trabajadora acreditó que fue des­
pedida por su condición de embarazo y, por ende, que tal despido fue injus­
tificado. Sin embargo, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje estimó 
que no era procedente su reinstalación, toda vez que la trabajadora realizaba 
una labor de confianza. Esa decisión fue reclamada en amparo directo en 
donde el Tribunal Colegiado de Circuito consideró que, al realizar una labor 
de confianza, no era posible que fuera reinstalada en su labor, ya que existe 
una restricción constitucional en ese sentido. Inconforme con esa decisión, 
la quejosa interpuso recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las mujeres trabajadoras de confianza que sean 
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despedidas por su condición de embarazo o durante el periodo de licencia 
postnatal, cuentan con el derecho a la reinstalación.

Justificación: El hecho de que la mujer embarazada realice un trabajo de 
confianza, en nada impide su reinstalación en el puesto que venía desem­
peñando, ya que el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso c), de la 
Constitución General, al establecer el derecho de la mujer a "conservar su 
empleo y los derechos que hubieren adquirido por la relación de trabajo", 
no condiciona a que se trate de una labor de base y, por ende, dicha pro­
tección constitucional establece una excepción a la falta de estabilidad en 
el empleo de las trabajadoras de confianza. De esta forma, es claro que la 
mujer trabajadora tiene derecho a conservar su empleo por estar en condi­
ción de embarazo o en periodo de licencia postnatal por gozar de estabilidad 
en el empleo, independientemente de su calidad de base o de confianza. 
Consideración que además es reforzada por los artículos 11, numeral 2, 
inciso b), de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer y 3 del Pacto Internacional de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales, que protegen a la mujer contra los despidos 
atinentes a la maternidad y establecen el deber estatal de garantizar que, 
ante su violación por parte de autoridades o particulares, se salvaguarde la 
conservación de su trabajo, así como los derechos que hubieren adquirido 
por esta relación laboral.

2a. II/2021 (11a.)

Amparo directo en revisión 1035/2021. María Angélica Rodríguez Romero. 14 de 
julio de 2021. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María 
Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; votaron con reservas José Fernando 
Franco González Salas y Yasmín Esquivel Mossa, quienes manifestaron 
que formularían voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA DETERMINACIÓN 
DE LA REGULARIDAD DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA NO PUEDE 
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CALIFICARSE AL MOMENTO DE RESOLVER SOBRE LA ADMISIÓN 
DE LA RECLAMACIÓN, SINO QUE ES UNA CUESTIÓN QUE COMPETE 
AL FONDO DEL ASUNTO. 

Hechos: Una persona interpuso reclamación por responsabilidad patrimonial 
del Estado, la cual fue desechada de plano por la autoridad administrativa, al 
estimar que la actividad administrativa reprochada no era irregular. Incon­
forme con esa decisión, se promovió la controversia prevista en la fracción XX 
del artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación –ya 
que la presunta actividad administrativa irregular se reprochó al Consejo 
de la Judicatura Federal–, la cual fue del conocimiento de la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estima que la regularidad del acto administrativo es una cuestión 
que no puede determinarse al momento de resolver sobre la admisión de la 
reclamación, sino que constituye un aspecto que atañe al fondo del proce­
dimiento de responsabilidad patrimonial del Estado.

Justificación: La finalidad de que se desarrolle el procedimiento de respon­
sabilidad patrimonial del Estado, en sede administrativa, consiste en que el 
particular acredite el daño y la relación causa-efecto entre éste y la acción 
administrativa que la produjo. En tanto que corresponde al Estado probar 
alguna de las excepciones previstas en ley, dentro de ellas, que los daños no 
son consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. En ese 
sentido, si la determinación de existencia del daño está sujeta a cargas 
probatorias, es lógico que no puede tener lugar en la resolución que atañe 
a la mera admisión de la reclamación por responsabilidad patrimonial del 
Estado, ya que en ese momento procesal no es jurídicamente posible llevar 
a cabo la valoración de pruebas que, incluso, no han sido ofrecidas ni admi­
tidas. No resulta óbice a lo anterior la jurisprudencia de esta Segunda Sala 
2a./J. 30/2013 (10a.), pues no debe olvidarse que ese supuesto específico 
para desechar la reclamación solamente se actualiza cuando la persona 
–lejos de aludir a una actividad irregular, esto es, aquella realizada sin atender 
a las condiciones normativas o parámetros creados por la propia adminis­
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tración–, reclama "una actividad normal o regular" de la administración 
pública.

2a. III/2021 (11a.)

Controversia prevista en la fracción XX del artículo 11 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación 1/2019. Juan Manuel Serratos García. 
30 de junio de 2021. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Impedido: Luis María Aguilar Morales. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, 
quien manifestó que formularía voto particular. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 30/2013 (10a.) citada, aparece publi­
cada con el rubro: "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
LOS ENTES PÚBLICOS SUJETOS A LA LEY FEDERAL RELATIVA ESTÁN 
FACULTADOS PARA DESECHAR DE PLANO UNA RECLAMACIÓN SI ES 
NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE.", en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 2, abril de 2013, página 
1474, con número de registro digital: 2003396.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de octubre de 2021 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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